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CIVIL LAW: Según De Maekelt y Madrid Martínez1  el civil law también conocido como 
el Derecho romano germánico hace referencia a los sistemas basados y centralizados 
en la Ley como fuente principal del Derecho,  y pertenece principalmente a las regiones 
continentales de Europa y Latino América.    
 
 
COMMON LAW: Según De Maekelt y Madrid Martínez2 el civil law también conocido 
como el derecho anglosajón es el sistema jurídico perteneciente a los países de habla 
inglesa, esta familia jurídica tiene como característica principal que es un Derecho que 
nace de la jurisprudencia. 
 
DEMOCRACIA REPRESENTATIVA Y DEMOCRACIA PARTICIPATIVA: Según la 
Sentencia T-360-2014. Referencia: expediente T-422696. MP. Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa3, Con la Constitución de 1991 se inició constitucionalmente el tránsito de la 
democracia representativa a la participativa. Esta nueva concepción de nuestra 
democracia implica un cambio trascendental del sistema político, cuya primera y más 
clara manifestación se encuentra en la manera como se comprende al ciudadano como 
tal. El concepto de democracia participativa es más moderno y amplio que el de la 
democracia representativa. Abarca el traslado de los principios democráticos a esferas 
diferentes de la electoral, lo cual está expresamente plasmado en el artículo 2° de la 
Carta. Es una extensión del concepto de ciudadanía y un replanteamiento de su papel 
en una esfera pública que rebasa lo meramente electoral y estatal. El ciudadano puede 
participar permanentemente en los procesos decisorios que incidirán en el rumbo de su 
vida. Esto se manifiesta en varios artículos de la Carta sobre participación en 
escenarios diferentes al electoral. 
 
DERECHO CONSTITUCIONAL: Naranjo Mesa4 como antes se señaló, la principal 
rama del derecho público, En cuanto tal, le corresponde primordialmente el estudio de 
                                                          
1
 DE MAEKELT. Tatiana. MADRID MARTINEZ. Claudia. Civil Law y Common Law: Un acercamiento.  Instituto 




 Ibíd., p. 241-247 
3
 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-360-2014. Referencia: expediente T- T-422696. MP. Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa. 
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la constitución del Estado; y siendo así, en ella encuentran su fundamento como 
también se dijo todas las demás ramas del derecho. Su posición  es, pues, central, 
dentro de todo ordenamiento jurídico-político de una sociedad organizada. A la 
normatividad que se ocupa, debe remitirse necesariamente todo el resto de la 
normatividad institucionalizada, es decir, aquella que ha sido formalmente consagrada 
como derecho positivo. 
 
DERECHO ROMANO: De acuerdo con Petit Eugéne5, para los romanos más que un 
conjunto de reglas fijadas por la autoridad, y a los cuales los ciudadanos estaban 
obligados a obedecer.  
 
DIMENSIÓN PROPIAMENTE JURÍDICA O REGULATORIA: Conforme a Vigo 
Rodolfo6  en nuestros días el intérprete a la hora de buscar la regla o medida jurídica 
conforme a la cual solucionar un problema, no sólo puede recurrir a normas 
propiamente dichas, sino también tiene a su disposición a los principios jurídicos. 
Precisamente, reconoce Perelman que una de las notas más distintivas que permite 
hablar de una nueva etapa en la interpretación después de la Segunda Guerra Mundial.  
 
DIMENSIÓN AXIOLÓGICA: Para Vigo Rodolfo7 el juridicismo del modelo dogmático 
impedía incorporar a la teoría de la interpretación jurídica la dimensión axiológica; es 
que la inclusión de esta implicaba la renuncia a pretensiones científicas o la 
incorporación al reino de la subjetividad; se habla de los juicios de valores. La irrupción 
desbordante del tema de los derechos humanos o moral Rights ha forzado a hacerse 
cargo de ese material axiológico en la interpretación, pensemos en autores como 
Dworkin o Nino. 
 
 
DOCTRINA CONSTITUCIONAL: Para Quinche Ramírez8  es el nombre con el que se 
designan las interpretaciones que hace la Corte Constitucional de la constitución y las 
leyes, con ocasión del ejercicio de sus competencias mediante autos y sentencias. Esa 




                                                          
5
 Petit Eugéne. Tratado elemental de derecho Romano. Ediciones Esquilo. Bogotá. Edición 2002. P.19.   
6
 Vigo Rodolfo. Interpretación jurídica. Mayo de 2012.  p.2. [consulta en línea 17/07/2017] Disponible en Línea 
http://www.ula.ve/ciencias-juridicas-politicas/images/NuevaWeb/Prof_Bartolome/bart2.pdf   
7
 Ibíd., p.2. 
8
 Quinche Ramírez, Manuel. El precedente judicial y sus reglas. Editorial Legis. Bogotá. Edición 2014. P.17.    
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DOCTRINA CONSTITUCIONAL INTEGRADORA: Para Quinche Ramírez9 es la 
segunda modalidad de la doctrina constitucional y consiste en las interpretaciones de 
que de la constitución y la ley realiza la Corte Constitucional, que tienen carácter 




DOCTRINA CONSTITUCIONAL INTERPRETATIVA: Quinche Ramírez10, es la 
segunda modalidades de la doctrina constitucional y consiste en las interpretaciones de 
la constitución y la ley hechas por la Corte Constitucional, que tienen carácter 
orientador, pudiendo los jueces de modo argumentado, apartarse de dicha 
interpretación.11   
 
 
DOCTRINA PROBABLE: Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema de 
Justicia como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen 
doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta 
para que la Corte Suprema de Justicia varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores.12 
 
JURISPRUDENCIA: De acuerdo con Monroy Cabra13, en su obra introducción al 
derecho, la jurisprudencia se debe entender en tres sentidos, como ciencia del 
derecho, como las sentencias dictadas y orientadas en un mismo punto y como como 
el conjunto de sentencias dictadas  por los órganos jurisdiccionales.    
 
 
LEY: Es la declaración de la voluntad soberana manifestada en la forma prevenida en 
la constitución nacional. El carácter de la ley es mandar, prohibir, permitir o castigar.14  
 
 
OBITER DICTA: De acuerdo con la Sentencia T-836 del 2001 Dr. Rodrigo Escobar 
Gil15 los Obiter Dicta o dichos de paso, no necesariamente deben ser descartados 
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 Ibíd., p.17.  
10
 Ibíd., p.17.  
11
 Ibíd., p.17.  
12
 Colombia. Congreso de la Republica. 169. (31/12/1896)  Diario Oficial No 10.235, de 14 de enero de 1897. 
Bogotá.  
13
 MONROY CABRA. Introduccion al Derecho. Bogotá Editorial Temis. 1986. P.150.  
14
Colombia. Congreso de la Republica. Ley 57 de 1887. Artículo 4.. 15/04/1887. Código Civil Colombiano. Bogotá.      
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como materiales irrelevantes en la interpretación del derecho.  En muchos casos 
permiten interpretar cuestiones jurídicas importantes en casos posteriores que tengan 




PRECEDENTE CONSTITUCIONAL: En la Sentencia T-762 de 2011 MP María victoria 
calle correa16 el concepto La figura del Precedente, ha sido definida por la Corte como 
―aquel antecedente del conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de 
resolver, que por su pertinencia para la resolución de un problema jurídico, debe 
considerar necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de dictar 
sentencia‖ Así, la Corte ha entendido que el Precedente debe ser anterior a la decisión 
donde se pretende su aplicación y que debe existir una semejanza de problemas 
jurídicos, cuestiones constitucionales, hechos del caso, normas juzgadas o puntos de 
derecho. En ausencia de uno de estos elementos, no puede predicarse la aplicación de 
un Precedente. 
 
PRECEDENTE HORIZONTAL-DEFINICIÓN: Conforme  la Sentencia T-762 de 2011 
MP María victoria calle correa17 la jurisprudencia constitucional ha distinguido, 
adicionalmente, entre la figura del  Precedente horizontal, que es aquél que debe 
observarse por el mismo juez o corporación que lo generó o por otro (a) de igual 
jerarquía funcional, y la figura del  Precedente vertical, que es el que proviene de un 
funcionario o corporación de superior jerarquía, particularmente de aquellas que en 




PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN EL ESTADO DE DERECHO: Sentencia C-710-2001. 
Referencia: expediente D-3287. MP. Dr. Jaime córdoba Triviño18 los aspectos básicos y 
fundamentales. La consagración constitucional del principio de legalidad se relaciona 
con dos aspectos básicos y fundamentales del Estado de derecho: con el principio de 
división de poderes en el que el legislador ostenta la condición de representante de la 
sociedad como foro político al que concurren las diferentes fuerzas sociales para el 
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 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-762-2011-. Referencia: expediente T-3085282. MP. María victoria 
calle correa. 
17
 Ibíd., Considerando 4. Causal de procedibilidad por desconocimiento del precedente judicial. Reiteración de 
jurisprudencia 
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debate y definición de las leyes que han de regir a la comunidad. Y de otro lado, define 
la relación entre el individuo y el Estado al prescribir que el uso del poder de coerción 
será legítimo solamente si está previamente autorizado por la ley. Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa. 
 
 
PRECEDENTE JUDICIAL-DEFINICIÓN: De acuerdo con lo expuesto en la Sentencia 
T-360-MP. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub19 por Precedente se ha entendido, por 
regla general, aquella sentencia o conjunto de sentencias que presentan similitudes 
con un caso nuevo objeto de escrutinio en materia de (i) patrones fácticos y (ii) 
problemas jurídicos, y en las que en su ratio decidendi se ha fijado una regla para 
resolver la controversia, que sirve también para solucionar el nuevo caso. 
 
 
RATIO DECIDENDI: De acuerdo con la ponencia  expuesta por el Dr. Rodrigo Escobar 
Gil20 en la sentencia c-836 de 2001 la fuerza vinculante de ratio decidendi. 
Jurisprudencia-Fuerza vinculante de ratio decidendi. -Valor normativo como fuente 
formal del derecho. Si bien no todas las partes de una sentencia ni mucho menos toda 
la jurisprudencia constituyen fuente formal de derecho, la ratio decidendi de los fallos, 
por lo menos, tiene fuerza vinculante. Posteriormente se verá que dicha fuerza no es 
igual a la del derecho legislado pero ello no significa que el Precedente judicial carezca 
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 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-360-2014. Referencia: expediente T-4.248.813. MP. Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub. 
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El presente trabajo de grado tiene como propósito describir cómo se construye el 
concepto de obligatoriedad de la figura del Precedente en Colombia en tensión con un 
sistema tradicional de fuentes del Derecho,  teniendo en cuenta el  dialogo critico entre 
las dos vertientes doctrinarias tradicional y progresista alrededor del concepto del 
Precedente en Colombia como fuente obligatoria del derecho en tensión con un 
sistema tradicional de fuentes, para esta labor se realizara una descripción del 
Precedente  dentro del ordenamiento jurídico colombiano, así como también las 
diferentes posiciones doctrinales a favor y en contra de esta figura,  aunado a que 
Colombia pertenece a la familia del Civil Law  o Derecho Romano germánico sistema 
que se caracteriza por basarse en la Ley como fuente formal y primaria del Derecho. 
 
Veinte cinco años después de la creación de la Corte Constitucional, por medio de la 
figura del Precedente  traída desde el ordenamiento jurídico anglosajón se le dio a las 
decisiones de las altas Cortes fuerza vinculante no solo frente al ordenamiento jurídico 
sino también hacia los  Tribunales y jueces de menor jerarquía,  de esta manera 
rompiendo con el paradigma del legicentrismo, el cual, estuvo presente dentro de la 
comunidad jurídica colombiana.   
 
Por esta razón es importante reconocer la importancia de este trabajo ya que 
actualmente la discusión alrededor de la implementación de esta figura se encuentra 
abierta generando una  serie de dudas sobre la compatibilidad del Precedente con la 
Constitución. Es de aclarar, que en el presente texto se haga referencia a la palabra 
Precedente de manera general, sin especificar si es Judicial o Constitucional,  puesto 
que el enfoque de este trabajo es describir la construcción del concepto de 
obligatoriedad del sistema de  precedentes tanto en la justicia ordinaria como en la 
constitucional.  
 
Entiéndase entonces que la dinámica del trabajo de investigación es la de resolver los 
interrogantes, inquietudes y críticas que se han desatado entre la comunidad jurídica 
colombiana por la implementación del Precedente como fuente obligatoria para jueces 
13 
 
y magistrados, cuando en la Carta Política, el Constituyente de 1991 previo que ―los 
jueces solo  están sometidos al imperio de la Ley‖.21  
 
 
Para ello, el método que se utilizó para lograr este propósito es el método científico 
deductivo, con el propósito de partir de lo general a lo particular, es decir, partir desde 
el ideario del Precedente como fuente obligatoria del Derecho en tensión con las 
fuentes tradicionales del Derecho. Así abordar las distintas teorías y doctrinas sobre el 
tema generando un dialogo entre posiciones Ius filosóficas. 
 
 
Debido a que el método de investigación deductivo tiene dos escenarios cuantitativo y 
cualitativo. Esta investigación se basará en el segundo el cual es definido como: 
―Estudia la realidad en su contexto natural, tal y como sucede, intentando sacar sentido 
de, o interpretar los fenómenos de acuerdo con los significados que tienen para las 
personas implicadas. La investigación cualitativa implica la utilización y recogida de una 
gran variedad de materiales—entrevista, experiencia personal, historias de vida, 
observaciones, textos históricos, imágenes, sonidos – que describen la rutina y las 
situaciones problemáticas y los significados en la vida de las personas.‖22 
 
En la fase preparatoria se identificaron diferentes fuentes, como lo son, las legales, 
jurisprudenciales y doctrinales; en cuanto a las Leyes principalmente, la Constitución 
Política artículos 13, 29, 230, 241, 243 y articulo 374, la Ley 153 de 1887, Ley 169 de 
1896, en su artículo 4° que regula la Doctrina Probable y los principales hitos 
jurisprudenciales que desarrollaron la vinculatoriedad  y dogmática de la figura del 
Precedente, como la Sentencia hito C-836 de 2001 (magistrado ponente Rodrigo 
Escobar Gil) y la sentencia C-083 de 1995 (Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz). 
 
 
En la parte doctrinal se identificaron diferentes libros y artículos científicos  que 
ayudaron  a construir este trabajo, en esta labor se hallaron textos como el derecho de 
los jueces, teoría impura del derecho, eslabones del derecho del autor Diego Eduardo 
López Medina,  el precedente judicial y sus reglas de  Manuel Quinche Ramírez, 
Modulaciones en los fallos de la corte constitucional colombiana de Hernán Alejandro 
Olano García, Principios y Reglas: examen del debate entre R. Dworkin y H.L.A. Hart 
de María Dolores Pérez Jaraba, El Precedente Judicial en Colombia, Papel y valor 
                                                          
21
 COLOMBIA. Constitución Política.  TITULO VIII DE LA RAMA JUDICIAL. Artículo 230, Parágrafo primero.  
22
 Gregorio Rodríguez Gómez, Javier Gil Flores, Eduardo García Jiménez. METODOLOGIA DE LA INVESTIGACION 
CUALITATIVA. Universidad tecnológica de Pereira. 1996. (Consultada en línea 17/07/2017) 




asignado a la jurisprudencia de Javier Tamayo Jaramillo y Carlos Ignacio Jaramillo,  
Civil Law y Common Law: Un acercamiento.  De Tatiana de Maekelt  y Claudia Madrid 
Martínez, entre otros que se utilizaron como referencias en el desarrollo del dialogo 
críticos entre las vertientes doctrinales alrededor de la implementación del sistema de 
Precedentes judiciales y Constitucionales en Colombia. 
 
 
En la fase descriptiva se evidencio la importancia de dos referentes académicos en 
relación con el tema de trabajo, Diego Eduardo López Medina, académico Bogotano, 
derrotero del Precedente, siendo el más agudo y más completo y  en contraposición se 
encuentra Javier Tamayo Jaramillo, reconocido académico, cuyo estudio se concentra 
en defender la legalidad del sistema jurídico colombiano, aunque no concentran el 
debate doctrinal, si serán indispensables para el desarrollo de la presente Tesis de 
grado.  
 
Durante la fase interpretativa el grupo de trabajo tras realizar un análisis del material 
encontrado concluyo que los postulados doctrinales se encuentran desbalanceados,  
pues existen escasos recursos doctrinales para la defensa del constitucionalismo 
conservador, concentrando la mayoría de las fuentes doctrinarias en autores de corte 
reformista o neo constitucionalista, es decir de quines defienden la vinculatoriedad del 
Precedentes dentro de las fuentes formales del Derecho en Colombia. 
 
En la fase final se realizó una  construcción alrededor de la figura del Precedente 
utilizando para ello fuentes legales, jurisprudenciales y doctrinales que permitieron 
determinar el alcance del Precedente en el contexto colombiano.  
 
Finalizando  se llega a las siguientes conclusiones en cuanto al material encontrado, el 
material bibliográfico se concentró excesivamente en autores que defienden la 
vinculatoriedad  del Precedente; los postulados doctrinales se encuentran 
desbalanceados,  pues existen escasos recursos doctrinales para la defensa del 
constitucionalismo conservador. Debido a esto esta investigación aborda el método 
científico deductivo indirecto cualitativo, pues la propuesta obliga a relacionar doctrinas, 
tesis, y teorías con normas legales, constitucionales y jurisprudencia, además de 




La labor de este documento será la de describir el proceso de construcción del 
concepto de obligatoriedad del Precedente en Colombia en tensión con un sistema 
tradicional de fuentes, para estructurar dicho fin se tendrán en cuenta los siguientes 
ejes temáticos.  
 
El documento inicia con el objetivo realizar una aproximación teórica a los 
antecedentes y concepto del Precedente en tensión con un sistema tradicional de 
fuentes en Colombia, por ende, se describirá la dogmática del Precedente y su 
estructura dentro de las fuentes del Derecho. 
 
En segunda medida, se identificarán de manera general los hitos jurídicos 
jurisprudenciales y legislativos colombianos en la construcción del concepto de 
Precedente en Colombia en tensión con un sistema tradicional de fuentes, con 
ello se realiza un recuento histórico del Precedente y su evolución dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano.  
 
La tercera parte del presente trabajo se encargará de construir un diálogo crítico 
entre las dos vertientes doctrinales, tanto  tradicional y progresista alrededor del 
concepto del Precedente en Colombia como fuente obligatoria del Derecho en tensión 
con un sistema tradicional de fuentes, este acápite se desarrolla a través de la 
dialéctica entre las dos posiciones para que de allí convergieran las potencialidades y 
debilidades del Precedente.  
 
Para finalizar, se determinará el alcance y uso del Precedente en Colombia como 
fuente obligatoria del derecho en tensión con un sistema tradicional de fuentes, 
permitiendo así ver hasta dónde llega la jurisprudencia de las altas Cortes dentro del 
sistema jurídico colombiano y el sistema de fuentes del Derecho.  
 
Para concluir,  analizando los resultados obtenidos en esta reconstrucción teórica y 









Desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 en Colombia se le otorgo a la 
Corte Constitucional la guarda de la integridad de la Carta Política,  en esta labor la 
Corte Constitucional realizó una serie de reformas estructurales al sistema de fuentes 
del Derecho por medio de las sentencias hito, C-083 de 1995, C-836 del 2001, entre 
otras,  las cuales desarrollaron las figuras del Precedente constitucional y judicial, las 
Doctrinas Constitucional y Probable, desplazando la Ley como única fuente formal del 
Derecho, con el propósito de materializar los principios de Igualdad y Seguridad 
Jurídica. 
 
Así se abordó la construcción del concepto de obligatoriedad del Precedente en tensión 
con un sistema tradicional de fuentes del Derecho, ya que su vinculatoriedad encuentra 
resistencia por parte de académicos de corte conservador, pues  argumentan que el 
Precedente viola los principios de legalidad y separación de poderes. 
 
  
Para esta tarea se utilizó el método científico deductivo cualitativo, a partir de 
referentes bibliográficos, llegando a la conclusión que se requiere una reforma 
constitucional que modifique y jerarquice las fuentes del Derecho para que no se hallen 
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Capítulo I  - Una Aproximación a la Teoría del Precedente Judicial y su desarrollo 
 
El presente capítulo tiene como objetivo realizar una aproximación teórica a 
los  antecedentes y concepto del Precedente constitucional en tensión con un sistema 
tradicional de fuentes en Colombia, este acápite expondrá la dogmática con relación al 
Precedente Constitucional y judicial en correspondencia  con las fuentes del derecho,  
el resultado de esta tensión producto de la globalización del derecho generando un 
sistema mixto, en Colombia se ha evidenciado esta tensión entre las familias jurídicas 
por la labor hecha por la Corte Constitucional desde el 200123, con la interpretación 
dada  al artículo 230 de la carta política condicionando su aplicación  en el entendido 
que el Precedente es una fuente formal del Derecho.  
    
Para desarrollar este objetivo, es necesario primero examinar las teorías del Derecho 
comparado teniendo en cuenta la clasificación de familias jurídicas consideradas en el 
Congreso de París de 1900 y los métodos para desarrollar la comparación entre las 
distintas familias jurídicas en relación con las fuentes de derecho en cada una.     
 
Por medio de este ejercicio, se realizará un recuento histórico del Precedente judicial 
en el sistema consuetudinario (Common Law) de manera general, desde su nacimiento 
en el derecho inglés tanto de su perfeccionamiento en el derecho estadounidense en 
comparación con el sistema Romano Germánico (Civil Law). 
 
Para concluir con un análisis dogmático sobre el funcionamiento del Precedente judicial 
en el contexto colombiano.  Esta labor se fundamentará en los escritos de Diego López 
con su texto ―El derecho de los jueces‖, Marco Monroy Cabra con su libro ―Introducción 
al derecho‖ y el profesor Manuel Fernando Quinche con su trabajo ―El Precedente 
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1.1 Fuentes del Derecho y Familias Jurídicas  
 
Como primer paso, se realizará una descripción general de las características de las 
fuentes del derecho y la tensión entre las familias jurídicas y la forma en que nace el 
derecho entendido este como un sistema jurídico. Es importante traer a colación las 
fuentes del derecho debido a que la figura del precedente modifico el sistema de 
fuentes de manera dramática, por lo cual es necesario hacer una disertación sobre los 
conceptos alrededor del sistema formal de fuentes, como también el desarrollo histórico 
y jurídico en las principales familias jurídicas occidentales como lo son el civil law o 
derecho romano germánico y common law conocido como derecho anglosajón. 
 
Como primer paso y siendo consecuente con la labor descrita para este acápite  se 
describirán los conceptos alrededor del sistema de fuentes del derecho, es asi como el 
autor Monroy Cabra24, define las fuentes del derecho como el origen, nacimiento o 
causa del Derecho, estas pueden ser clasificadas como fuentes  materiales y formales, 
las primeras son aquellas que tienden a resolver una situación cultural, económica o 
gremial, recogiendo valores que el Legislador pretende  realizar, mientras las fuentes 
formales son las formas y procedimientos que revisten al Derecho para su creación. 
 
Una de las Características centrales de las fuentes tradicionales del derecho es que 
surgen de los procedimientos establecidos por la norma abstracta y general, de 
acuerdo con De Maekelt Tatiana y Madrid Martínez Claudia25, en la familia Romano 
Germánica los mandatos legislativos constituyen la piedra angular del sistema jurídico, 
por lo cual la Ley se presenta como el paradigma creador de Derecho, en la segunda 
familia jurídica de mayor importancia, el Common Law o derecho anglosajón, la fuente 
creadora del derecho se desprende de la jurisprudencia o costumbre judicial, 
entendiéndose como un derecho consuetudinario, es así que las dos familias no 
comparten similitudes en el procedimiento de creación del derecho. 
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De acuerdo con la exposición de las autoras26, estas familias divergen en la técnica de 
interpretación y aplicación del derecho, es así que mientras en el Common Law el 
método se desarrolla de manera inductiva partiendo de lo particular a lo general, es 
decir, mediante la resolución de casos particulares se genera una regla general para el 
Derecho, por el contrario el Civil Law, el método jurídico es de carácter deductivo, 
partiendo de premisas generales hacia la resolución de casos concretos, presentando 
así una igualdad ante la ley, amparada en el Principio de Legalidad, en contraste con el 
Common Law donde la igualdad se entiende como un trato igualitario por parte de las 
autoridades.  
 
Para construir esta teoría jurídica De Maekelt. Tatiana y Madrid Martínez. Claudia27, 
reconstruyen el marco histórico de las dos familias jurídicas que se analizan en el texto, 
describiéndolo desde una teoría comparada del derecho. Teniendo en cuenta los 
diferentes estudios que existen sobre el derecho, se pueden distribuir en cuatro 
familias, según la teoría del alemán Max Rheinstein, las cuales son la familia del civil 
Law, que se encuentra constituida por otros cuatro subgrupos, el Derecho Románico, el 
Derecho Germánico, el Derecho de la antigua URSS, el Derecho de la Unión de África, 
y la familia del Common Law, a la cual pertenecen  los países de cultura anglo, la 
tercera familia reúne a los Estados Escandinavos y una última familia perteneciente al 
derecho religiosos, en la cual destacan los países Árabes.  
 
Citado por De Maekelt. Tatiana, Madrid Martínez. Claudia, en su obra Civil Law y 
Common Law ―en primer lugar, el Derecho comparado contribuye a aclarar a los 
juristas el rol y la significación del Derecho; en segundo lugar, en un plano más practico 
facilita la organización de la sociedad internacional mostrando las posibilidades de 
acuerdo y sugiriendo fórmulas para la reglamentación de las relaciones internacionales. 
En tercer lugar, permite a los juristas de diversas naciones, en lo que concierne en sus 
Derechos internos, proyectar sus mejoras‖ 28  
 
La figura del Precedente como fuente de derecho en el Common Law, sistema jurídico 
proveniente de los países anglosajones, el cual, se nutre de la decisión de los jueces 
(Case Law), es decir, que es un derecho formado por las decisiones judiciales, que 
generan criterios y fuerza vinculante para decisiones futuras sobre casos similares o 
iguales. 
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Ahora bien, para describir cómo nace el Precedente judicial, el cual desarrolla el 
sistema jurídico del Common Law es necesario hacer una descripción histórica de 
cómo se desarrolló en Inglaterra y como lo hereda a los demás países pertenecientes a 
la familia del Common law. 
 
Según de Maekelt Tatiana y Madrid Martínez Claudia 29,  el derecho en Inglaterra no 
tuvo influencia del Derecho Romano-Germánico, aunque este Imperio tuvo dominio 
sobre su territorio, que para ese entonces estaba dominado por los Celtas, para pasar 
a manos de los romanos y tomar el nombre de Britania en el año 48 a.C. a manos de 
Claudio, lo cual, sucedió del siglo I al V, en esta etapa predominó el derecho romano en 
el territorio britano. Después los pueblos barbaros eliminaron al imperio romano del 
continente europeo y lo mismo sucedió con la isla de Britania, la cual fue invadida al sur 
por los Jutos al norte por los Anglos y la región central por los Sajones, formándose así 
pequeñas monarquías absolutas para después convertirse en varios reinos, lo cual 
provocó un cambio jurídico importante en la región dado que se desarrolló desde esta 
etapa de forma autónoma. 
 
Ahora bien, según la los documentos revisados en la Biblioteca Virtual de la UNAM30,  
el desarrollo del Common Law se puede describir en cuatro etapas, la primera, el 
periodo anglosajón; la segunda, la formación del Common law; la tercera, como la 
rivalidad entre el Common law y las reglas de Equity; y la última, que es el periodo 
moderno. 
 
Como lo presenta el mismo documento de la UNAM31, periodo Anglosajón, se 
caracteriza por tener muy pocas leyes y estas a su vez solo pertenecen a pequeños 
territorios, es decir no eran leyes comunes a todo el territorio inglés, otra de las 
características de estas leyes, es que fueron redactadas en el idioma anglosajón y no 
en latín como era de costumbre en esa época.  
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Continuando con los archivos de la UNAM32, En 1066 D.C, el territorio anglosajón es 
conquistado por los Normandos, lo cual, centralizo el poder, dejando atrás la época de 
las tribus y pequeños reinos para dar inicio al feudalismo en el territorio inglés, 
Guillermo para asegurar su reinado solo fundo feudos pequeños en los cuales estaban 
al mando sus hombres de confianza con los que había logrado la conquista, 
desconociendo las costumbres locales y su idioma. Gracias a esta ocupación militar y 
su disciplina por parte de los normandos en Inglaterra permitirá la singularidad de este 
territorio en el desarrollo del Common Law.  
 
Según la UNAM33, Las Cortes de los anglosajones antes de esta conquista eran 
(County Court y Hundred Court), las cuales, tomaban las decisiones basados en la 
costumbre. En cambio, con esta invasión trajo consigo otro tipo de justicia y con ello 
tribunales distintos que desplazaron a los existentes, los cuales eran Courts Barón, 
Court Leet, Manorials Court, y el derecho en lo sucesivo será consuetudinario, para 
después canonizarse con la cristiandad común en toda Europa, para después 
desarrollar un derecho común para Inglaterra, que estaría a cargo de la Corte de 
Westminster. 
 
Como lo afirman los documentos de la base de datos de la UNAM34, para este 
momento histórico aparece la figura de la ―Curia Regi‖, era el Tribunal supremo en 
donde se decidían los temas más relevantes de la época, esta era la que generaba el 
Precedente a seguir, este alto tribunal estaba conformado por el rey. Después 
aparecieron figuras como el Parlamento y las Cortes reales que empezaron poco a 
poco a tener mayor importancia, aunque no les fue fácil por el poder adquirido por los 
señores feudales, por su parte, las Cortes Reales solo resolvían tres tipos de 
controversias ya que los señores feudales no se sometían a su autoridad, las 
controversias que resolvían eran las siguientes, las finanzas reales, la propiedad 
hacendaria o posesión de inmuebles, crímenes graves contra la paz del reino.  
 
Como narra la UNAM35, estas Cortes a su vez eran las siguientes: La Corte de la 
Realeza (Exchequer), la Corte de Litigios comunes (Common Pleas), la Corte del Trono 
del Rey (King´s Bench) pero con el tiempo cada una perderían su competencia y 
terminarían por resolver todos los asuntos reales, es decir desplazarían la competencia 
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de la Curia Regi. Además, aparecerían nuevas jurisdicciones las cuales obedecerían a 
las tres clases de Precedentes de las Cortes, se retomarían las antiguas Cortes y 
nacerían las eclesiásticas, municipales las comerciales, las cuales, se basarían en la 
Lex Mercatoria y en los reglamentos municipales para fallar. 
El Common Law, al final solo consolido a las tres Cortes Reales dando fuerza 
vinculante solo a sus fallos. 
De tal modo que esa fue la evolución del Common law y la figura del Precedente en el 
Reino Unido, pero esta figura se desarrolló con mayor rigor en la cultura de Estados 
Unidos que heredo este sistema gracias a que en su momento fueron una colonia 
inglesa, allí tomo ciertas connotaciones que hacen a la figura del Precedente muy 
distinta a la de origen. 
 
Como lo plantea Basauri36, es importante hacer hincapié en la figura del Stare Decisis 
que es el mismo Precedente judicial, pero es el nombre que se le da en el Common 
Law. Y en que consiste la Stare Decisis, es que las decisiones de las altas Cortes 
tienen una fuerza vinculante para fallos futuros, es decir, que si un juez de un tribunal 
decide sobre un caso en concreto y sobre este hecho no hay decisiones anteriores esta 
tendrá la capacidad de vincular a futuro a jueces de menor jerarquía para que fallen en 
el mismo sentido. 
 
Es de aclarar que en Estados Unidos por su forma de Gobierno la jerarquía de las 
Cortes difiere sustancialmente de la inglesa, ya que este país tiene un sistema 
federalista, lo que indica que cada Estado tiene su propia identidad jurídica es decir 
tiene una legislación distinta de otro estado y por ende las Cortes tiene ciertas 
distinciones las federales y las estatales. Las primeras tienen mayor jerarquía ya que la 
jurisdicción de estas es todo el territorio de Estados Unidos y estas están vinculadas 
por la Constitución de este país y por los Precedentes de esta Corte. 
 
Así continúa Basauri37, explicando En cambio, las Cortes Estatales están vinculadas 
por el Precedente de las Cortes Federales, la legislación y su propio Precedente. De 
allí nace la doctrina del Precedente vertical y horizontal, el primero es el que vincula las 
decisiones de los tribunales y jueces de menor jerarquía con las Cortes de mayor 
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jerarquía y el horizontal es el que vincula los Precedentes de Cortes de igual jerarquía, 
es decir que se distingue un Precedente obligatorio (vertical) y uno persuasivo 
(horizontal). 
De acuerdo a lo propuesto por de Maekelt. Tatiana y Madrid Martínez Claudia38, el Civil 
Law o Derecho Romano Germánico fue desarrollado en la edad media, ya que es una 
adaptación del derecho Romano clásico por universidades Europeas de esta etapa, 
tomando para ello los textos de Justiniano adaptándolo a elementos del Derecho 
Germánico (leyes longobardas) y elementos del derecho canónico, incluyendo los 
derechos naturales del hombre y las libertades personales. 
 
Continuando con los argumentos de Maekelt y Madrid Martínez39 después de la 
revolución francesa y con la aparición de Napoleón se marcó un hito histórico para la 
familia jurídica del Civil Law, debido a que este tenía en mente dos grandes ideas para 
expandir su poder y organizar un sistema jurídico francés, nombró una comisión de 
juristas para la elaboración de un Código que recogiera toda la normativa elaborada 
hasta la época. El primer problema que se encontró fue el método para redactar las 
normas pues tenían dos posibles salidas, la primera era  utilizar normas de carácter 
general y la segunda resolver todos los casos posibles  para elaborar una normativa 
exhaustiva, estos juristas decidieron utilizar el método por el cual se elaboran normas 
de carácter general. Este Código tenía tres ideales fundamentales, primero, garantizar 
la propiedad privada, instituciones que garantizaran los derechos burguesía, y tercero, 
la libertad contractual, recogiendo también la teoría propuesta por Montesquieu la cual 
consistía la división tripartita del poder. 
 
Siguiendo con los argumentos autoras40, el Código napoleónico tuvo gran aceptación 
en varios países del Continente Europeo como también Latinoamericano, en el 
contexto de este último el jurista Andrés Bello fue el encargado de redactar este Código 
para Chile que posteriormente seria fusilado por Ecuador, Venezuela, Nicaragua, 
Colombia, el Salvador, Honduras, y posteriormente Texeira de Freitas lo redacto para 
el Brasil y Argentina.    
 
Sintetizando lo anterior, son perceptibles los puntos de encuentro, y los puntos de 
oposición de las familias jurídicas relacionadas,  es claro que el Derecho en estos 
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sistemas está dirigido a proteger los derechos y libertades de la misma manera, 
dándole la misma relevancia al interior de los ordenamientos jurídicos,  es decir la 
sustancia del Derecho es similar,  puesto que los objetivos y fines son los mismos, 
brindar seguridad jurídica por medio de principios y reglas de Derecho, procurando la 
defensa de los derechos en sus diferentes generaciones, siendo evidenciable que para 
la aplicación de una regla debe ir integrada de un principio. 
 
Sus diferencias más notables se presentan en cuanto a la forma, es decir los 
procedimientos y modos en los cuales se materializa el Derecho, por un lado la familia 
del Common Law tiene una notable inclinación hacia una textura abierta, en cierto 
sentido más dinámica y modificable, debido a que el Derecho nace a partir de las 
reglas generadas por los jueces o Altas Cotes, en menor o mayor grado, por ejemplo 
en el caso del Reino Unido el papel que juegan las Altas Cortes es de vital importancia 
para la creación de reglas, mientras tanto en el caso estadounidense tanto las Altas 
Cortes como los grupos legislados son los encargados de las creación de reglas, 
teniendo mayor importancia las elaboradas por la Corte Suprema.   
 
En cuanto a las fuentes del Derecho de la familia del common law se distinguen entre 
el derecho inglés y el derecho estadounidense que el primero tiene  como fuente del 
derecho los Precedente creados por las altas Cortes,  y las Cortes Equity, por el 
contrario en el derecho estadounidense hay una notable diferencia debido a que se 
encuentra como fuente primaria la Constitución, los Precedente creados por la Corte 
Federal a nivel nacional, las leyes expedidas por el Congreso estadounidense y a nivel 
estatal las fuentes del derecho son por un lado los Precedente creados por las Cortes 
Estatales y las leyes de los congresos estatales debido a su naturaleza federal.        
 
Por el contrario en la familia del Civil Law o Romano Germánica los cuerpos legislativos 
son los que encarnan la función creadora de Derecho,  dándole  a las Cortes un papel 
interpretativo y modulador en este sentido de ajustar la Norma al contexto histórico y 
social.   En la actualidad los fenómenos jurídicos y de la globalización es la mixtura de 
estas dos familias, que dependiendo de la familia a la que pertenezca el país, como en 
el caso de Colombia, la cual se caracteriza por recibir una influencia del Civil Law le ha 




Es por esto que la fuente del  derecho en los sistemas romanos germánicos gira 
alrededor de las leyes expedidas por el Congreso nacional, centralizando el sistema en 
las regulaciones de los Códigos y leyes en sentido abstracto, en el caso colombiano, 
con la apertura del sistema jurídico, las fuentes del derecho ya no se concentran 
estrictamente en las leyes nacionales, pues con las reformas adelantadas por la Corte 
Constitucional el Precedente se ha convertido en un elemento central para la actividad 
de los órganos jurisdiccionales, siendo además aceptado por el órgano Legislativo, 
como sucedió con las Leyes 1437 del 2011 (CPACA) y Ley 1564 de 2012 (Código 
General del Proceso).  
 
 
1.2 Influencia del Common Law en la construcción del nuevo Derecho y en 
especial el constitucional en América Latina 
 
Continuando con el cometido de este trabajo, es primordial reconocer la influencia del 
Common Law en la construcción de un nuevo derecho constitucional para América 
Latina, debido a la globalización no solo económica sino jurídica al ordenamiento 
interior colombiano entro la figura del precedente, por lo tanto se realizara una 
descripción teórica de como el derecho comparado modifico y modernizo el sistema 
jurídico colombiano.    
 
El nuevo derecho constitucional latinoamericano, conocido también como neo 
constitucionalismo latinoamericano, surge de un proceso de globalización del derecho y 
en términos de López Medina41  un ―viaje teórico‖ de conceptos,   instituciones y 
posturas ius teóricas anti formalistas en especial, propias de la construcción de un 
derecho contemporáneo fundado en la argumentación y la interpretación, lugar en el 
que los principios y normas nos ofrecen una propuesta jurídica dúctil, con reglas de 
textura abierta a ser interpretadas por los jueces a través de sus decisiones, lo que 
supone una apertura y permeabilidad a la influencia de otras familias jurídicas, cual ha 
sido el caso del Common Law y el concepto de Precedente que se ha instalado en 
América Latina, lugar en el cual la formación del derecho se realiza a partir de la ley 
producto de un sistema legis centrista propio del tradicionalismo de fuentes  que han 
influido en la construcción de un nuevo derecho constitucional. 
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Para continuar, es necesario realizar una descripción teórica del argumento propuesto 
por Diego López en su obra ―la teoría impura del derecho‖, el cual desarrolla la Teoría 
transnacional del derecho (TTD). 
 
López Medina42  describe dos paradigmas en el desarrollo de las teoría jurídica de 
influencia para América Latina, el primero, surge en los denominados sitios de 
producción, países con un nivel académico desarrollado, las ideas al estar en su 
lenguaje original,  permiten un mejor y más adecuado ejercicio hermenéutico, las 
teorías jurídicas permanecen en un estado  puro, sin ninguna modificación o alteración 
de sus contenidos.  
 
El  segundo paradigma, surge en contextos de periferia, denominados por López 
Medina43 como  sitios de recepción, entornos en donde el desarrollo académico y 
jurídico es más pobre, aquí los doctrinantes locales traducen los textos importados de 
los centros de producción, ubicados principalmente en Europa y los Estados Unidos, 
ejercicio académico que conlleva a una  transmutación de la teoría, es decir una 
interpretación poco confiable y desproporcionada en relación con sus planteamientos 
originales.  
 
La transmutación adelantada por los estudiosos del derecho44, en los sitios de 
recepción, pretende adaptar las teorías jurídicas europeas y norteamericanas al 
entorno local,  respondiendo a las necesidades sociales y jurídicas para implantarlas 
dentro  de  una serie de instituciones pertenecientes al  contexto de la periferia. 
 
Para concluir la descripción de la teoría del Precedente constitucional se revisará la 
historia en el contexto colombiano. El estudio del Precedente judicial en Colombia 
puede ser visto por el lector como un debate contemporáneo impulsado por las 
diferencias entre los llamados reformistas o neo constitucionalistas y o anti formalistas 
jurídicos que abundan dentro de la academia y profesión jurídica.  Sin embargo, en la 
historia jurídica nacional diferentes doctrinantes y juristas identificaron las teorías 
europeas provenientes desde Francia y España que cuestionaban el legalismo jurídico, 
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debatiendo el papel que debía jugar la jurisprudencia dentro del ordenamiento jurídico, 
para luego adentrarlos en el contexto nacional. 
 
En esta línea histórica y según López Medina45, las dos vertientes doctrinarias que 
llamaron la atención de los juristas colombianos de esa época fueron la doctrina legal 
proveniente de España y la Jurisprudencia constante de los franceses, para comenzar 
los postulados sobre el uso del Precedente judicial en el ordenamiento francés eran  
políticamente mal vistos, pues la apuesta de los ideales revolucionarios era la defensa 
del principio de legalidad expresado en la codificación, sin embargo los problemas e 
inconvenientes fueron abriendo espacio a la jurisprudencia en la actividad judicial  de 
este país.   
 
Como resultado de estos nuevos conceptos el uso de la jurisprudencia comenzó hacer 
visto como un elemento idóneo para que el juez fuera capaz de resolver los conflictos 
que no estuvieran regulados por la ley,  en Francia surgen desde 1827  publicaciones 
sobre  colecciones de jurisprudencia de los tribunales, como el recueil de sentencias de 
Armand Dalloz,46  por su parte en el país Ibérico José María Pantoja publicaría entre los 
años 1867 y 1884 el repertorio de la jurisprudencia civil española,47 estas publicaciones 
más adelante tendrían acogida entre académicos y juristas nacionales del siglo XIX 
como Segundino Álvarez.  
 
Segundino Álvarez48, por medio de su escrito Decisiones judiciales o estudios sobre 
derecho patrio defiende el valor de la jurisprudencia en los procesos judiciales, ante los 
vacíos dejados por la codificación, Álvarez considero que unos conjuntos de decisiones 
judiciales podrían ayudar al juez a resolver los procesos vigentes. Las nuevas nociones 
sobre el Precedente judicial en Colombia iban de la mano con el fortalecimiento de la 
doctrina legal española, la cual  para finales del siglo XIX ya gozaba de reconocimiento 
y protección normativa. 
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Estos lineamientos solo se abrirían espacio en la rama judicial durante los primeros 
años de la constitución política de 1886, impulsada por el movimiento de la 
regeneración a finales del siglo XIX anterior a la guerra civil de los mil días. Para 
empezar la constitución política de 1886 refundo la institucionalidad colombiana desde 
sus bases administrativas, políticas y judiciales, hay que recordar que desde 1863 el 
país estaba gobernado por un régimen federalista, liderado por los Radicales,49  
ocasionando una crisis institucional y de gobernabilidad en el país, el movimiento 
radical perduro hegemónicamente hasta la constitución de 1886. 
 
La nueva carta política instauro un sistema que remplazaría la pluralidad administrativa 
y política, la organización territorial dejo de estar conformada por Estados federales 
para dar paso a los  departamentos como el sistema francés, además se concentraron 
las fuerzas armadas, desapareció la libertad de culto y las facultades de las ramas 
ejecutiva  y judicial se fortalecieron, Colombia obtiene un poder ejecutivo centralista y 
un sistema de leyes único y operativo en todos los rincones del país.50 
 
Con el surgimiento del nuevo sistema los legisladores desarrollarían una aproximación  
al Precedente judicial en el ordenamiento jurídico colombiano, a través de la Ley 61 de 
1886 el Congreso determino la función del recurso de casación como unificador de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, e introdujo el concepto de doctrina 
legal, resultado de la influencia jurídica europea en los doctrinantes nacionales.51 
 
De acuerdo con el artículo 37 de la Ley 61 las causales para interponer el recurso de 
casación eran tres, que la sentencia impugnada fuera contraria al derecho sustantivo, 
contrario a la doctrina legal, y estar fundada en una interpretación equivocada del 
derecho sustantivo o la doctrina legal52:   ―Artículo 37 Son causales de nulidad, para el 
efecto de interponer recurso de casación, los hechos siguientes: 1. Ser la sentencia, en 
su parte dispositiva, violatoria de ley sustantiva o de doctrina legal o fundarse en una 
interpretación errónea de la una o de la otra‖. 
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El legislador nacional introdujo la definición de doctrina legal en el ordenamiento 
nacional: artículo 39: Es doctrina legal la interpretación que la Corte Suprema de 
Justicia a unas mismas leyes en tres decisiones uniformes. También constituyen 
doctrina legal las declaraciones que la misma Corte Suprema de Justicia haga, en tres 
decisiones uniformes, para llenar los vacíos que ocurran, es decir, en fuerza de la 
necesidad de que una cuestión dada no quede sin resolver por no existir leyes 
apropiadas al caso.‖53 
 
Sin embargo, la regulación sobre el Precedente judicial en la nueva República no se 
detuvo aquí, posteriormente a la expedición de la ley 61 el legislativo colombiano 
introdujo dos nuevas leyes que fortalecían el uso del Precedente en la actividad 
jurídica, la 153 de 1887 y la ley 105 de 1890.  
 
De acuerdo con López Medina54 la Ley 153 de 1887 pone fin al régimen de transición 
entre los ordenamientos de los estados federales y la consolidación del nuevo régimen 
jurídico nacional, pues ya existía un nuevo cuerpo de leyes capaz de operar 
completamente en el territorio nacional, así la Ley cumplía con el propósito de 
establecer reglas de validez y aplicación de leyes, pero lo más importante sin duda 
alguna fue establecer la disciplina jurisprudencial como regla hermenéutica para los 
jueces cuando se enfrenten a casos dudosos.   
 
A continuación el legislativo a través de la Ley 105 de 1890 redujo a dos el número de 
sentencias que constituían doctrina legal, manteniendo a su vez como causal para 
invocar el recurso de casación la vulneración de la Ley sustantiva y la doctrina legal, 
estableciendo un uso rígido del uso de la jurisprudencia, obligando a la Corte Suprema 
de Justicia a expresarse de una manera más clara y precisa.55 
 
Los nuevos mecanismos introducidos por el cuerpo legislativo desencadenarían de 
acuerdo con Diego López56  en una serie de críticas por parte la Corte Suprema de 
Justicia contra la doctrina legal, en sus informes al Congreso de 1892 la Corte Suprema 
de Justicia relataba los inconvenientes que traía a la cultura jurídica del país las 
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imposiciones legislativas de convertir las decisiones de la Corte Suprema de Justicia  
en reglas de derecho.  
 
Primero que todo para la Corte Suprema de Justicia había confusión para identificar los 
criterios de la ratio decidendi de sus fallos, además consideraba que las imposiciones   
legales alejaban el recurso de casación de sus propósitos iniciales, el debate de las 
leyes y doctrinas aplicadas a casos particulares, seguido a esto la Corte Suprema de 
Justicia considero que con la doctrina legal estaba asumiendo funciones legislativas y 
que la misma estaba debilitando los criterios utilizados por los magistrados en sus 
fallos, criterios que por lo general servían de guía para abogados jueces y tribunales.57  
 
En su lugar la Corte Suprema de Justicia concebía al Precedente judicial y la doctrina 
legal como una figura en la cual se debían estudiar con detenimiento los argumentos 
utilizados para resolver los procesos y desde allí perfeccionar el derecho, además la 
normatividad sobre la doctrina legal obligaba a los jueces de menor instancia a 
relacionar las reglas generales de la sentencia y no la ratio decidendi, el inconveniente 
para la Corte Suprema de Justicia también era funcional, pues la leyes 153 de 1887 
congelaba apresuradamente la jurisprudencia, impidiendo a la joven Corte Suprema de 
Justicia desarrollar una adecuada y eficiente evolución jurisprudencial.58        
 
Las críticas de la Corte Suprema de Justicia contra la doctrina legal fueron acogidas 
por el Congreso de la Republica, por medio de la Ley 100 de 1892 fue derogada la 
obligación de dar fuerza cuasi legislativa de las reglas jurisprudenciales de las 
sentencias de casación. Sin embargo para 1894 en un nuevo escrito al Congreso la 
Corte Suprema sostuvo sus críticas  a la doctrina legal, e invito al Congreso a derogar 
las normas que facultaban la procedencia del recurso de casación por omitir la doctrina 
legal, por considerar estas normas inconvenientes ante la opinión pública, estas 
observaciones fueron recibidas por el Legislativo, dando como resultado el nacimiento 
de la doctrina probable alrededor de 1896.59 
 
Los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia tendrían valiosos resultados para la 
misma, el Legislador por medio de la Ley 169 de 1896 reformo el recurso de casación e 
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introdujo la regla de la doctrina probable, las reformas eliminaron la vulneración de la 
doctrina legal como causal para invocar el recurso, para luego dar paso a la regla 
jurisprudencial de la doctrina probable, Artículo 4o. Tres decisiones uniformes dadas 
por la Corte Suprema de Justicia como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de 
Derecho constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos 
análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores. 60 
 
Con esta nueva regla jurisprudencial la Corte Suprema de Justicia quedaba facultada 
para cambiar su jurisprudencia cuando esta resultara errónea, además los jueces y 
tribunales de menor jerarquía tenían la posibilidad de utilizar la doctrina probable en el 
ejercicio de sus funciones legales pero no de una forma coercitiva sino por el contrario 
como una fuente formal del derecho.61   
 
Esto equivale a suprimir en absoluto el sistema de la doctrina legal, restableciendo la libertad para 




Los antecedente del Precedente Judicial en Colombia se encuentran en Europa, donde 
la codificación resulto incompleta para la resolución de procesos judiciales, esto abrió la 
puerta para que algunos doctrinantes apostaran por el uso de la jurisprudencia como 
regla de derecho, estas teorías tuvieron acogida en la academia nacional, con los 
avances legislativos el Precedente se impuso como doctrina legal para los jueces y 
tribunales, lo cual  consterno a la Corte Suprema de Justicia , la cual mediante escritos 
al Congreso expreso su crítica  en contra de esta doctrina, cimentando el desarrollo de 
la doctrina probable, la cual ha imperado en el ordenamiento jurídico colombiano hasta 
la actualidad.   
 
En 1991 después del nacimiento de una nueva constitución y de modernizar la 
institucionalidad Colombiana otorgando a la Nación un Estado Social de derecho se 
deslumbro en el horizonte una nueva era para que el debate sobre el uso de la 
jurisprudencia como regla de derecho,  el debate se extendió hasta el órgano 
Legislativo, la pugna a través de sentencias y leyes, se concentró en las primeras 
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etapas de la Corte Constitucional, la máxima innovación jurídica de la naciente carta 
política nacional.63  
 
Durante  1993 mediante la sentencia C-113 de 1993 MP (Arango Mejía) la Corte 
Constitucional confirmo que su jurisprudencia solo tenía efecto inter partes  otorgándole 
un carácter de fuente auxiliar a la jurisprudencia, en ejercicio de sus funciones la Corte 
Constitucional  realizo un estudio sobre los incisos del artículo 21 del decreto 2067 del 
91 (un intento del ejecutivo para impulsar el valor de la jurisprudencia en el 
ordenamiento jurídico nacional) en el Tribunal determino no otorgaba un valor 
obligatorio a todas la jurisprudencia proferidas por la Corte Constitucional, sino 
únicamente aquellas proferidas en relación al control de constitucionalidad, en 
conclusión para la Corte Constitucional este decreto solo regulaba los parámetros 
otorgados por la constitución  a la Corte Constitucional  en  el artículo 243.64 
 
Más adelante en la misma sentencia seria declarada inexequible la expresión 
―obligatoria”, del artículo 23 del decreto 2067 de 1991; ―Artículo 23. La doctrina 
constitucional enunciada en las sentencias de la Corte Constitucional, mientras no sea 
modificada por ésta, será criterio auxiliar obligatorio para las autoridades y corrige la 
jurisprudencia‖ 
 
En esa línea López Medina65,  expone los argumentos  de la Corte Constitucional, pues  
únicamente los fallos de control de Constitucionalidad previstos en la Constitución 
gozan de carácter obligatorio, pues se entiende que cuando una norma es declarada 
inexequible esta norma desaparece del ordenamiento jurídico, obligando a los 
operadores a renunciar a la misma, por su parte las sentencias corrientes como por 
ejemplo las proferidas por acción de tutela otorgan efectos inter partes, es decir sus 
efectos se limitan únicamente  a las partes que acudieron a la jurisdicción 
constitucional, por lo tanto en criterio de los magistrados conservadores de la Corte 
Constitucional la obligatoriedad de la Jurisprudencia Constitucional solo debe ser 
observada desde el control abstracto de Constitucionalidad.       
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Más adelante y a través del Decreto 2591 de 1991 el Ejecutivo sepulto sus impulsos 
por reformar la cultura y sistema jurídico del país Fortaleciendo la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, de acuerdo con el Artículo 36 del presente decreto los fallos por 
revisión de tutela solo tenían efectos Inter partes, alineando la posición del Gobierno 
con los críticos del Precedente Jurisprudencial como regla de Derecho:  
 
Articulo 36.-Efectos de la revisión. Las sentencias en que se revise una decisión de 
tutela sólo surtirán efectos en el caso concreto y deberán ser comunicadas 
inmediatamente al juez o tribunal competente de primera instancia, el cual notificará la 
sentencia de la Corte a las partes y adoptará las decisiones necesarias para adecuar su 
fallo a lo dispuesto por ésta. (1991).66  
 
La primera etapa de la confrontación entre neo constitucionalistas y formalistas 
finalizaría por una marcada línea con la defensa de las fuentes tradicionales del 
Derecho, en especial con el Sistema legalista y la potestad del Legislativo como el 
órgano ineludible creador del derecho, sin embargo y a partir de 1995 el pulso se 
quedaría a favor de los Reformistas.   
  
Por medio de las Sentencia C-083 de 1995 (MP Gaviria Díaz) la Corte Constitucional 
evaluaría la Constitucionalidad del Artículo 8 de la Ley 153 de 1887, pilar de la 
interpretación de las Leyes expedidas por el Congreso de la Republica, la Corte 
Constitucional se cuestionaba si la Doctrina Constitucional y la Jurisprudencia tenía 
fuerza obligatoria bajo el amparo de la Constitución de 1991. Para comenzar la Corte 
Constitucional define la Doctrina Constitucional como un elemento utilizado por los 
jueces para resolver los vacíos normativos, aplicando de manera directa la propia 
Constitución, sistema que se encuentra alineado con el sistema de fuentes 
tradicionales de derecho, por lo que las Sentencias de la Corte Constitucional no toman 
fuerza como  reglas de derecho, siendo la gran diferencia con la Jurisprudencia.67  
 
Es necesario distinguir la función integradora que cumple la doctrina constitucional, en virtud 
del artículo 8°, cuya constitucionalidad se examina, de la función interpretativa que le 
atribuye el artículo 4° de la misma ley, al disponer:  "Los principios del Derecho natural y las 
reglas de la jurisprudencia servirán para ilustrar la Constitución en casos dudosos. La 
doctrina constitucional es, a su vez, norma para interpretar las leyes" (Subraya la Corte). 
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La disposición transcrita corrobora, además, la distinción que atrás queda hecha entre 
doctrina constitucional y jurisprudencia. Es apenas lógico que si el juez tiene dudas sobre la 
constitucionalidad de la ley, el criterio del intérprete supremo de la Carta deba guiar su 
decisión. Es claro eso sí que, salvo las decisiones que hacen tránsito a la cosa juzgada, las 
interpretaciones de la Corte constituyen para el fallador valiosa pauta auxiliar, pero en modo 




El otro punto importante y rescatable de la Sentencia C- 083 de 1995 (MP Carlos 
Gaviria Díaz) fue la definición de la Doctrina Constitucional interpretativa de la Corte 
Constitucional,  de acuerdo con los parámetros de la misma  la doctrina Constitucional 
interpretativa es aquella por medio de la cual los Jueces de la Republica resuelven 
casos dudosos utilizando los principios del derecho natural y las reglas de la 
jurisprudencia,  sin embargo para la Corte Constitucional la doctrina interpretativa no 
alcanza a convertirse en una  fuente obligatoria para la actividad judicial.69 La 
jurisprudencia así es una mera fuente auxiliar para la actividad de los jueces, la cual 
funciona como guía, sin embargo no es fiable que los jueces se aparten de fallos 
anteriores emitidos por ellos mismos o por los superiores jerárquicos.70  
 
López Medina71,  continua citando los postulados de la Cote Constitucional que 
mediante la sentencia T-123 de 1995 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz)  la Corte 
Constitucional introdujo nuevos conceptos y transformaciones y se apartó de los 
postulados de la Sentencia C-083 del mismo año, de acuerdo con la ponencia de 
Cifuentes solo las Jurisprudencia de la Corte Constitucional gozaban de carácter 
obligatorio, además la Corte Constitucional procuro darle un valor extra a la 
Jurisprudencia de las Altas Cortes, para la ponencia la unificación doctrinal fomenta un 
sistema útil para defender el principio de la igualdad,  por lo tanto si un juez se apartaba 
del Precedente de las Altas Cortes de forma indiscriminada estaría vulnerado el 
principio de igualdad, estos postulados estaban destinados a imponer un sistema de 
disciplina jurisprudencial,  acudiendo a los materiales del derecho vigente el cual se 
integra con las fuentes formales de derecho la Ley y la Constitución.    
Citando a la Corte Constitucional: 
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Cuando el término de comparación no está dado por los propios Precedentes del juez sino 
por el de otros despachos judiciales, el principio de independencia judicial no necesita ser 
contrastado con el de igualdad. El juez, vinculado tan sólo al imperio de la ley (CP art. 230), 
es enteramente libre e independiente de obrar de conformidad con su criterio. Sin embargo, 
un caso especial se presenta cuando el término de comparación está constituido por una 
sentencia judicial proferida por un órgano judicial  colocado en el vértice de la administración 
de justicia cuya función sea unificar, en su campo, la jurisprudencia nacional. Si bien sólo la 
doctrina constitucional de la Corte Constitucional tiene el carácter de fuente obligatoria 
(Corte Constitucional, sentencia C-.083 de 1995, MP Dr. Carlos Gaviria Díaz), es importante 
considerar que a través de la jurisprudencia - criterio auxiliar de la actividad judicial - de los 
altos órganos jurisdiccionales, por la vía de la unificación doctrinal, se realiza el principio de 
igualdad. Luego, sin perjuicio de que esta jurisprudencia conserve su atributo de criterio 
auxiliar, es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que 
los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea 
jurisprudencial trazada por las altas Cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de 
manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el 
principio de igualdad (CP art. 13). A través de los recursos que se contemplan en cada 




Continuando con el relato e López Medina73  en los postulados de la Sentencia T-260 
de 1995 (MP José Gregorio Hernández) los reformistas reafirmaron la fuerza vinculante 
de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, de acuerdo con la ponencia bajo el 
principio de la autonomía Judicial los criterios pueden ser difusos en los procesos por la 
defensa de los derechos fundamentales, por lo que la Jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sin ser obligatoria  dicta las pautas y alcances de la normatividad 
indicadas para la adecuada defensa de estos derechos, por lo que los operadores 
jurídicos al apartarse de la doctrina de la Corte Constitucional el órgano encargado de 
fijar el alcance de los mandatos constitucionales  estarían vulnerando la propia 
Constitución. 
 
El activismo de la Corte Constitucional tuvo una respuesta inmediata del Congreso de 
la Republica, en 1996 por medio de la Ley estatutaria de administración de Justicia 
(LEAJ), Ley 270 de 1996, el Legislativo intento una vez más menoscabar el valor de la 
Jurisprudencia alineando el sistema jurídico con las fuentes tradicionales del derecho, a 
través del artículo 48 de la presente Ley, se determinó que la única interpretación 
obligatoria para la actividad judicial era la realizada por el Congreso dejando la ratio 
decidendi de las sentencias de revisión de control de constitucionalidad como criterio 
auxiliar,  determinando que las decisiones emitidas por acción de tutela gozaban de 
carácter obligatorio para las partes del conflicto, está Ley fue estudiada por la Corte 
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Constitucional, a través de la sentencia C-037 de 1996 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) 
se determinó como inconstitucional determinar la interpretación del Congreso de la 
Republica como obligatoria,  pues la potestad de interpretar y determinar los alcances 
de la carta fundamental solo le corresponden a la Corte Constitucional.74  
 
La jurisprudencia -como se verá más adelante- ha sido clara en definir que la labor de la 
Corte Constitucional, encaminada a guardar la supremacía y la integridad de la Carta (Art. 
241 C.P.), hace que ella sea la responsable de interpretar con autoridad y de definir los 
alcances de los preceptos contenidos en la Ley Fundamental. En ese orden de ideas, 
resulta abiertamente inconstitucional el pretender, como lo hace la norma que se estudia, 
que sólo el Congreso de la República interpreta por vía de autoridad. Ello es válido, y así lo 
define el artículo 150-1 de la Carta, únicamente en lo que se relaciona con la ley, pero no en 




La ponencia  de Vladimiro Naranjo además determino que únicamente la parte motiva 
que guarda relación con la parte resolutiva de las sentencias gozaban de fuerza 
vinculante, finalmente en la Sentencia C-037 de 1996 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) se 
declaró la exequibilidad condicionada del inciso segundo del Artículo 48 de la presente 
ley, declarando inexequibles las palabras solo y el Congreso de la Republica.76 
 
Posteriormente en el Periodo comprendido entre 1997 y 1999 y atraves de las 
sentencia  T-175 de 1997 (MP José Gregorio Hernández Galindo) y apoyándose en las 
sentencias C-083 de 1995, C-037 de 1996  realiza un estudio sobre 253 decisiones de 
tutela de un grupo de funcionarios de la rama judicial que habían cotizado en el 
régimen de pensiones publico consideraban que recibían un trato injusto en relación 
con algunos sus compañeros que cotizaron en los fondos privados, pues a estos 
últimos los fondos particulares les realizaban la liquidación de pensión de forma eficaz, 
así que la Corte Constitucional acudió a la Sentencia T-418 de 1996, la cual compartía 
similitudes análogas con el caso en estudio, declarando a este fallo como Precedente 
amparada en el principio de igualdad .77 
Es claro que, en tratándose de preceptos constitucionales como el del artículo 13, que 
consagra el derecho a la igualdad -en el que se fundó la Sentencia T-418 de 1996, que ha 
debido servir de guía a los jueces de instancia en los casos materia de revisión-, la doctrina 
constitucional ha sido abundante y siempre reiterada, en el sentido de que las hipótesis 
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iguales deben ser tratadas de la misma manera, mientras que las diversas justifican y aun 




Mediante la Sentencia T-418 del 9 de septiembre de 1996, la Corte Constitucional reiteró los 
alcances del derecho fundamental a la igualdad y sentó doctrina en el sentido de que, con 
arreglo a él, el Estado no puede discriminar entre los trabajadores, por razón del régimen 
prestacional al que se acojan, para atender con prontitud de días las solicitudes de unos y 
demorar por años las de otros, cuando ellas recaen sobre objetos iguales, que en el caso 
entonces considerado era el pago de cesantías parciales, una vez cumplidos los requisitos 




Finalizado el estudio la Corte Constitucional encontró que de los 253 casos bajo 
estudio 244 habían vulnerado el Precedente de la sentencia T-418; entre los 
responsables se encontraban tres salas de la Corte Suprema de Justicia, Tribunales 
Superiores y administrativos, secciones del Consejo de Estado y jueces de menor 
jerarquía, pues de acuerdo con López Medina80, pese a que la doctrina reformista se 
estaba consolidando el choque entre las  Teorías y culturas jurídicas dominantes se 
volvía evidente, los Jueces y Tribunales se apegaban a la teoría tradicional que 
concebía a la Jurisprudencia como criterio auxiliar,  amparándose además al principio 
de la  autonomía judicial, esta sentencia revelaba el momento histórico en que la 
comunidad  jurídica nacional se dividida entre el sistema de fuentes tradicionales y el 
desarrollo de un sistema de Disciplina Jurisprudencial.   
 
En los años 1999 y 2000 finalmente la Corte Constitucional  ratificaría la línea 
reformista que buscaba dar fuerza al Precedente, imponiendo además sobre las 
interpretaciones de las otras Cortes colombianas, por medio de las sentencias de 
unificación SU-640 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz) y SU-168 de 1999 
(Eduardo Cifuentes Muñoz) la Corte Constitucional advierte al Consejo de Estado que 
desligarse de la Jurisprudencia constitucional constituía vía de hecho por violar cosa 
juzgada constitucional. Para la Corte Constitucional la obligatoriedad y la fuerza de los 
fallos que profiere se encuentra legitimada en la propia constitución pues estos no son 
externos, ajenos a la Carta política: ―la interpretación que lleva a cabo la Corte no es 
externa al texto de la Carta, como que está demanda de la misma para poder 
actualizarse en el espacio y en los tiempos históricos. Las sentencias de la Corte 
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Constitucional, en este sentido, por ministerio de la propia constitución, son fuentes 
obligatorias para discernir cabalmente su sentido”. 81    
 
Los antecedentes en la etapa de La década de los 90 centraron el debate entre 
reformistas y tradicionalistas sobre el valor que la Jurisprudencia de las altas Cortes en 
el sistema jurídico colombiano, inicialmente los magistrados de la Corte Constitucional  
se alinearon con la defensa de las fuentes tradicionales la Constitución y la Ley, a partir 
de la mitad de la década los postulados de la  Corte Constitucional se irían 
transformándose para introducir la disciplina jurisprudencial,  del Legislativo surgirían 
postulados legales que centraban la interpretación de la Constitución en poder del 
Senado, para finalmente terminar con una Corte Constitucional que otorgaba  a sus 
fallos un criterio vinculante dentro del sistema de fuentes del Derecho.  
 
 
 1.3 Teoría del Precedente Judicial en el Derecho en Colombia 
 
Para entender mejor el funcionamiento del Precedente judicial, es necesario realizar 
una descripción dogmática la cual consistirá en los componentes de una sentencia de 
los órganos de cierre y sus características. 
 
Primero la Jurisprudencia se puede entender de acuerdo con Monroy Cabra82 en tres 
sentidos, como sinónimo de ciencia del Derecho, como un grupo  de fallos dictados por 
los jueces en diferentes Jurisdicciones, y como un conjunto de Sentencias dictadas 
sobre un mismo punto de Derecho. 
 
Según lo expresado por domingo García Belaunde83, las sentencias constitucionales, 
como es obvio advertirlo, es un género de sentencias. Esto es, son tan sentencias 
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como las obras y tienen o deben tener la misma estructura. Sin embargo, la temática 
de estas sentencias tiene algo especial pues no se dirigen para satisfacer un interés 
privado o de beneficio de un grupo, sino que persigue cautelar los valores que persigue 
una sociedad determinada. 
 
Las sentencias se componen de Ratio decidendi y Obiter Dicta, la primera se puede 
definir como la regla establecida en la sentencia para el órgano de cierre la cual 
resuelve el problema jurídico presentado en los hechos, de la cual se distingue las 
características de un mandato es decir u enunciado normativo el cual manda, permite o 
prohíbe, una acción u omisión,  según Quinche Ramírez84, la Sentencia SU 047 de1999 
(Carlos Gaviria Díaz Alejandro Martínez Caballero) ―la ratio decidendi es la formulación 
general más allá de las particularidades más relevantes del caso, del principio, regla o 
razón general, constituyen la base de la decisión judicial especifica. Es si se quiere el 
fundamento normativo directo de la parte resolutiva‖    
 
Existen unos Criterios para identificar la ratio decidendi de las sentencias, Conforme a 
la Jurisprudencia de la misma Corte Constitucional se pueden identificar los criterios 
para hallar las reglas de derecho o Ratio decidendi de las sentencias de proferidas por 
la Corte Constitucional: 
 
La sola ratio constituye en sí misma una regla con un grado de especificidad suficientemente 
claro, que permite resolver efectivamente si la norma juzgada se ajusta o no a la Constitución. 
Lo que resulte ajeno a esa identificación inmediata, no debe ser considerado como ratio del 
fallo;   
ii) la ratio es asimilable al contenido de regla que implica, en sí misma, una autorización, una 
prohibición o una orden derivada de la Constitución; y  
iii) la ratio generalmente responde al problema jurídico que se plantea en el caso, y se enuncia 
como una regla jurisprudencial que fija el sentido de la norma constitucional, en la cual se basó 




La segunda es conocida como  Obiter dicta, que son aquellas reflexiones y dichos de 
paso que sirven para motivar la Ratio Decidendi, los cuales no gozan de carácter 
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vinculante debido a que son meras reflexiones jurídicas que sirven de sustento de la 
regla.86 
 
Es acertado hacer un acercamiento teórico sobre la modulación de los fallos de la 
Corte Constitucional ya que debido al efecto que tienen los mismo, se entiende su 
vinculación con las demás ramas de Poder, Instituciones Públicas, como de la 
ciudadanía en general: 
 
Continuando con García Belaunde87, este expone un conjunto de definiciones de  
sentencias constitucionales, de diferentes autores, de acuerdo con esta línea doctrinal 
la temática de este tipo de sentencias tiene algo especial pues no se dirigen para 
satisfacer un interés privado o de beneficio de un grupo, sino que persigue cautelar los 
valores que persigue una sociedad determinada como los derechos fundamentales. 
 
Las sentencias en forma general operadas por los tribunales constitucionales son las 
sentencias aditivas, sustitutivas, sentencias exhortivas, con efectos retroactivos y 
sentencias de constitucionalidad temporal, complementadas por las sentencias 
fundadoras de línea. Estas son las sentencias que fueron proferidas por la Corte 
constitucional colombiana en su primera etapa, entre 1992 y 1994, estas sentencias se 
caracterizan por ser pioneras en el estudio y la interpretación de los principios y 
fundamentos del constitucionalismo contemporáneo recién llegado a la actividad 
jurídica nacional; también estas sentencias se caracterizan por alcanzar hitos sociales 
ausentes en la sociedad colombiana.88    
 
Finalmente en esta clasificación general se hacen presentes las sentencias que 
resuelven las omisiones legislativas sucede cuando el Congreso, Senado, o 
Parlamento expide una ley de manera ineficiente dejando a grupos sociales o 
económicos por fuera de la regulación pudiendo recaer en una inconstitucionalidad que 
puede vulnerar los derechos fundamentales  de los mismos,  en esta materia la Corte 
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Constitucional colombiana es una de las más activas, desde 1996 los magistrados de la 
Corte Constitucional se han expresado y definido que es la omisión legislativa: 




Ahora existe la necesidad de señalar las características de las sentencias tipo SU, 
sentencias de unificación, las cuales cumplen tres propósitos en la actividad judicial: 1. 
asegurar la unidad de la normatividad colombiana, 2. Unificar la jurisprudencia proferida 
por la Corte Constitucional, 3. convertir esa jurisprudencia en el referente primario para 
la interpretación jurídica de las autoridades públicas. 90 
 
La siguiente categoría son las sentencias que resuelven controversias sobre el mínimo 
vital, estas sentencias resuelven una acción de tutela interpuesta por un individuo en 
estado de necesidad que acude a este recurso legal para exigir el cumplimiento por 
parte del Estado de un derecho del cual ya es titular gracias a un título otorgado, y son 
este tipo de sentencias las que mejor exponen los nuevos rasgos del 
constitucionalismo en el derecho, pues los jueces ya no se pueden atar al principio de 
legalidad para limitarse en el reconocimiento de los derechos de los ciudadanos que 
acuden a la jurisdicción.91 
 
Sentencias de Constitucionalidad condicionada: Las sentencias que declaran la 
constitucionalidad de una norma pueden condicionar su existencia dependiendo de una 
condición hermenéutica o interpretativa, es decir se entiende que se acepta la 
constitucionalidad de una norma dependiendo de la interpretación hecha por los jueces 
de menor jerarquía, en términos generales seria acertada la aplicación de la norma en 
concordancia con la interpretación que acepta la Corte Constitucional.  Ya que una 
interpretación distinta puede generar la violación de algún derecho, debido  a la 
ambigüedad del lenguaje.92   
 
                                                          
89
 Colombia. Corte constitucional. Sentencia C- 543 de 1996. MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
90
 OLANO GARCIA. Ob. Cit. p.23.  
91
 Ibíd., p.25.  
92
 QUINCHE RAMÍREZ. Manuel. Derecho constitucional colombiano. De la carta de 1991 y sus reformas. Bogotá 
D.C. Editorial Ibáñez. 2008. p. 564.   
42 
 
Sentencias integradoras o aditivas: Son fallos en los cuales la Corte Constitucional 
cuando se demanda la constitucionalidad de una demanda, integra en su decisión o 
adiciona otra norma no demandada para efectos para mantener la constitucionalidad.93 
 
Efectos de las Sentencias de la Corte Constitucional: El efecto erga omnes se 
presenta en las sentencias de control constitucionalidad abstracta, debido a que las 
normas o leyes demandadas tienen un efecto general, esto afecta el sistema jurídico y 
por ende su carácter debe ser general.  
Por otra parte, el efecto inter partes se ha definido como el efecto que tiene la 
sentencia sobre las partes en conflicto, este se puede presentar en las sentencias de 
Tutela, puesto que lo que se demanda un derecho particular y no una norma general. 94       
 
  
Para complementar la dogmática que envuelve el Precedente judicial Quinche Ramírez 
lo clasifica de cuatro maneras distintas:   
 
 Precedente aplicable  
 Precedente horizontal 
 Precedente vertical 
 Precedente uniforme 95 
 
Al primero lo define como aquel útil y aplicable al caso a resolver, el segundo son las 
decisiones anteriores a las cuales los jueces o tribunales deben estar sujetos para la 
resolución de nuevos procesos bajo su jurisdicción; el tercer Precedente hace 
referencia la sometimiento de los jueces y tribunales de menor jerarquía a las 
decisiones de las  altas Cortes (Consejo de Estado y Corte Suprema de Justicia en 
el caso colombiano) y Tribunal Constitucional y por ultimo al Precedente uniforme lo 
define como el ejercicio de aplicar el mismo Precedente judicial a los casos o 
procesos que representen similitudes fácticas.96 
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En cuanto a la aplicabilidad del Precedente a nuevos casos Quinche Ramírez hace 
un recuento en el modo y fines que persigue el uso del Precedente, primero define 
las situaciones en las que un Precedente judicial debe ser utilizado en el nuevo 
proceso, primero deben existir similitudes fácticas, una consecuencia jurídica que 
sea consecuente con el caso en seguimiento y que dichas providencias sigan 





a) la existencia de una semejanza entre los hechos relevantes característicos 
de los dos casos, al anterior y el que se va a decidir 
b) si la consecuencia jurídica aplicada en el caso anterior resulta adecuada 
para el nuevo caso que examina 
c)  si la regla fijada en el pronunciamiento anterior ha cambiado o evolucionado, 





Para definir la estructura y  los componentes de los fallos de los órganos de cierre, de 
los tribunales y jueces ordinarios, es obligatorio relacionar el sistema de Precedente 
jurisprudencial en Colombia, de acuerdo con la Sentencia C-836 de 2001(MP Rodrigo 
Escobar Gil) en el sistema judicial los jueces de jerarquía inferior deben argumentar sus 
fallos de acuerdo con los fallos dictados por los jueces superiores, en especial los fallos 
de las tres Cortes que compartan similitudes análogas con el proceso bajo su 
jurisdicción, sistema conocido como el Precedente vertical, y el otro modus operando 
del Precedente jurisprudencial consiste en un respeto de los fallos proferidos por la 
Corte Constitucional por parte de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, 
el denominado Precedente horizontal. 
 
Para estructurar el Precedente vertical es necesario remitirnos a los antecedentes 
jurisprudenciales, en la sentencia C-083 (MP Carlos Gaviria Díaz)99,  la Corte 
Constitucional definió las doctrinas constitucionales integradoras e interpretativas,  la 
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primera consiste en aplicar la constitución en situaciones donde exista vacíos legales, 
mientras tanto la doctrina interpretativa funciona como elemento de interpretación en 
casos dudosos amparada por la Ley 153 de 1887, pero es la Doctrina integradora que 
la comenzó a otorgar un papel más importante para las decisiones judiciales en el 
sistema jurídico,100   
 
Parece razonable, entonces, que, al señalar a las normas constitucionales como fundamento de 
los fallos, a falta de ley, se agregue una cualificación adicional, consistente en que el sentido de 
dichas normas, su alcance y pertinencia, hayan sido fijados por quien haga las veces de 
intérprete autorizado de la Constitución. Que, de ese modo, la aplicación de las normas 
superiores esté tamizada por la elaboración doctrinaria que de ellas haya hecho su intérprete 




Las palabras en negrilla demuestran la tendencia reformista que dentro del Tribunal 
tenía como propósito de otorgarle un mayor grado de importancia a la jurisprudencia en 
contraposición a los mandatos de la Constituyente, Sin embargo, esto a ojos de la 
Corte Constitucional no constituye una suplantación de las fuentes del derecho en el 
país, por el contrario, esta doctrina se encuentra alienada en el sistema tradicional: 
 
Pero como la Constitución es derecho legislado por excelencia, quien aplica la Constitución 
aplica la ley, en su expresión más primigenia y genuina. Es preciso aclarar que no es la 




En la Sentencia T-123 de 1995 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz) con la ponencia se 
procuro establecer la Jurisprudencia de los altos tribunales con el propósito de alcanzar 
la realización del principio de igualdad, aunque esto sea contraproducente para el 
principio de la autonomía judicial por lo tanto en el criterio de la Corte Constitucional se 
debe armonizar los dos principios, para evitar el una administración de justicia 
desigualitaria:103  
 
Es evidente que, si el principio de independencia judicial se interpreta de manera absoluta, 
se termina por restar toda eficacia al principio de igualdad. En la aplicación de la ley, los 
jueces podrían a su amaño resolver las controversias que se debaten en los procesos. En esta 
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hipótesis no se podría objetar el hecho de que simultáneamente el juez, enfrentado a dos 
situaciones sustancialmente idénticas, fallase de distinta manera.
104
    
 
La respuesta de la Corte constitucional a este choque de principios fue fortalecer la 
jurisprudencia de las altas Cortes, con el objetivo de obtener un sistema de disciplina 
jurisprudencial para alcanzar la realización del principio de igualdad sin vulnerar la 
autonomía de los jueces; 
 
El juez, vinculado tan sólo al imperio de la ley (CP art. 230), es enteramente libre e 
independiente de obrar de conformidad con su criterio. Sin embargo, un caso especial se 
presenta cuando el término de comparación está constituido por una sentencia judicial proferida 
por un órgano judicial colocado en el vértice de la administración de justicia cuya función sea 
unificar, en su campo, la jurisprudencia nacional. Si bien sólo la doctrina constitucional de la 
Corte Constitucional tiene el carácter de fuente obligatoria (Corte Constitucional, sentencia C-
.083 de 1995, MP Dr. Carlos Gaviria Díaz), es importante considerar que a través de la 
jurisprudencia - criterio auxiliar de la actividad judicial - de los altos órganos 
jurisdiccionales, por la vía de la unificación doctrinal, se realiza el principio de igualdad. 
Luego, sin perjuicio de que esta jurisprudencia conserve su atributo de criterio auxiliar, es 
razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y 
funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial 
trazada por las altas Cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y 
adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art. 
13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede 




El siguiente referente antes de definir el Precedente vertical y el Precedente horizontal 
es la sentencia T-260 de 1995 con ponencia de José Gregorio Hernández Galindo, este 
fallo dio continuidad a la línea reformista que buscaba fortalecer la decisiones de la 
Corte constitucional en la actividad judicial; de acuerdo con la Corte  Constitucional 
cuando los jueces vulneran u omiten sus decisiones estos no se apartan de una simple 
providencia, se apartan de la Constitución, olvidando que  la interpretación realizada 
por la jurisdicción constitucional es la idónea para entender la carta magna; 
 
Es verdad que, como esta Corporación lo ha sostenido repetidamente, uno de los principios de la 
administración de justicia es el de la autonomía funcional del juez, en el ámbito de sus propias 
competencias (Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-543 del 1 de octubre de 1992), 
pero ella no se confunde con la arbitrariedad del fallador para aplicar los preceptos 
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constitucionales. Si bien la jurisprudencia no es obligatoria (artículo 230 de la Constitución 
Política), las pautas doctrinales trazadas por esta Corte, que tiene a su cargo la guarda de la 
integridad y supremacía de la Carta Política, indican a todos los jueces el sentido y los alcances 
de la normatividad fundamental y a ellas deben atenerse. Cuando la ignoran o contrarían no 
se apartan simplemente de una jurisprudencia -como podría ser la penal, la civil o la 
contenciosa administrativa- sino que violan la Constitución, en cuanto la aplican de manera 
contraria a aquélla en que ha sido entendida por el juez de constitucionalidad a través de la 
doctrina constitucional que le corresponde fijar. Tales son los fundamentos de la revisión 
eventual confiada a la Corte, pues mediante ella, a propósito de casos concretos que constituyen 
ejemplos o paradigmas, la Corporación sienta doctrina sobre la interpretación de las normas 
constitucionales y da desarrollo a los derechos fundamentales y a la acción de tutela como 




Finalmente el ultimo antecedente relevante es la Sentencia de Constitucionalidad 037 
de 1996 (MP Vladimiro Naranjo Mesa), por medio de la cual fueron estudiados el 
artículo 48 de la ley 270 de 1996, por la cual se expidió la Ley estatutaria de la 
administración de justicia, esta fue la respuesta del Legislativo para menoscabar el 
activismo judicial de la Corte Constitucional, de acuerdo con la ponencia,  era la Corte 
Constitucional la encarga de salvaguardar la integridad y supremacía de la Constitución 
Política, en consecuencia es la encarga de definir los alcances de la Constitución 
Colombiana dentro del ordenamiento jurídico  colombiano.107  
 
La Sentencia C-836 del 2001(MP Rodrigo Escobar Gil) introdujo nuevos elementos 
sobre el Precedente jurisprudencial, de acuerdo con los parámetros expuestos por la 
ponencia el Precedente judicial, para los jueces inferiores solo pueden apartarse el 
Precedente de la Corte Suprema de Justicia en las siguientes situaciones: 
 
Primero, un cambio legislativo importante, motivaría el cambio de jurisprudencia: 
En principio, un cambio en la legislación motivaría un cambio de jurisprudencia, pues de no ser 
así, se estaría contraviniendo la voluntad del legislador, y por supuesto, ello implicaría una 
contradicción con el principio de colaboración armónica entre las ramas del poder (artículo 113) y 
vulneraría el principio democrático de soberanía popular (artículos 1º y 3º).
108
    
 
Segundo, la realidad social cambiante hace obsoleto el Precedente judicial: 
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En esa medida, un cambio en la situación social, política o económica podría llevar a que la 
ponderación e interpretación del ordenamiento tal como lo venía haciendo la Corte Suprema, no 
resulten adecuadas para responder a las exigencias sociales.
109
   
 
Tercero, cuando la Corte Suprema de Justicia no haya realizado el ejército 
interpretativo dirigido a unificar su jurisprudencia, con la observación de que los 
jueces deben optar por criterios jurídicos que les permitan fallar en derecho:   
 
Puede ocurrir que haya sentencias en las cuales frente a unos mismo supuestos de hecho 
relevantes, la Corte haya adoptado decisiones contradictorias o que el fundamento de una 
decisión no pueda extractarse con precisión.  En estos casos, por supuesto, compete a la Corte 
Suprema unificar y precisar su propia jurisprudencia.  Ante falta de unidad en la jurisprudencia, 
los jueces deben hacer explícita la diversidad de criterios, y optar por las decisiones que 




Los factores expuestos en palabras de López Medina constituyen un sistema en el 
cual el juez puede realizar ―cambios prospectivos‖, aquí los jueces inferiores puede 
corregir la jurisprudencia con fuertes argumentos, apartándose del ―stare decisis” del 
sistema anglosajón, en donde el Precedente jurisprudencial goza de carácter 
obligatorio para los jueces de menor jerarquía.111    
 
En la definición del  Precedente Horizontal que dio la ponencia la Corte Suprema de 
Justicia queda facultaba a cambiar su jurisprudencia sin la obligatoriedad de que 
medien cambios sociales políticos y económicos,  determinando un grado de 
argumentación muy distinto al  que deben desarrollar los jueces de menor jerarquía 
que ya se citó el acápite anterior.112  Citando a la Corte Constitucional:  
 
La expresión ―erróneas‖ que predica la norma demandada de las decisiones de la Corte 
Suprema puede entenderse de tres maneras diferentes, y cada interpretación da lugar a 
cambios jurisprudenciales por razones distintas: 
En primer lugar, cuando la doctrina, habiendo sido adecuada en una situación social 
determinada, no responda adecuadamente al cambio social posterior.  Como se analizó de 
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manera general en el numeral 18 supra, este tipo de error sobreviniente justifica que la Corte 
cambie su propia jurisprudencia.   
En segundo lugar, la Corte puede considerar que la jurisprudencia resulta errónea, por ser 
contraria a los valores, objetivos, principios y derechos en los que se fundamenta el 
ordenamiento jurídico.  En estos casos también está justificado que la Corte Suprema cambie 
su jurisprudencia para evitar prolongar en el tiempo las injusticias del pasado, haciendo 
explícita tal decisión.   
En tercer lugar, como resulta apenas obvio, por cambios en el ordenamiento jurídico positivo, 




En este orden de ideas y de acuerdo con la propia Corte Constitucional, sentencia C-
634 del 2011(MP Luis Ernesto Vargas Silva), la jurisprudencia que emita este órgano, 
goza de un estado de prevalencia sobre las interpretaciones jurídicas  adelantadas 
por el Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia, al ser una manifestación del 
órgano garante de la Constitución Política.114  
 
Como resultado de la teoría del Precedente, es evidente la existencia de la tensión de 
las dos familias jurídicas que convergen en el contexto colombiano, que han creado 
un nuevo sistema jurídico en relación con las fuentes del derecho mixto, permitiendo 
la convivencia de dos teorías diametralmente opuestas.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior la labor de este documento será la de narrar los 
hechos jurídicos que permitieron la inclusión del Precedente como una figura 
perteneciente a la familia del common law en el sistema jurídico colombiano el cual 
hace parte de la familia del  civil law,  evidenciando el proceso de globalización del 
derecho en el contexto colombiano.  
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Capitulo II – Hitos jurídicos y jurisprudenciales en el desarrollo del Precedente en 
Colombia. 
 
Este capítulo se propone identificar de manera general los hitos jurídicos 
Jurisprudenciales (Precedente) y Legislativos colombianos en la construcción del 
concepto de Precedente Constitucional y Judicial en Colombia en tensión con un 
sistema tradicional de fuentes, para esta labor se reconstruye la línea de tiempo que 
recoge los principales desarrollos del ordenamiento jurídico colombiano frente al 
Precedente durante el periodo de la regeneración desde el año de 1886 hasta la 
actualidad. 
 
En primera medida, referenciar la etapa anterior al desarrollo del Precedente como 
fuente obligatoria, etapa de la Regeneración en el año de 1886; como segundo 
propósito, se analizará el desarrollo del Precedente después de la constitución de 
1991, en el periodo entre 1991- 2001, la tercera etapa comprendida entre los años 
2001-2011 y por  último su desarrollo Legislativo desde el 2010. 
 
Con este ejercicio se evidenciará el cambio de paradigma en el ordenamiento 
colombiano, de pasar de un sistema netamente legalista a uno que reconoce a la Ley y 
al Precedente como fuentes formales del Derecho. 
 
2.1 Primera Etapa (1886 - 1991) – Primeros acercamientos a la disciplina 
jurisprudencial.    
 
Se hace referencia a la etapa anterior a la Constitución de 1991, es decir desde el 
proceso político conocido como la  Regeneración, que inicia desde el año de 1886 con 
la Constitución de ese mismo año, la cual estuvo marcada por la centralización de las 
ramas del poder y se caracterizó por una marcada tendencia legalista, siendo la Ley y 
los Códigos el centro de la actividad judicial.115  En esta etapa se generaron dos hitos 
jurídicos como lo fueron la ley 61 de 1886 y la Ley 169 de 1896. 
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2.1.1 Doctrina legal (1886 - 1896) 
 
En la línea de tiempo del Precedente Jurisprudencial en Colombia es obligatorio 
remitirnos a la Ley 61 de 1886, con esta Ley se determinaron los propósitos del recurso 
de casación, así como también las circunstancias idóneas para interponerlo ante la 
jurisdicción ordinaria, el recurso de casación ―mantendría la función de unificar la 
jurisprudencia‖ y las causales para su uso legal serian la interpretación errónea de la 
Ley o de la doctrina legal: 
 
ARTÍCULO 38. Son causales de nulidad, para el efecto de interponer recurso de 
casación, los hechos siguientes: 
1o. Ser la sentencia, en su parte dispositiva, violatoria de ley sustantiva o de doctrina legal 




Seguido el legislador nacional introdujo el concepto de doctrina legal;  
 
ARTÍCULO 39. Es doctrina legal la interpretación que la Corte Suprema de a unas 
mismas leyes en tres decisiones uniformes. También constituyen doctrina legal las 
declaraciones que la misma Corte haga, en tres decisiones uniformes, para llenar los 
vacíos que ocurran, es decir, en fuerza de la necesidad de que una cuestión dada no 
quede sin resolver por no existir leyes apropiadas al caso. 
 
En estos conceptos cumplían un propósito funcional más que garantista como ocurre 
en la era Constitucional, pues su propósito era obtener un sistema normativo uniforme 
que se alejara de las doctrinas de los sistemas legislativos de la era radical, 
engranados en el sistema político federal.   
 
Más adelante  y de acuerdo con López Medina, el Legislador colombiano expediría las 
Leyes 153 de 1887 y 105 de 1890, obligando a los jueces a seguir la doctrina legal, lo 
que genero dentro de la Corte Suprema de Justicia un distanciamiento hacia la misma, 
en sus informes al Congreso de la Republica de 1892 los magistrados  lanzaron  una 
serie de críticas hacia la doctrina legal.117 Para la Corte Suprema de Justicia con la 
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doctrina legal los propósitos del recurso de casación se veían reducidos; además esta 
doctrina estaba otorgando a la Corte Suprema de Justicia funciones legislativas; para 
finalizar con una postura propia sobre los verdaderos propósitos de la  jurisprudencia, 
los cuales según la Corte Suprema de Justicia eran orientar al juez para desarrollar 
criterios jurídicos propios que sentaran la base para la resolución de casos futuros.118 
 
Estos postulados fueron acogidos por el Legislativo que por medio de la Ley 100 de 
1892 modifico los postulados de la Ley 105 de 1890 suprimiendo la obligación de dar 
carácter legislativo a las jurisprudencias que resolvían recursos de casación. 
Sin embargo años después por medio de la Ley 169 de 1896 se modificaría por 
completo la doctrina legal, siendo suprimida por la doctrina probable.  
 
2.1.2 Doctrina probable (1886) 
Posteriormente  el Congreso de la Republica expediría una de las reglas más claras para la 
interpretación de la Ley en el sistema jurídico colombiano, a través de la Ley 169 de 1896 
en su artículo 4° se estableció un sistema de libre jurisprudencia meramente indicativa.119  
Con la Ley 169 de 1896 el Legislativo redefinió la causal para interponer el recurso de 
casación, introduciendo  además el concepto de la doctrina probable en el 
ordenamiento jurídico: 
 
ARTÍCULO 4o. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de 
Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán 
aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que 




Ahora la Corte Suprema de Justicia podría variar sus fallos, pues los cambios sociales, 
políticos, económicos y normativos podían hacer de la jurisprudencia en un elemento 
inútil para resolver los casos futuros. Por otro lado, los jueces podrían utilizar a voluntad 
propia la doctrina probable para sustentar sus fallos, desarrollando así un ―sistema de 
libre jurisprudencia‖. 121 
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Esto equivale a suprimir en absoluto el sistema de la doctrina legal, restableciendo la libertad para 




Sobre este punto y la calidad de fuente auxiliar y no formal de las decisiones proferidas 
por órganos judiciales vale la pena resaltar los diferentes postulados sobre el mismo; 
de acuerdo con Quinche Ramírez  desde el Órgano Legislador la jurisprudencia y sus 
mandatos han recibido un trato secundario.123 
 
En el Código civil colombiano por ejemplo la jurisprudencia es definida como un 
elemento auxiliar para todos los operadores jurídicos,  afianzando la visión secundaria 
o subsidiaria de las decisiones judiciales dentro del ordenamiento jurídico colombiano:  
  
Artículo 17. Fuerza de las sentencias judiciales. Las sentencias judiciales no tienen fuerza 
obligatoria sino respecto de las causas en que fueron pronunciadas. Es, por tanto, prohibido 
a los jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición general o 
reglamentaria. 
 
Por otra parte la Ley 153 de 1887 también dispone que las decisiones judiciales se 
ubiquen en un marco auxiliar de la actividad judicial, dando carácter obligatorio y 
primario a los mandatos de las Leyes nacionales: 
 
Artículo 8. Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las 
leyes que regulen casos ó materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y 
las reglas generales de derecho. 
 
Siendo uno de los puntos más fuertes del legalismo jurídico en Colombia, de acuerdo 
con lo anterior  las disposiciones legales amparadas por el principio de legalidad 
predisponen que las decisiones judiciales en conjunto solamente gozan de cualidades 
auxiliares y secundarias, ya que las Leyes en sentido abstracto son las únicas que 
pueden fijar las reglas en el derecho,  soportando la carga de las relaciones entre 
particulares y con el Estado, como sucede en los sistemas  jurídicos de la Familia  
Jurídica Romano Germánica, del cual hace parte Colombia. 
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Por lo tanto  durante la primera etapa, el interés por otorgarle fuerza al Precedente 
Jurisprudencial surge con el fin de obtener un sistema jurídico uniforme y concentrado, 
siendo uno de los propósitos del nuevo proyecto Republicano centralista, los nuevos 
conceptos adentraron en el país la doctrina legal, ocasionando al interior de la propia 
Corte Suprema de Justicia un rechazo al uso del Precedente como regla de Derecho, lo 
que forzó al Congreso a reconsiderar el rol de las decisiones judiciales en la actividad 
de la rama judicial.  
 
Lo anterior ocasiono que en el ordenamiento jurídico la concepción de doctrina legal 
fuera desplazada por la doctrina probable, pero la cultura jurídica colombiana no 
permitiría el uso de la doctrina probable cayendo está en desuso para así darle 
importancia solamente al sistema de libre de jurisprudencia, con esto ni los jueces ni 
los tribunales estaban obligados a orientar sus fallos en relación con lo decidido por la 
Corte Suprema de Justicia, nacía así en Colombia un sistema jurídico en el cual las 
reglas prefijadas por la decisiones de los jueces y Tribunales nacionales operaban 
como un instrumento jurídico auxiliar, utilizado solamente en las situaciones en las 
cuales persistiría lagunas jurídicas, perdurando así un sistema legalista  respaldado por 
la vigencia de la Constitución de 1886. Sin embargo  con la Constituyente de 1991 y el 
nacimiento de la Corte Constitucional, el debate sobre la figura del Precedente y su 
influencia dentro de las fuentes del Derecho en Colombia llegaría un nuevo escenario. 
 
 
2.2 Segunda Etapa (1991 - 2001) La  Constitución de 1991 como un paradigma 
para el Precedente.  
 
Así llegaría al contexto nacional la segunda etapa de la jurisprudencia, la cual, 
evolucionaria de manera rápida después de la Constituyente y la trasformación del país 
en un Estado Social de derecho. En este escenario se identifican dos subetapas las 
cuales se caracterizaron por un cambio radical en las posturas de la Corte 
Constitucional, la primera se identificó con el pensamiento tradicional, la cual, 
rechazaría la posibilidad de dotar a la Corte Constitucional de funciones y atributos 
para que sus decisiones se introdujeran en las fuentes del Derecho; en la siguiente 
sub-etapa se evidenciaría un cambio en el ideario de la Corte Constitucional, ya que le 
abriría paso al uso del Precedente al permitir que sus sentencias tuviesen mayor 




2.2.1 Primera Subetapa – Corte Constitucional tradicionalista (1991 - 1995)    
 
En este nuevo contexto  por medio de la sentencia C-113 de 1993 Magistrado Ponente  
Jorge Arango Mejía la Corte Constitucional en ejercicio de sus funciones estudio la 
constitucionalidad del artículo 21 del decreto 2067 de  1991, la Corte Constitucional 
determinó que el inciso primero del presente artículo simplemente regulaba las 
funciones propias de la Corte Constitucional, pues daba carácter obligatorio a las 
sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, como por ejemplo las proferidas por 
control de Constitucionalidad, lo cual ya se sobre entendía conforme a los mandatos 
constitucionales previstos en el artículo 243 en relación con el articulo 241 numeral 4. 
124  
Más adelante la Corte Constitucional prosiguió a responder la cuestión sobre   a quién 
le correspondía fijar el alcance de los fallos proferidos por el Tribunal constitucional en 
Colombia, de acuerdo con la ponencia al no haber fijado unas reglas claras el 
Constituyente sobre este punto, debía ser la propia Corte Constitucional la que 
determinara el alcance y efecto de sus decisiones, citando a la Corte Constitucional 
(Sentencia C-113 de 1993 Magistrado Ponente Jorge Arango Mejía):  
 
Pero, fuera del poder constituyente, ¿a quién corresponde declarar los efectos de los fallos 
de la  Corte Constitucional, efectos que no hacen parte del proceso, sino que se generan 
por la terminación de éste?   Únicamente a la propia Corte Constitucional, ciñéndose, 
como es lógico,  al texto y al espíritu de la Constitución.   Sujeción que implica tener en 
cuenta los fines del derecho objetivo, y de la constitución que es parte de él, que son la  
justicia y la seguridad jurídica.
125
   
 
Además la Corte Constitucional se pronunció sobre la ubicación de los atributos que 
gozaba  dentro del ordenamiento constitucional: 
 
Además, inaceptable sería privar a la Corte Constitucional de la facultad de señalar en sus 
fallos el efecto de éstos, ciñéndose, hay que insistir, estrictamente a la Constitución. E 
inconstitucional hacerlo por mandato de un decreto, norma de inferior jerarquía.  Pues la 
facultad de señalar los efectos de sus propios fallos, de conformidad con la Constitución, 
nace para la Corte Constitucional de la misión que le confía el inciso primero del artículo 
241, de guardar la integridad y supremacía de la Constitución", porque para cumplirla, el 
paso previo e indispensable es la interpretación  que se hace en la sentencia que debe 
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señalar sus propios efectos. En síntesis, entre la Constitución y la Corte Constitucional, 




Posteriormente la Corte Constitucional en un estudio a  los artículos 2 y 23 del Decreto 
2067 de 1991, a través de la sentencia C-131 de 1993 MP Alejandro Martínez 
Caballero, reafirma que las únicas sentencias erga omnes son las que versan sobre 
control de constitucionalidad, en relación con el mandato del artículo 241 de la 
Constitución Política, en esos términos la Corte Constitucional se expresó sobre el 
efecto erga omnes: 
 
La ratio iuris de esta afirmación se encuentra en la fuerza de la cosa juzgada implícita de 
la parte motiva de las sentencias de la Corte Constitucional, que consiste en esta 
Corporación realiza en la parte motiva de sus fallos una confrontación de la norma 
revisada con la totalidad de los preceptos de la Constitución Política, en virtud de la 
guarda de la integridad y supremacía que señala el artículo 241 de la Carta. Tal 
confrontación con toda la preceptiva constitucional no es discrecional sino obligatoria. Al 
realizar tal confrontación la Corte puede arribar a una de estas dos conclusiones: si la 
norma es declarada inexequible, ella desaparece del mundo jurídico, con fuerza de cosa 
juzgada constitucional, como lo señala el artículo 243 superior, y con efecto erga omnes, 
sin importar si los textos que sirvieron de base para tal declaratoria fueron rogados o 
invocados de oficio por la Corporación, porque en ambos casos el resultado es el mismo y 
con el mismo valor. Si la norma es declarada exequible, ello resulta de un exhaustivo 
examen del texto estudiado a la luz de todas y cada una de las normas de la Constitución, 
examen que lógicamente se realiza en la parte motiva de la sentencia y que se traduce 
desde luego en el dispositivo. 
  
Son pues dos los fundamentos de la cosa juzgada implícita: primero, el artículo 241 de la 
Carta le ordena a la Corte Constitucional velar por la guarda y supremacía de la 
Constitución, que es norma normarum, de conformidad con el artículo 4° idem. En ejercicio 
de tal función, la Corte expide fallos con fuerza de cosa juzgada constitucional, al tenor del 
artículo 243 superior. Segundo, dichos fallos son erga omnes, según se desprende del 




En esta sentencia la expresión ―obligatoria” del artículo 23 del decreto 2067 de 1991 
mediante la cual se daba un criterio auxiliar y obligatorio a la doctrina de la Corte 
Constitucional fue declarada inexequible.  
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En este periodo el sistema jurídico colombiano permanece sujeto a un sistema de 
fuentes tradicionales, no se observa un cambio significativo o un pronunciamiento que 
pueda ser visto como un nuevo intento por transformar la noción de la jurisprudencia 
como elemento primario para los jueces en Colombia. Además  se reivindican a través 
de estos fallos las funciones conferidas por el Constituyente a la Corte Constitucional, 
ya que finalmente la presente Corte Constitucional permanecía alejada de los 
postulados que sobresalieron a finales del siglo XIX durante la llamada Regeneración.  
 
Sin embargo y a partir del año de 1995 llegarían una serie de cambios en los 
postulados de la Corte Constitucional que cimentaron una transformación y la apertura 
al uso del precedente en Colombia. 
  
2.2.2 Segunda Subetapa (1995 – 2001) - Doctrina constitucional. HITO. 
  
En esta sub etapa la Corte Constitucional desarrollaría una jurisprudencia tendiente al 
neoconstitucionalismo permitiendo así cambios importantes para el desarrollo de la 
transformación de las fuentes del derecho. A través de la sentencia C-083 de 1995, 
Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz, la Corte Constitucional definiría la Doctrina 
Constitucional integradora, la cual es utilizada para llenar vacíos legislativos con la 
Constitución, y por otra parte la Doctrina Constitucional interpretativa, utilizada para 
resolver casos o situaciones dudosas, sin ser obligatoria para los jueces; pues se 
entiende que la única fuente obligatoria es la doctrina integradora, mientras que la 
Doctrina interpretativa funciona como criterio guía para el operador, en palabras de la 
Corte Constitucional: 128 
 
b. La doctrina constitucional. Las normas de la Constitución política, y ésta no es una 
característica privativa de ellas, tienen una vocación irrevocable hacia la individualización, 
tal como lo ha subrayado Kelsen al tratar del ordenamiento jurídico. De ordinario pasan 
por una fase previa consistente en su desarrollo legal. Pero no todas alcanzan dicho 
desarrollo, bien porque no lo requieren, bien porque, requiriéndolo, el legislador lo omite. 
Pero tal omisión no desvirtúa su carácter normativo, si ya lo tienen. Pueden, entonces, ser 
aplicadas a situaciones específicas subsumibles en ellas, que no están explícitamente 
contempladas en la ley.  
Pero si la individualización de las normas legales, dada su generalidad (que a menudo 
deviene en ambigüedad), aparece problemática y generadora de inseguridad jurídica, más 
problemática e incierta resulta aún la actuación directa de las normas constitucionales a 
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los casos particulares, por concurrir en ellas, superlativamente, las mismas notas 
distintivas advertidas en la ley.  
Parece razonable, entonces, que, al señalar a las normas constitucionales como 
fundamento de los fallos, a falta de ley, se agregue una cualificación adicional, consistente 
en que el sentido de dichas normas, su alcance y pertinencia, hayan sido fijados por quien 
haga las veces de intérprete autorizado de la Constitución. Que, de ese modo, la 
aplicación de las normas superiores esté tamizada por la elaboración doctrinaria que de 




Por otra parte la ponencia determino las cualidades de la Doctrina Constitucional como 
un elemento auxiliar y no obligatorio, es así, que en situaciones en donde los jueces 
estén envueltos en la duda para la resolución de procesos estos  pueden acudir a las 
decisiones emitidas por la Corte Constitucional para llegar a una decisión justa en 
derecho, así lo proclamo en el considerando 6.2.5 de la presente sentencia: 
 
Es necesario distinguir la función integradora que cumple la doctrina constitucional, en 
virtud del artículo 8°, cuya constitucionalidad se examina, de la función interpretativa que le 
atribuye el artículo 4° de la misma ley, al disponer:  
"Los principios del Derecho natural y las reglas de la jurisprudencia servirán 
para ilustrar la Constitución en casos dudosos. La doctrina constitucional es, 
a su vez, norma para interpretar las leyes" (Subraya la Corte). 
La disposición transcrita corrobora, además, la distinción que atrás queda hecha entre 
doctrina constitucional y jurisprudencia. Es apenas lógico que si el juez tiene dudas sobre 
la constitucionalidad de la ley, el criterio del intérprete supremo de la Carta deba guiar su 
decisión. Es claro eso sí que, salvo las decisiones que hacen tránsito a la cosa juzgada, 
las interpretaciones de la Corte constituyen para el fallador valiosa pauta auxiliar, pero en 
modo alguno criterio obligatorio, en armonía con lo establecido por el artículo 230 Superior.  
Lo anterior encuentra claro apoyo, además, en el artículo 5° de la misma ley (153 de 
1887), cuyo texto reza: 
"Dentro de la equidad natural y la doctrina constitucional, la crítica y la 
hermenéutica servirán para fijar el pensamiento del legislador y aclarar o 
armonizar disposiciones legales oscuras o incongruentes" (Subraya la 
Corte). 
La disposición destaca, nítidamente, la función que está llamada a cumplir la doctrina 
constitucional en el campo interpretativo. Es un instrumento orientador, más no obligatorio, 
como sí ocurre cuando se emplea como elemento integrador: porque en este caso, se 
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En ese mismo año y por medio de la sentencia  T-123 de 1995 Magistrado Ponente 
Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional fue más allá, determinando que 
únicamente la jurisprudencia de ese Tribunal tenía carácter obligatorio, pues sus 
sentencias serian parte de la Constitución misma, y para apartarse de la misma,  los 
jueces y operadores jurídicos debían hacerlo con fundamentos  jurídicos oportunos, 
pues de no hacerlo, estos estarían incurriendo en una vulneración de los principios 
constitucionales, como el principio a la igualdad, expuesto por la Carta Política en su 
artículo 13, además se define la disciplina jurisprudencial como la actividad del juez  de 
acatar los diversos materiales del derecho, como la jurisprudencia:131 
 
Los principios y normas constitucionales se deben aplicar de manera coordinada y 
armónica. La interpretación más acorde con la Constitución es la que evita que la 
escogencia de un principio lleve al sacrificio absoluto de otro de la misma jerarquía. Si en el 
caso concreto, el juez está normativamente vinculado por los dos principios - igualdad e 
independencia judicial -, debe existir una forma de llevar los principios, aparentemente 
contrarios, hasta el punto en que ambos reciban un grado satisfactorio de aplicación y en el 
que sus exigencias sean mutuamente satisfechas.  
La Corte considera que existe un medio para conciliar ambos principios. Si el juez, en su 
sentencia, justifica de manera suficiente y razonable el cambio de criterio respecto de la 
línea jurisprudencial que su mismo despacho ha seguido en casos sustancialmente 
idénticos, quedan salvadas las exigencias de la igualdad y de la independencia judicial. No 
podrá reprocharse a la sentencia arbitrariedad ni inadvertencia y, por tanto, el juez no habrá 
efectuado entre los justiciables ningún género de discriminación. De otro lado, el juez 
continuará gozando de un amplio margen de libertad interpretativa y la jurisprudencia no 
quedará atada rígidamente al Precedente.   
Cuando el término de comparación no está dado por los propios Precedentes del juez sino 
por el de otros despachos judiciales, el principio de independencia judicial no necesita ser 
contrastado con el de igualdad. El juez, vinculado tan sólo al imperio de la ley (CP art. 230), 
es enteramente libre e independiente de obrar de conformidad con su criterio. Sin embargo, 
un caso especial se presenta cuando el término de comparación está constituido por una 
sentencia judicial proferida por un órgano judicial colocado en el vértice de la administración 
de justicia cuya función sea unificar, en su campo, la jurisprudencia nacional. Si bien sólo la 
doctrina constitucional de la Corte Constitucional tiene el carácter de fuente obligatoria 
(Corte Constitucional, sentencia C-.083 de 1995, MP Dr. Carlos Gaviria Díaz), es importante 
considerar que a través de la jurisprudencia - criterio auxiliar de la actividad judicial - de los 
altos órganos jurisdiccionales, por la vía de la unificación doctrinal, se realiza el principio de 
igualdad. Luego, sin perjuicio de que esta jurisprudencia conserve su atributo de criterio 
auxiliar, es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que 
los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea 
jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de 
manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el 
principio de igualdad (CP art. 13). A través de los recursos que se contemplan en cada 
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Esta sentencia representa un hito jurídico para los ideales neo constitucionalistas, pues 
en adelante la unificación jurisprudencial de las Altas Cortes en especial la de la Corte 
Constitucional serían catalogadas como el instrumento idóneo para alcanzar el principio 
de igualdad en la administración de justicia, lo anterior, sin sacrificar el principio de la 
autonomía de los jueces, pues como lo expresa la ponencia citada en el parágrafo 
anterior el propósito es conciliar estos dos principios dentro de la rama judicial.     
 
Más adelante en el año de 1996 el Congreso de la Republica expidió la Ley estatutaria 
de administración de justicia, Ley 270 de 1996, a través de  la cual se buscaba 
menoscabar el activismo judicial de la Corte Constitucional, las diferencias entre 
reformistas y tradicionalistas habían alcanzado los salones del  Congreso colombiano, 
el cual  se alinearía con el sistema de fuentes más conservador.133  
 
Es así que en su artículo 48 el proyecto de la presente Ley declaraba las 
interpretaciones de la Corte Constitucional como criterio auxiliar, imponiendo  las 
interpretaciones adelantadas por el Congreso como las únicas con un criterio  
obligatorio, dicho proyecto de Ley decía así: 
 
Artículo 48. Alcance de las sentencias en el ejercicio del control constitucional. Las 
sentencias proferidas en cumplimiento del control constitucional tienen el siguiente efecto:   
1.   Las de la Corte Constitucional dictadas como resultado del examen de las normas 
legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control 
automático de constitucionalidad, sólo serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga 
omnes en su parte resolutiva. La parte motiva constituirá  criterio auxiliar para la actividad 
judicial y para la aplicación de las normas de derecho en general. Sólo la interpretación que 




Sin embargo y a través de la sentencia de constitucionalidad C- 037 de 1996 MP 
Vladimiro Naranjo Mesa, la Corte Constitucional menoscabaría la intención del 
Congreso por concentrar la interpretación de la Constitución,  inmediatamente rechazo 
la noción que buscaba  convertir obligatorias las interpretaciones que adelantaba  el 
Legislativo de la Constitución, para la Corte Constitucional era inconstitucional que solo 
el Congreso de la Republica gozara de esta potestad en  Colombia, pues el 
constituyente había otorgado facultades a la Corte Constitucional para interpretarla  y 
ser a su vez el órgano encargado de velar por su integridad, por lo que prosiguió a 
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declarar  la inexequibilidad de las expresiones ―Sólo‖  y  ―Congreso de la República‖ del 
articulo 48 demandado.135 
 
La jurisprudencia -como se verá más adelante- ha sido clara en definir que la labor de la 
Corte Constitucional, encaminada a guardar la supremacía y la integridad de la Carta (Art. 
241 C.P.), hace que ella sea la responsable de interpretar con autoridad y de definir los 
alcances de los preceptos contenidos en la Ley Fundamental. En ese orden de ideas, 
resulta abiertamente inconstitucional el pretender, como lo hace la norma que se estudia, 
que sólo el Congreso de la República interpreta por vía de autoridad. Ello es válido, y así 
lo define el artículo 150-1 de la Carta, únicamente en lo que se relaciona con la ley, pero 
no en lo que atañe al texto constitucional. Por lo demás, no sobra agregar que la expresión 
―Sólo la interpretación que por vía de autoridad hace el Congreso de la República tiene 
carácter obligatorio general‖, contradice, en este caso, lo dispuesto en el artículo 158 
superior, pues se trata de un asunto que no se relaciona con el tema de la presente ley 




A continuación durante los  Periodos entre 1997 y 1999 la Corte Constitucional por 
medio de la sentencia T-175/ 1997 se apoyaría en las sentencias C-083/1995 y C-
037/1996  para dar carácter obligatorio a sus fallos, la decisión de estos fallos tenían 
efecto inter partes, pero la doctrina constitucional que sustentaba la decisión debía 
tener fuerza vinculante para casos futuros que compartieran similitudes fácticas con el 
caso resuelto en la sentencia.137 
 
Entre los años 1999 y 2000 la Corte Constitucional ratificaría la línea reformista que 
buscaba dar fuerza al Precedente por medio de las sentencias de unificación SU - 640 
de 1998 Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz y SU -168 de 1999 
Magistrados Ponentes Carlos Gaviria Díaz y Alejandro Martínez Caballero, desde aquí  
la Corte Constitucional establece que sus interpretaciones tienen prevalencia, y que ir 
en contravía constituye vía de hecho,  esto en respuesta a los choques que mantuvo 
este Tribunal con el Consejo de Estado, situación que forzó a los magistrados 
constitucionales a tomar una postura más fuerte, en sus nuevos postulados la Corte 
Constitucional  determinó que sus fallos no son externos a la Constitución y  deben ser 
vistos como fuentes obligatorias para interpretarla cabalmente.138  
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La sentencia del Consejo de Estado, al separarse de la ratio decidendi de los fallos de la 
Corte Constitucional, viola la Constitución Política, suprema fuente del ordenamiento 
jurídico y, por contera, desconoce los derechos a la participación política del actor y de 
sus electores, los que fueron inequívocamente determinados por esta jurisdicción 
constitucional en el sentido de que el período de los alcaldes elegidos popularmente es 




Por lo expuesto anteriormente se debe concluir, primero, que en la segunda etapa del 
Precedente jurisprudencial como fuente formal correspondiente a los años entre 1991  
y 2001, el debate sobre el valor obligatorio de la doctrina Constitucional dividió a la 
misma Corte Constitucional, en un primer ciclo la Corte Constitucional mantuvo un perfil 
tradicionalista concentrando la Jurisprudencia en el efecto inter partes y como criterio 
auxiliar e indicativo, por otro lado, desde la Rama Ejecutiva se intentó fortalecer la 
Doctrina Constitucional por medio del Decreto 2067 de 1991, aunque luego este 
abruptamente se apartaría del sector reformista al intentar limitar la Jurisprudencia de 
este Tribunal dándole un efecto inter partes, luego a partir de 1995 la Corte  
Constitucional orientaría sus fallos hacia una postura neo constitucionalista, en 
reformular la posición frente a la protección del principio de igualdad,  la Corte 
Constitucional mantendría una defensa del Precedente y la Doctrina Constitucional; 
este activismo judicial de la Corte Constitucional genero una respuesta  del órgano 
Legislativo que intentaría contener los desarrollos planteados por la Corte 
Constitucional.  
 
A través de la ley estatutaria de la administración de justicia (LEAJ) el legislador intento 
soportar una única interpretación valida de la Constitución, la del Congreso, estos 
hechos evidencian los fuertes debates que se suscitaron por el Precedente 
jurisprudencial en aquella época, dentro y fuera del Tribunal Constitucional colombiano, 
con estos antecedentes entramos a la última etapa sobre la evolución de la fuerza 
vinculante de la jurisprudencia de las altas Cortes. 
 
Concluyendo de esta manera la segunda etapa fijando criterios que permitirían el 
ingreso de la figura del Precedente en el ordenamiento colombiano, se da inicio a una 
nueva etapa, cuyo objetivo es el desarrollar esta teoría y otorgarle una estructura 
funcional dentro de las fuentes formales del Derecho, su punto de partida seria la 
sentencia Hito C-836 del año 2001 con ponencia del  Magistrado Ponente Rodrigo 
escobar Gil. 
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2.3 Tercera Etapa  (2001 - 2010) – El Precedente Constitucional como fuente del 
Derecho.    
 
 
En el año 2001, por medio de esta sentencia considerada como un Hito la Corte 
Constitucional reformaría por completo el sistema jurídico existente en Colombia, con lo 
cual, se pondera la posición del Precedente Constitucional como  fuente del Derecho 
que permite interpretar tanto a la Constitución como la Ley en base en el principio de 
igualdad y las funciones establecidas en el artículo 241 de la Constitución Política de 
1991, generando de esta manera una nueva regla de Derecho de carácter obligatorio 
para los Jueces y Autoridades administrativas.    
 
El problema jurídico precisamente para el demandante es que los mandatos del 
Artículo 4° de la Ley 169 de 1896 permiten a los jueces inferiores desligarse del 
Precedente vertical proveniente de las altas Cortes y a estas últimas desprenderse del 
Precedente Horizontal proveniente de la Corte Constitucional,140  el articulo dice así: 
 
Artículo 4o. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de Casación 
sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla 
en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores. 
 
La cuestión para la Corte Constitucional está en las palabras ―podrán‖ y ―erróneas”, de 
acuerdo con esta línea el Precedente seria facultativo y permitiría al juez o tribunal 
desprenderse cómodamente del Precedente, lo cual va en contravía de la cultura del 
Precedente judicial.  El gran propósito de la Corte Constitucional en esta sentencia era 
obtener un sistema por el cual las sentencias de los Altos Tribunales recibieran un valor 
jurídico igualitario en aras de obtener un régimen único de Jurisprudencia en 
Colombia.141   
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La postura de la Corte Constitucional buscaba apartarse de las tesis que otorgaba un 
tratamiento jurídico diferente a los fallos proferidos por las altas Cortes, de acuerdo con 
estos postulados únicamente la Jurisprudencia de la Corte Constitucional establecería 
Precedente judicial con fuerza vinculante, por su parte las decisiones judiciales de la 
Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado se entenderían de acuerdo con los 
criterios de artículo 4° de la Ley 169 de 1896, que regula la doctrina probable. 142 
 
La Corte Constitucional considero que los preceptos de la Ley 169 de 1896 extirparon 
la  vulneración  de la doctrina legal como causal para interponer el recurso de casación,  
solo fue  hasta 1916 cuando realmente  fue abandonada, por lo tanto  existió un 
periodo de veinte años  en que la doctrina de la Corte Suprema de Justicia gozaba de 
carácter obligatorio, apartándose del concepto de un sistema de Jurisprudencia libre o 
indicativo.143 
 
La Corte Constitucional realizo un  estudio del artículo bajo los ideales del Precedente 
en la etapa contemporánea, para la Corte Constitucional el artículo si se podía  admitir  
constitucionalmente, bajo el amparo de los Principios de Igualdad, la buena fe, y el  
ejercicio de interpretación constante que  realiza la Corte Suprema de Justicia del 
ordenamiento normativo en relación con los cambios sociales, políticos o económicos 
del país, por ende en Colombia si existía un respeto relativo por el Precedente 
horizontal y el Precedente vertical.144 
 
En esa línea la Corte Constitucional determinó que los jueces no pueden ser  
operadores mecánicos del ordenamiento positivo, los jueces tienen el deber  de 
razonar en el derecho, por lo tanto palabra  ―probable‖ no debe ser fundamento para 
desconocer el sentido de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, por eso la 
autonomía judicial debe complementarse con el principio de igualdad, los jueces deben 
materializar este principio en la actividad judicial; por lo tanto desconocer la 
jurisprudencia genera omisión en la realización de los deberes constitucionales.145  
 
Por tal motivo, la labor del juez no pueda reducirse a una simple atribución mecánica de 
los postulados generales, impersonales y abstractos consagrados en la ley a casos 
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concretos, pues se estarían desconociendo la complejidad y la singularidad de la realidad 
social, la cual no puede ser abarcada por completo dentro del ordenamiento positivo. De 
ahí se derivan la importancia del papel del juez como un agente racionalizador e 
integrador del derecho dentro de un Estado y el sentido de la expresión ―probable‖ que la 
norma demandada acuña a la doctrina jurisprudencial a partir de la expedición de la Ley 
169 de 1896.   La palabra probable, que hace alusión a un determinado nivel de certeza 
empírica respecto de la doctrina, no implica una anulación del sentido normativo de la 




La fuerza normativa de la doctrina dictada por la Corte Suprema proviene  
(1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla y 
de su función como órgano encargado de unificar la jurisprudencia ordinaria;  
(2) de la obligación de los jueces de materializar la igualdad frente a la ley y de igualdad 
de trato por parte de las autoridades;  
(3) del principio de la buena fe, entendida como confianza legítima en la conducta de las 
autoridades del Estado;  
(4) del carácter decantado de la interpretación del ordenamiento jurídico que dicha 
autoridad ha construido, confrontándola continuamente con la realidad social que 
pretende regular.147   
 
Sin embargo en cuanto la carga argumentativa para apartarse del Precedente 
horizontal, vale resaltar que la Corte Constitucional fijo reglas claras y diferentes para la 
Corte Suprema de Justicia como para los jueces de menor jerarquía jurisdiccional, pues 
se sobre entiende la calidad del órgano de cierre el cual goza de una potestad jurídica y 
constitucional que le da un plus mayor en relación con los mandatos y capacidades de 
los jueces y Tribunales de menor orden, obligando a estos últimos a desarrollar criterios 
jurídicos más fuertes y claros para poder apartarse del Precedente y la unificación 
jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia: 
 
Con todo, como se dijo antes, la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de 
la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, 
unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la 
interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante 
una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los 
jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las 
autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, 
prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte 
Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de 
garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la 
Constitución le da un valor normativo mayor o un ―plus‖ a la doctrina de esa alta 
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Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que 
la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la 
jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste 
órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.
148
   
 
En relación con el punto anterior, a través del considerando 18 de la Sentencia C-836 
de 2001 Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil, la Corte Constitucional determino las 
situaciones válidas para que los jueces puedan apartarse del Precedente vertical, 
primeramente cuando exista un cambio legislativo importante que obligue a variar la 
jurisprudencia, en segundo plano cuando se presentan cambios sociales, políticos y 
económicos el Precedente se puede convertir en un instrumento jurídico ineficaz para 
resolver nuevos litigios, obligando a la Suprema de Justicia reformular sus principios y 
doctrinas;  citando a la Corte Constitucional: 
 
Por otra parte, cuando no ha habido un tránsito legislativo relevante, los jueces están 
obligados a seguir explícitamente la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en todos 
los casos en que el principio o regla jurisprudencial, sigan teniendo aplicación.  Con todo, la 
aplicabilidad de los principios y reglas jurisprudenciales depende de su capacidad para 
responder adecuadamente a una realidad social cambiante.  En esa medida, un cambio en la 
situación social, política o económica podría llevar a que la ponderación e interpretación del 
ordenamiento tal como lo venía haciendo la Corte Suprema, no resulten adecuadas para 
responder a las exigencias sociales.  Esto impone la necesidad de formular nuevos principios o 
doctrinas jurídicas, modificando la jurisprudencia existente, tal como ocurrió en el siglo pasado, 
cuando la Corte Suprema y el Consejo de Estado establecieron las teorías de la imprevisión y 
de la responsabilidad patrimonial del Estado.  En estos casos se justifica un replanteamiento 
de la jurisprudencia.
149
   
 
 
Finalmente en lo relativo al Precedente vertical la Corte Constitucional fue consiente en 
describir las situaciones en las cuales no existe unidad de jurisprudencia por parte de la 
Corte Suprema de Justicia, la primera es cuando un  grupo de sentencias que 
compartían supuestos facticos son resueltas de manera diferente, la segunda son las 
sentencias de las cuales extraer los fundamentos de Derecho representa una dificultad, 
en estos casos de acuerdo con la ponencia los jueces están facultados para optar por 
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las decisiones que se amparen de forma más adecuada al imperio de la Ley y resulten 
relevantes para la resolución del proceso.150 
 
En relación con el auto Precedente y la palabra ―erróneas‖ del articulo demandado la 
Corte Constitucional determina que la Corte Suprema de Justicia puede efectivamente 
realizar cambios de jurisprudencia de acuerdo con las siguientes situaciones, siempre 
amparada por razones lógicas y sustentables; la Corte Suprema de Justicia puede 
realizar cambios en su doctrina cuando la legislación que sustentaba sus 
Jurisprudencias es afectada por bruscos cambios normativos; segundo, por considerar 
su jurisprudencia contraproducente para los valores, objetivos y principios que legitiman 
el ordenamiento jurídico colombiano, procurando evitar extender una posible injusticia 
en un lapso de tiempo, y tercero, cuando la doctrina de la Corte Suprema de Justicia 
resulte inadecuada e insuficiente para responder a  las nuevas demandas derivadas 
por los cambios sociales, sin embargo esto no se debía entender como una facultad 
absoluta  para los jueces o tribunales colombianos, pues aunque la Corte Suprema de 
Justicia quedaba facultada para realizar cambios jurisprudenciales, esta premisa  obliga 
a los jueces a realizar una adecuada y uniforme argumentación cuando decidan 
apartarse de  la doctrina de la Corte Suprema de Justicia.151    
 
16. La sujeción del juez al ordenamiento jurídico le impone el deber de tratar explícitamente 
casos iguales de la misma manera, y los casos diferentes de manera distinta, y caracteriza su 
función dentro del Estado social de derecho como creador de principios jurídicos que permitan que el 
derecho responda adecuadamente a las necesidades sociales.  Esta doble finalidad constitucional de 
la actividad judicial determina cuándo puede el juez apartarse de la jurisprudencia del máximo 
órgano de la respectiva jurisdicción.  A su vez, la obligación de fundamentar expresamente sus 
decisiones a partir de la jurisprudencia determina la forma como los jueces deben manifestar la 
decisión de apartarse de las decisiones de la Corte Suprema como juez de casación.
152
   
 
17. En principio, un cambio en la legislación motivaría un cambio de jurisprudencia, pues de 
no ser así, se estaría contraviniendo la voluntad del legislador, y por supuesto, ello implicaría una 
contradicción con el principio de colaboración armónica entre las ramas del poder (artículo 113) y 
vulneraría el principio democrático de soberanía popular (artículos 1º y 3º).
153
   
 
18. Por otra parte, cuando no ha habido un tránsito legislativo relevante, los jueces están 
obligados a seguir explícitamente la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en todos los 
casos en que el principio o regla jurisprudencial, sigan teniendo aplicación.  Con todo, la aplicabilidad 
de los principios y reglas jurisprudenciales depende de su capacidad para responder adecuadamente 
a una realidad social cambiante.  En esa medida, un cambio en la situación social, política o 
económica podría llevar a que la ponderación e interpretación del ordenamiento tal como lo venía 
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haciendo la Corte Suprema, no resulten adecuadas para responder a las exigencias sociales.  Esto 
impone la necesidad de formular nuevos principios o doctrinas jurídicas, modificando la 
jurisprudencia existente, tal como ocurrió en el siglo pasado, cuando la Corte Suprema y el Consejo 
de Estado establecieron las teorías de la imprevisión y de la responsabilidad patrimonial del Estado.  
En estos casos se justifica un replanteamiento de la jurisprudencia.  Sin embargo, ello no significa 
que los jueces puedan cambiar arbitrariamente su jurisprudencia aduciendo, sin más, que sus 
decisiones anteriores fueron tomadas bajo una situación social, económica o política diferente.  Es 
necesario que tal transformación tenga injerencia sobre la manera como se había formulado 
inicialmente el principio jurídico que fundamentó cada aspecto de la decisión, y que el cambio en la 
jurisprudencia esté razonablemente justificado conforme a una ponderación de los bienes jurídicos 




19. Es posible, de otro lado, que no exista claridad en cuanto al Precedente aplicable, debido 
a que la jurisprudencia sobre un determinado aspecto de derecho sea contradictoria o imprecisa.  
Puede ocurrir que haya sentencias en las cuales frente a unos mismo supuestos de hecho 
relevantes, la Corte haya adoptado decisiones contradictorias o que el fundamento de una decisión 
no pueda extractarse con precisión.  En estos casos, por supuesto, compete a la Corte Suprema 
unificar y precisar su propia jurisprudencia.  Ante falta de unidad en la jurisprudencia, los jueces 
deben hacer explícita la diversidad de criterios, y optar por las decisiones que interpreten de mejor 
manera el imperio de la ley, a partir de una adecuada determinación de los hechos materialmente 
relevantes en el caso.  De la misma forma, ante la imprecisión de los fundamentos, pueden los 




Después del anterior hito jurídico la línea jurisprudencial en relación con la 
implementación del Precedente dentro del ordenamiento jurídico se fue nutriendo 
considerablemente,  a partir del año 2005 como se verá a continuación uno de los 
pronunciamientos más importantes hace referencia a la facultad que gozan los 
ciudadanos para interponer la acción de tutela cuando una sentencia sea desfavorable 
por desconocer el Precedente.  
 
De acuerdo con Quinche Ramírez156, en cuanto a la procedibilidad de la acción de 
tutela por vía de hecho en control de constitucionalidad de las providencia emitidas por 
la jurisdicción ordinaria  realizado por la Corte Constitucional, esta corporación a través 
de la sentencia C- 590 del 2005 MP Jaime Córdoba Triviño, fijo las reglas para acudir a 
la tutela por vía de hecho, la sexta causal establecida en esta sentencia se refiere a 
que cuando una decisión judicial este en contra del Precedente Constitucional de 
control abstracto o de Tutela, es así que la propia Corte Constitucional determino que la 
tutela por vía de hecho por violación del Precedente en Colombia asume cuatro formas: 
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Violación del precedente por aplicación de disposiciones legales que han sido declaradas 
inexequibles por sentencia de constitucionalidad. 
Violación del precedente por aplicación de disposiciones legales cuyo contenido normativo 
ha sido encontrado contrario a la constitución. 
La existencia de providencias judiciales que contrarían la ratio decidendi de sentencias de 
constitucionalidad. 
Providencias judiciales que contraríen el alcance de los derechos fundamentales fijado por 




Para confirmar la vinculatoriedad del Precedente la Corte Constitucional por medio de 
la sentencia consolidadora  de línea C-538 de 2008 MP Humberto Antonio Sierra Porto, 
hace referencia a que los jueces están ligados a las decisiones plasmadas en el 
Precedente, es decir que no tienen la posibilidad de apartarse de este ya que están 
obligados a exponer  clara y razonadamente los argumentos jurídicos que lo obligaron 
a apartarse del Precedente, de lo contrario podrían estar incurriendo en el tipo penal de 
prevaricato por acción tipificado en el artículo 413 de la Ley 599 del 2000, Código 
penal, que a su tenor dice:  ―Artículo 413: Prevaricato por acción. El servidor público 
que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley, 
incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años, multa de cincuenta (50) a doscientos 
(200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilidad para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años‖158 
 
Así lo expone en la ratio decidendi de dicha sentencia donde establece  
 
La situación es mucho más compleja cuando por el elevado grado de indeterminación 
que ofrece una disposición constitucional o legal, su significado no es unívoco ni su 
aplicabilidad al caso concreto es aceptable por consenso o unanimidad. No se trata por 
tanto de una fácil labor de subsunción de un supuesto de hecho a lo prescrito en un 
enunciado normativo sino, en términos de Hesse, de una verdadera tarea de 
concretización, es decir, de creación judicial de un sistema de normas derivadas que 
servirán de premisa mayor al momento de resolver un caso concreto. 
Así, partiendo de la afirmación según la cual en ciertos casos no existe realmente una 
mayor diferencia entre la disposición constitucional o legal y la norma derivada de ésta, 
el acatamiento, por parte de los servidores públicos de los pronunciamientos emanados 
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de las Altas Cortes, equivaldría  simplemente  a aplicar la ley, con lo cual el debate 
entorno al carácter vinculante de la jurisprudencia emanada de aquéllas carecería de 
toda relevancia. En otras palabras, siendo tan estrecho el nexo existente entre la 
disposición legal y la norma, la labor de intermediación que cumple la jurisprudencia 
entre ambas se desvanece, con lo cual la fuerza vinculante termina siendo de la ley y no 
de aquélla. 
Corolario de lo anterior es que cuando los servidores públicos se apartan de la 
jurisprudencia sentada por las Altas Cortes en casos en los cuales se presenta una 
simple subsunción, pueden estar incursos en un delito de prevaricato por acción, no por 
violar la jurisprudencia, sino la Constitución o la ley directamente. La anterior afirmación 
se ajusta a los dictados del artículo 230 Superior, según el cual los jueces en sus 




En este sentido como se puede observar la Corte Constitucional expone que cuando 
los jueces de menor jerarquía se aparten del precedente fijado por las Altas Cortes 
colombianas estarían en curso de  vulnerar de manera directa la Constitución Política y 
las Leyes nacionales,  puesto que la interpretación de realizada por las altas Cortes 
funciona como un enlace interpretativo entre el caso y práctico y la norma.    
 
Recapitulando la entrada al país de las nuevas doctrinas europeas en el siglo XIX  
sobre el Precedente abrieron el debate sobre la fuerza que debían tener las decisiones 
judiciales en el sistema jurídico colombiano, con el movimiento político de la 
regeneración la jurisprudencia recibió un aval  con propósitos funcionales para 
proporcionar a la nueva Republica un sistema jurídico uniforme que derogara  los 
efectos del ordenamiento jurídico pluralista que había imperado en el país por veintitrés 
años. 
 
Los esfuerzos reformistas de la época llevaron a la imposición de la doctrina legal, el 
nuevo rol que ocupaba la jurisprudencia no fue aceptado en el interior de la Corte 
Suprema de Justicia, para el tribunal la doctrina legal le otorgaba funciones semejantes 
a las del órgano Legislativo, alterando su naturaleza de órgano  judicial; sin embargo 
este  debate finalizaría por las imposiciones de la  Ley 169 de 1896, con la doctrina 
probable, esta nueva reforma le permitió a los jueces por un periodo de más de cien 
años operar un sistema de libre jurisprudencia, es así que durante la vigencia de la 
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Constitución de 1886, la jurisprudencia solo era vista como una guía ilustrativa pero  no 
obligatoria ni determinante en las actividades de la rama judicial. 
 
No sería sino después del nacimiento de la nueva Constitución Política de 1991 que el 
debate reviviría, en 1993 la naciente Corte Constitucional mantuvo una posición 
tradicional frente a los intentos del ejecutivo por otorgarle fuerza vinculante al 
Precedente jurisprudencial, cuya postura cambio abruptamente con la expedición del 
decreto 2591 de 1991;  aunque los lineamientos reformistas no desaparecieron dentro 
de este Tribunal, desde mediados de esa década se observó el desarrollo de 
postulados  dirigidos a establecer el Precedente como herramienta esencial para la 
resolución de procesos adelantados por los jueces colombianos. 
 
El activismo al interior de la Corte Constitucional desencadeno en nuevos eventos, esta 
vez desde el órgano Legislativo que en un intento por reducir la interpretación de la 
Constitución adelanta por los magistrados constitucionales, aunque esto no menoscabo 
la fuerza reformista al interior de la Corte Constitucional, finalmente la década de 1990 
se sintetizo a favor del ala progresista, expresado en distintas providencias, las cuales 
se sintetizaron en la ponencia de la Sentencia C-836 del año 2001. 
 
La sentencia  C-836 del 2001 bajo la ponencia del Dr. Rodrigo Escobar Gil determino la 
entrada en vigor del Precedente jurisprudencial como fuente formal para el desarrollo 
de las actividades propias de los jueces de la República, en ese momento la Corte 
Constitucional determino extender los conceptos del artículo 4° de la Ley  169 de 1896 
redefiniendo los postulados sobre el Precedente vertical y el Precedente horizontal, 
alineando el sistema jurídico colombiano en un sistema hibrido que comparte 
postulados del Derecho continental Romano Germánico y el sistema anglosajón. 
 
Es posible evidenciar el cambio doctrinario proveniente desde la Corte Constitucional, 
en sus primeras etapas se mostraba reacia a introducir la jurisprudencia como fuente 
formal del derecho, esta etapa se puede definir como la Corte Constitucional 
tradicionalista.  Según Diego López Medina es necesario relacionar las doctrinas que 
se presentaron durante la vida de la Corte Constitucional por medio de sus sentencias, 
en una primera medida desarrollo reglas sobre los deberes de coherencia 
jurisprudencial y la posibilidad de apartarse del Precedente judicial; esta regla se 
encuentra en las siguientes sentencias. Para concluir el presente texto graficara las 
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reglas desarrolladas por las sentencias mediante un cuadro sinóptico, que represente 
los desarrollos jurisprudenciales de la Corte Constitucional.  
 
· Cuadro Nº 1. Línea jurisprudencial sobre el Precedente. 
REGLA SENTENCIAS 
 
Deberes de coherencia jurisprudencial 
y la posibilidad de apartarse del 
Precedente judicial; esta regla se 
encuentra en las siguientes sentencias 
 
T-123 de 1995  C-037 1996  C-447 1997  SU-047 
1999; T-1625 2000; C-836 2001; T-698 2004 MP; 
T-292 2004; C-590 2005; C-335 2008; T-789 2008; 
T-148 2010; T-464 2010; T-752 2012; T-832 2013; 




Deberes de coherencia jurisprudencial 




T-334 1998; T-569 2001; C-836 2001; T-116 2004; 
T-566 2008; C-335 2008; C-539 2011; C-634 2011; 
C-816 2011; C-588 2012; T-430 2014; T -775 
2014.161 
 
Deberes de obediencia del Precedente 
por parte de los particulares 
 
 
T-292 2006; T-1092 2012; T-1095 2012; T-356 
2012; T-685 2012; T-220 2014.162  
 
Mecanismos de aplicación del 
Precedente judicial que su vez se 
divide en dos una son las condiciones 
para reclamar la coherencia 
jurisprudencial, (vías de hecho) 
 
 
T-597 2014; T-835 2014; SU 241 2015; T-265 
2014; SU-198 2013.163 
 
 
las causales de procedibilidad por 
defecto sustantivo y desconocimiento 
 
T-830 2012; T-102 2014; T-267 2013; T-309 2015; 
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autónomo del Precedente SU 230 2015.164  
 
 
Regla importante es la que propone el 
Precedente de doctrina administrativa 
 
T- 334 1998; T-545 2004; C-537 2010.165 
 
 
regla que fija la manera en que se 
interpreta la jurisprudencial y define la 
ratio decidendi, Obiter Dictum, y la 
conexión dinámica entre sentencias 
para realizar líneas jurisprudenciales 
 
 
C- 131 1993; C-104 1993; C-083 1995; C-037 
1996; SU-047 1999; T-960 2001; C-039 2003; T-
292 2006; T-110 2011; C-588 2012; T-489 2013; T-
775 2014; T-410 2014; C-516 2015; C-651 2015.166 
 
 
Regla que contiene los mecanismos de 
monitoreo y de la obediencia del 
Precedente jurisprudencial. Esta 
distingue dos modalidades, la primera, 








Modalidad el ejercicio del poder penal 
por violación del Precedente 
 
Corte Suprema de Justicia. Sala penal: Radicado 
33331 de 2010.   Radicado 34853 de 2012. 
Radicado 39456 de 2013.168  
 
Fuente: Elaboración propia.  
Como se puede observar los magistrados de la Corte Constitucional han modelado el 
Precedente judicial y sus elementos, para confirmar la obligatoriedad del Precedente en 
Colombia. Abandonando de esta manera las posiciones doctrinales tradicionalistas que 
se defienden los principios de legalidad y de separación de poderes. 
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2.4 Cuarta Etapa. (2010 -2015) El desarrollo legal del Precedente en los procesos 
administrativos. 
 
En los últimos años el desarrollo legal del Precedente ha sido blindado por las Leyes 
1395 del año 2010, 1437 del año 2011 y 1564 de 2012. La primera comprende una 
serie medidas en materia de descongestión judicial adoptadas por el Congreso de la 
Republica, dentro de las cuales se encuentran los siguientes desarrollos.   
 
En primer lugar,  con la resolución de cinco fallos fácticamente similares en materia 
contenciosa administrativa del Consejo de Estado se consideraban Precedente judicial, 
con lo cual se impone la obligación a las  Autoridades Administrativas de  aplicar 
directamente el Precedente en la resolución de casos en sede administrativa, con ello 
evitar la congestión judicial para la pronta resolución de procesos, así se busca evitar 
que se presente un desgaste en la jurisdicción contenciosa administrativa, los artículos 
114 y 115 le dan vía libre para que tanto Entidades administrativas como jueces de lo 
contencioso administrativo apliquen de manera directa el Precedente del Consejo de 
Estado:169  
 
Ley 1395 del 2010. Artículo 114: las entidades públicas de cualquier orden encargadas de 
reconocer y pagar pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus 
trabajadores o afiliados o comprometidas en daños en arma de fuego, vehículos oficiales 
daños a reclusos, conscriptos,     o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución 
de peticiones o expedición de actos administrativos, tendrán en cuenta los Precedentes 
jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos 
hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos. (Derogado 
Ley 1437 de 2011.) 
  
 Y de esta manera establece el 115: 
 
Artículo 115. Facúltese a los jueces, tribunales, altas Cortes del Estado, Sala Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura para 
que cuando existan Precedentes jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la 
Constitución Política, el artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4o de la Ley 169 de 
1896, puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo sin tener 
que respetar el turno de entrada o de ingreso de los citados procesos, conforme a lo 
señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 
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Por otro lado la Ley 1437 de 2011 por la cual se expidió el Código de procedimiento 
administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) fijo nuevos criterios para la 
aplicación directa del Precedente, con la finalidad de que se aplique de forma inmediata 
la Doctrina judicial adoptada por el Consejo de Estado, pero en esta ocasión la Ley 
establece que ya no son necesarios cinco casos prácticamente iguales sino que por 
medio de una Sentencia de Unificación (SU) del Consejo de Estado para la resolución 
de casos en sede administrativa, como lo ha establecido el artículo 102 de dicho 
Código: 
 
Artículo 102: Las autoridades deberán extender los efectos de una sentencia de unificación 
jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, en la que se haya reconocido un 




En cuanto a la jurisdicción ordinaria, se expidió el nuevo código general del proceso, el 
cual contiene en sus disposiciones generales los principios rectores de este código, 
entre las cuales se encuentra el principio de legalidad contenido en el artículo 7°, el 
cual dispone lo siguiente: 
Artículo 7. Legalidad. Los jueces, en sus providencias, están sometidos al imperio de la 
ley. Deberán tener en cuenta, además, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la 
doctrina. 
Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 
razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma 
manera procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos 
análogos. 
El proceso deberá adelantarse en la forma establecida en la ley.
171
 
Es claro que esta disposición normativa reconoce de manera expresa la obligatoriedad 
del Precedente y de la Doctrina Probable dentro del sistema de fuentes del Derecho en 
Colombia, regulando de manera expresa los lineamientos planteados vía 
jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional.   
Así de esta manera se ve la aceptación pacifica por parte del Legislador de la figura del 
Precedente, generando en el marco jurídico una seguridad no solo por vía 
jurisprudencial sino por vía legal. Por lo tanto es necesario decir que a pesar de la 
aparente diferencia entre los sistemas jurídicos  Romano Germánico y anglosajón en 
Colombia se presenta un sistema dentro del cual el propósito de fortalecer y alcanzar el 
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principio de igualdad en la administración de justicia  ha permitido convivir la Ley y el 
Precedente  cómo fuentes formales del Derecho. 
 
La formalización del Precedente en materia administrativa predice un nuevo 
movimiento en las fuentes del Derecho en Colombia, ocasionando una mayor 
confrontación entre las distintas corrientes doctrinarias que están a favor y en contra de 


























Fuente: Elaborado a partir de los trabajos del Profesor Diego López Medina; El 









Primera Etapa (1886 - 
1991) – Primeros 
acercamientos a la 
disciplina jurisprudencial. 
Doctrina legal (1886 - 
1896) 
Doctrina probable (1886) 
Segunda Etapa (1991 - 
2001) La  Constitución de 
1991 como un paradigma 
para el Precedente. 
Primera Subetapa – Corte 
Constitucional 
tradicionalista (1991 - 
1995) 
Segunda Subetapa (1995 
– 2001) - Doctrina 
constitucional. HITO. Tercera Etapa  (2001 - 
2010) – El Precedente 
Constitucional como 
fuente del Derecho. 
Cuarta Etapa. (2010 -
2015) El desarrollo legal 




Capitulo III -  Diálogo crítico entre las posiciones doctrinales frente al Precedente 
 
En este acápite se pretende construir un diálogo crítico entre las dos vertientes 
doctrinarias tradicional y progresista alrededor del concepto del Precedente 
Constitucional en Colombia como fuente obligatoria del Derecho en tensión con un 
sistema tradicional de fuentes, evidenciando la disputa  doctrinal en el contexto jurídico 
colombiano, la cual se presenta en el ambiente académico exponiendo estas teorías 
diametralmente opuestas. 
 
Para esta labor se abordarán los siguientes ejes temáticos, primero, una breve 
descripción de las escuelas Ius filosóficas más conocidas de la teoría del Derecho (Ius 
naturalismo y positivismo), segundo, el desarrollo de las teorías sobre los principios y 
reglas elaboradas por H.L.A Hart y Ronald Dworkin con sus respectivas críticas,   
tercero una aproximación a las posiciones doctrinales y académicas frente el 
Precedente en el contexto Iberoamericano, para concluir con la recapitulación presente 
frente a la figura del Precedente. Para ello se utilizara un método de análisis el cual se 
enfocará en la agrupación de autores en relación con los conceptos alrededor de la 
figura jurídica. 
   
3.1 Teoría del Derecho – Escuelas Ius Naturalista y la Escuela Ius Positivista  
 
Para comenzar es necesario realizar una distinción entre Derecho natural y el 
iusnaturalismo puesto que es importante abordar el análisis Ius filosófico existente de 
las escuelas enmarcadas dentro de la teoría del Derecho, de las cuales surge la figura 
jurídica del Precedente.  
 
Según Serna Pedro172, el Derecho natural concentra toda su normatividad en la 
naturaleza, la cual siempre guía la realización humana, a sus comportamientos, a su 
manera de pensar, además el derecho natural se encuentra acompañado siempre por 
elementos de moralidad, los cuales distinguen lo correcto de lo incorrecto.  Por otro 
lado el Ius naturalismo es la vertiente filosófica que acepta y estudia el Derecho natural, 
centrada en diferentes vertientes, las cuales se contraponen en sus explicaciones 
sobre los propósitos y conformación del derecho natural.  
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En el contexto histórico,  ya desde la civilización Helénica se descubren  referencias a 
la concepción de leyes naturales anteriores a los mandatos del hombre, por ejemplo en 
la tragedia de Sófocles, Antígona, el hermano de esta es condenado a la un sepultura 
por haber combatido en contra de Tebas, desde aquí los hechos obligan a la 
protagonista a encomendarse a las leyes de los dioses, buscando así  que le 
permitieran dar la sepultura a su hermano Polinices,173 de acuerdo con Trujillo, durante 
esta primera etapa del iusnaturalismo la escuela estoica fundada por Zenón centraba 
su pensamiento en la  razón universal, por otra parte, los estoicos concebían al ser 
humano como un todo, un solo género, el cual debía vivir racionalmente, para lo cual 
debía omitir las pasiones, este pensamiento de suprimir las pasiones del hombre  se 
extendería a los grandes pensadores del Imperio Romano unos siglos más tarde.174 
 
3.1.1 Ius naturalismo  
 
Platón y Aristóteles idean las leyes naturales en sentido abstracto, universal, para 
posteriormente describir las leyes positivistas como un cuerpo temporal el cual tiene 
una fuerza coercitiva limitada, pues no obligan a todos los individuos,  
 
Divido la ley en particular y en común: particular, la establecida para cada pueblo 
respecto de él mismo, y ésta es en parte no escrita, y en parte escrita. Común es la ley 
conforme a la naturaleza. Pues de acuerdo con esto existe algo comúnmente justo e 
injusto, lo cual todos adivinan, aunque no exista ningún acuerdo común entre unos y 





Durante la edad media el Ius naturalismo estuvo Influido por los pensadores clásicos en 
especial Aristóteles, Por ejemplo Santo Thomas de Aquino se encuentra en la línea de 
intelectuales que conciben la razón humana como una ley, una ley interna en el 
corazón de cada individuo; sin embargo para que las personas puedan alcanzar  ese 
grado de razonabilidad es imprescindible hallar un medio idóneo, Santo Thomas 
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describe a la ley divina como aquel instrumento capaz de resolver esta necesidad, 
entendiendo a esta ley divina como el principio del cual se desprenden la razón 
humana y la ley natural, cuya cualidad es una permanencia constante irradiando al ser 
racional.176  
 
En la etapa moderna el Ius naturalismo fue marcado por el surgimiento del Estado 
moderno y el reconocimiento de los derechos naturales, de los representantes de esta 
nueva corriente se destacaron Hugo Grocio (1583 -1645) y el autor del leviatán Thomas 
Hobbes (1588-1679). 
 
Del primero177 se debe decir que es un pionero del iusnaturalismo laico, jurista y 
escritor, el nacido en Holanda pese a que no necesariamente se aparta de las ideas 
filosóficas medievales reconoce que aun sin la existencia de Dios la sociedad y el ser 
humano pueden seguir subsistiendo,  manifestado en su obra: De jure belli ac pacis 
párrafo 11, los prolegómenos, Etiamsi daremus, quod sine summo scelere dari nequit, 
non ese deum, aut non curari ab eo  negotia humana. 
 
Por otra parte Thomas Hobbes178 es considerado el padre del Ius positivismo moderno, 
adentra su obra en una serie de consideraciones sobre la ley del más fuerte, y su 
evolución hacia un estado de derecho, el irlandés considera que la ley natural sirve 
como el instrumento para salir del estado de la naturaleza adentrando al hombre en el 
Estado civil, un Estado en donde la ley (sentido positivo) se caracterizara por gozar de 
facultades y alcances absolutos.   
 
El Ius naturalismo también  fue centro de estudio en la escuela alemana,  su mayor 
representante  fue Immanuel Kant (1724-1804),179 el pensamiento de Kant consideraba 
que el pensamiento humano no podía estar adaptándose  a la realidad, por el contrario 
debía ser la propia realidad la que se debería estar adaptándose al pensamiento 
racional del hombre, en su original estudio académico sobre la razón describió un 
nuevo método sintético, el cual se centraba en la moralidad y el Derecho,  para el 
presente autor el Derecho natural es a priori la fundamentación del Derecho positivo, y 
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a diferencia de este último la obligación de este la comprenden  todos los  individuos 
por su pensamiento racional.  
 
Resumiendo el Ius naturalismo centra su estudio en el derecho natural, el cual 
determina todos los aspectos del hombre, desde la Grecia antigua el Ius naturalismo se 
concentró en el comportamiento del hombre, para el medioevo se relacionó al derecho 
natural con la ley divina, en la etapa moderna el pensamiento Ius naturalista siguió 
concentrado en el pensamiento racional, llegando a un punto en el cual se pueden 
complementar con la corriente positivista. 
 
Los anteriores autores se adentraron en los estudios académicos y filosóficos del Ius 
naturalismo, pero para entender las dos corrientes es indispensable tratar a los 
pensadores más destacados del Ius positivismo filosófico jurídico. 
 
3.1.2 Ius positivismo  
  
Durante el periodo de la revolución francesa aparece el primer exponente del Ius 
positivismo Augusto Comte,180 el cual se propuso la tarea de regenerar el pensamiento 
y la filosofía proponiendo como base el ser humano,  uno de sus grandes aportes al 
derecho es la sociología positivista, la cual ya no se basa  en leyes naturales y en 
explicaciones metafísicas naturalistas sino que en vez de ello reestructura el 
pensamiento basado en la actividad humana, de tal manera que se tiene un paradigma 
para las ciencias jurídicas las cuales ya no están basadas en la ley natural sino en la 
ley del hombre. 
  
Uno de los grandes expositores del Ius Positivismo del siglo XX fue Hans Kelsen, se 
pueden encontrar antecedentes de las fuentes del Derecho en la filosofía jurídica del 
derecho positivo entre sus exponentes se encuentran Hans Kelsen y H.L.A. Hart. 
Mientras el primero reconoce la necesidad de un sistema de fuentes, pero estas deben 
fundarse en la Norma superior (Constitución)181, aunque reconoce la necesidad de la 
existencia de las fuentes del derecho en un sistema jurídico, no especifica cuáles de 
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estas reglas de derecho deben pertenecer al sistema  de fuentes, solo se pronuncia 
sobre la legislación y la costumbre. 
 
Kelsen182 reconoce la existencia de un sistema de fuentes, pero no profundiza sobre la 
creación de las mismas ni de qué depende su validez, con lo cual solo especifica que 
depende de que si esas normas generales y abstractas se crean según los  requisitos 
puestos por la norma fundamental. 
 
Kelsen183, también observa la obligatoriedad del Precedente, cuando el Tribunal 
encargado de crear normas individuales para un caso en concreto el sistema u orden 
jurídico lo faculta para crear los llamados Precedentes y esto sucede cuando existe un 
vacío normativo para solucionar un caso en concreto y esta decisión adquiere 
obligatoriedad para casos iguales, pero este suceso solo se da en el caso de que la 
legislación guarde silencio sobre la situación concreta y el juez este en la obligación de 
crear una norma aplicable al caso. Pero precisa que no existen casos iguales, en lo 
cual del Precedente solo son obligatorios puntos esenciales que ayuden a resolver el 
caso similar, en lo cual el reconoce dos tipos de reglas, unas primarias y otras 
secundarias, las primeras se consideran mandatos generales, los cuales tienen como 
garantía de cumplimiento una sanción jurídica, y unas normas secundarias que 
permiten la modificación de las primeras, es decir estas consisten en procedimientos 
que permiten la aplicación de estas primeras reglas a casos concretos.184  
 
Finalizando este primer punto el iusnaturalismo y el Ius positivismo  no se oponen  de 
manera tan firme y directa, se puede decir que existe un cierto grado de 
complementación, entendido como aquel en el cual el Ius positivismo  figura como 
etapa posterior a las leyes naturales, donde su origen no provienen de un ente 
inmaterial metafísico  superior, como las leyes de los dioses Olímpicos que citaba 
Antígona para la defensa de su hermano, las leyes positivas descienden de un órgano 
publico legitimo como el Senado o Parlamento, con una fuerza  coercitiva de carácter 
jurídico, diferente a las leyes naturales, las cuales por ser de carácter abstracto se 
entienden y cumplen por todos los individuos. 
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En cuanto a lo concerniente a esta investigación se puede determinar que el desarrollo 
del Precedente se presenta como  una figura netamente Ius positivista, debido a que en 
ningún momento se pregunta por el nacimiento de los derechos sino por la producción 
del Derecho, es decir las normas creadas por el hombre.  
 
Como se presentó en este acápite las posiciones doctrinales y los rasgos 
característicos de estas dos escuelas del Derecho, que se preocuparon por formular 
una estructura Ius filosófica, del cómo y el ¿porque? y  donde, nace el Derecho; el 
iusnaturalismo plantea el derecho como el producto de la naturaleza y su relación con 
el hombre, el positivismo presenta al derecho como el desarrollo de la razón del 
hombre en busca del regular su comportamiento en sociedad, de esta misma escuela 
nace la necesidad de estructurar y desarrollar, las practicas sobre el Derecho y en 
donde tiene  nacimiento las normas que regulan la conducta del hombre, así el siglo 
XIX y XX por estudiar  el nacimiento y desarrollo de las normas jurídicas. 
 
3.1.3   Del positivismo Hartiano al  antiformalismo de Dworkin  y el Precedente 
 
Como en el anterior capitulo en el cual se evidencio, que el  Ius naturalismo y el 
positivismo los cuales se mantuvieron en pugna  sobre la concepción  del Derecho, y la 
formas en la que se interpreta, también se encontraron los autores HLA Hart y Ronald 
Dworkin, que dentro de los postulados del positivismo jurídico, y el antiformalismo,  
realizaron  una discusión teórica sobre el papel que juegan las reglas dentro del 
Derecho, lo cual tiene relevancia en el presente documento, puesto que desde esta 
perspectiva es que se desarrolla la figura del Precedente.  
 
De acuerdo con  Pérez J. María,  H.L.A Hart185,   es considerado por algunos autores 
como el máximo representante del positivismo jurídico en lo que concierne al siglo XX, 
Su pensamiento abarca distintas concepciones sobre la actividad jurídica, desde los 
tipos de normas existentes hasta el papel que pueden jugar los jueces en la actividad 
judicial, introduciendo el concepto de discrecionalidad judicial.   
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Para comenzar el pensamiento positivista de Hart encaja en el enfoque metodológico, 
separándolo del positivismo ideológico y teórico, Hart realiza una separación absoluta 
entre el derecho y la moral, como lo describe en su obra concepto de derecho, 186 Hart 
expresa un pensamiento jurídico donde primeramente no existen obligaciones morales 
de obediencia al derecho positivo, pues sería incorrecto apreciar que el derecho 
moralmente injusto no sea derecho, Hart trae a colación a Gustav Radbruch 187, según 
esté autor al haber sido el derecho nazi un derecho injusto, en referencia a las  
atrocidades cometidas por el tercer Reich, los funcionarios del Estado alemán tenían el 
deber de desobedecerlo; sin embargo para el Hart esto es inconveniente, pues esta 
idea conllevaría a evaluar el derecho desde una visión moralista y no desde una 
perspectiva  jurídica.  
 
Otro aspecto de los postulados Hartianos188 es que estos se alejan de las teorías 
positivistas tradicionales que traen consigo la percepción del Soberano o del Estado 
como la fuente principal y genuina del derecho, H.L.A Hart propone un modelo por 
medio del cual la sociedad de manera autónoma y ajena al soberano realice un 
ejercicio legitimación  del conjunto de normas que la regulan, este pensamiento se 
envuelve con las denominadas fuentes sociales del Derecho de Hart,  las cuales 
también pueden componer los sistemas de Derecho legislado.    
 
Definidas las características del pensamiento de este autor ahora es momento de 
introducir al lector en la teoría del Derecho de H.L.A Hart189, como se citaba  
anteriormente Hart rechaza las nociones sobre el Derecho como un sistema de 
obediencia hacia un soberano, en contraposición a la teoría de John Austin, quien 
concibe un sistema de derecho compuesto por  órdenes concretas y no  de reglas, para 
Hart este modelo atenta contra el Estado de derecho, porque el soberano de Austin no 
estaría limitado jurídicamente, en su lugar Hart190  propone las reglas de 
reconocimiento,  con las cuales un sistema de reglas obtendrá criterios de validez, 
anteponiendo una separación  de las teorías  ideológicas de la obediencia al sistema 
de Derecho del soberano ilimitado.   
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Sumado al sistema de reglas de reconocimiento, Hart 191 identifica un sistema con dos 
tipos de reglas, las reglas primarias, predestinadas a otorgar una serie de deberes u 
obligaciones, y las reglas secundarias, las cuales tienen por objeto otorgar potestades 
de naturaleza pública o privada, dentro de las cuales surgen otra tres clases de reglas, 
las reglas de reconocimiento, las reglas de cambio, y las reglas de adjudicación.   
 
En cuanto a las primeras, las reglas de reconocimiento, Hart192, las define como 
aquellas que son necesarias para resolver las dudas e incertidumbres ocasionadas por 
la aplicación de las reglas primarias, las reglas secundarias de reconocimiento se 
hacen necesarias para que las sociedades puedan identificar el alcance y objeto de las 
reglas primarias. 
 
El segundo tipo de reglas secundarias que reconoce Hart193  son las reglas de cambio,  
este tipo de reglas confiere una serie potestades a un grupo de personas con el 
propósito de introducir nuevas normas primarias o establecer reformas  a las normas 
primarias existentes, adaptándolas a los inevitables cambios que gozan todas las 
sociedades, estas reglas de cambio también pueden ser  adaptadas por los individuos 
del sector privado como facultades legislativas limitadas, de acuerdo con las ideas de 
Hart estas reglas permiten el desarrollo de actos como los testamentos y contratos que 
dan un mejor entendimiento de los sistemas jurídicos, estas reglas de cambio se 
complementan a través de la actividad legislativa con las reglas de reconocimiento.  
 
El otro tipo de reglas secundarias que identifica H.L.A Hart 194 son las llamadas reglas 
de adjudicación, estas reglas confieren la autoridad necesaria para resolver las 
controversias generadas por las trasgresiones en contra de las reglas primarias, 
además contienen los procedimientos y formalidades que esta dicha autoridad debe 
utilizar en los casos donde persista la transgresión, con las reglas de adjudicación se  
introducen en los sistemas jurídicos los conceptos de jurisdicción,  tribunal y sentencia.  
 
Para H.L.A Hart195 es necesario tratar los conceptos del presente autor sobre la textura 
abierta del derecho y la discrecionalidad judicial, relacionada por algunos con la 
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obligatoriedad del Precedente judicial, para dar inicio Hart hace distinción entre los 
casos fáciles o claros y los casos difíciles o de penumbra. El primer tipo de caso, es 
aquel en el cual la aplicación de los términos de la regla es automática debido a la 
sencillez de su interpretación. 
 
Sobre la discrecionalidad judicial y su relación con los casos difíciles o penumbra   
Hart196 identifica a estos últimos como aquellos casos en los cuales la aplicación de la 
regla no otorga una solución eficiente, al ser esta imprecisa, lo cual posibilita al juez  a 
desarrollar un ejercicio de interpretativo, es decir, el juez puede  solucionar  el caso 
bajo su criterio de análisis,  gracias a la textura abierta del lenguaje, para encontrar una 
solución correcta, amparándose además en fallos anteriores, con ello darle mayor 
validez a su decisión. 
 
Como conclusión, H.L.A Hart es un positivista metodológico, concibe un sistema de 
reglas primarias las cuales otorgan deberes y obligaciones a los miembros de una 
sociedad y cuyos términos y mandatos son desarrollados por las reglas secundarias 
encargadas de resolver las dudas sobre la obediencia hacia el sistema de reglas 
primarias, de  adentrar los cambios sociales a través de una actividad legislativa y  
determinar la autoridad competente para resolver las controversias generadas por los 
atentados cometidos en contra del sistema primario, el estudio de Hart finaliza con la 
discrecionalidad judicial, este fenómeno lo describe Hart como el método por el cual 
todo juez para desarrollar solución a un proceso difícil puede asumir funciones 
legislativas las cuales se destinan a encontrar la solución.    
 
Aunque las teorías de Hart gozan de aceptación en la comunidad jurídica, también 
tienen sus detractores, el más reconocido de ellos el reconocido académico Ronald 
Dworking, a continuación, exponemos sus principales críticas en contra del 
pensamiento   positivista del H.L.A Hart.  
 
La teoría de Ronald Dworkin197, se presenta como una crítica a la de H.L.A. Hart, ya 
que si bien no hace parte integrar de una filosofía Ius naturalista tampoco es ius 
positivista, en realidad se encuentra en un punto medio ya que toma posiciones tanto 
de una como de otra.  
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Son dos criticas fundamentales a la teoría de Hart la primera es la concepción del 
derecho como un ―conjunto de reglas‖ lo que considera un desacierto debido a que 
omite la existencia de principios, es decir, Dworkin considera al Derecho como un 
―conjunto de principios‖.  
 
Sobre este tema Dworkin198, realiza una crítica fuerte contra Hart argumentando que 
esta omisión hace que la teoría de Hart se caiga en su peso, debido al carácter 
modulador y ordenador de los principios y la regla de reconocimiento, no puede 
reconocer los principios dentro del orden jurídico. 
 
La segunda critica de Dworkin a Hart199, es sobre la textura abierta del derecho, lo que 
significa para Hart que el juez tiene un amplio campo de discrecionalidad, creando 
reglas de segundo orden dentro del ordenamiento con sus fallos y creando reglas de 
primer orden en los casos de omisión o falla legislativa.  
 
Para Dworkin200, tal formula no es viable ya que para él, no existen omisiones o fallos 
legislativos debido a la existencia de principios, por el contrario, el juez (Juez Hércules) 
tiene toda la posibilidad de fallar dentro del ordenamiento jurídico sin desbordarlo, ya 
que no existe para Dworkin los casos difíciles o fáciles, sino para el Derecho tiene una 
sola respuesta correcta. 
 
Por último Dworkin201, desarrolla dos argumentos en contra de la discrecionalidad 
planteada por Hart, por un lado un argumento democrático y otro liberal. El argumento 
democrático se basa en que el juez no tiene la facultad de crear Derecho ya que no fue 
elegido por los ciudadanos para ejercer la función legislativa y el argumento liberal, ya 
que crea una norma después del hecho analizado en el caso en concreto, lo cual, es 
inconcebible para Dworkin. 
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Analizando lo anterior se puede decir que la figura del Precedente tuvo su origen en las 
teorías de la escuela positivista las cuales desarrollaron los conceptos de reglas 
primarias y secundarias realizadas por Kelsen, para después ser desarrollada de 
manera más precisa por Hart, que a su vez fueron analizadas y criticadas por 
Dworking, quien introdujo el concepto de principio jurídico. Aunque en su primer 
momento la figura del Precedente no llevaba consigo esa denominación sino que fue 
un desarrollo del concepto de  reglas de cambio,  ya que esta figura surge de los  
análisis hechos por los académicos por estos dos autores del siglo XX.  
 
 
3.1.4 Argumentos centrales frente a la evolución del Precedente por la doctrina 
Iberoamericana y colombiana 
 
Como se presentó en el acápite anterior el desarrollo de las reglas secundarias 
elaborado por Hart, teniendo en cuenta la teoría principialísta desarrollada por 
Dworking, elaborada en el contexto iberoamericano se introdujo la figura del 
Precedente  que lleva consigo rasgos del Common Law, para actualizar el Derecho en 
un contexto netamente de integración al Civil Law.  Por tal motivo esta parte del texto 
se enfocara en el desarrollo académico alrededor de la figura del Precedente, teniendo 
en cuenta los planteamientos de Dworking y H.L.A Hart.  Para comenzar esta línea 
argumentativa se tomaran en cuenta distintos autores dependiendo de las categorías 
de análisis, así se agruparan dependiendo de los conceptos desarrollados por cada 
autor, para así individualizarlos por temáticas.      
 
En el contexto colombiano actual se ha generado resistencia teórica y práctica a la 
figura del Precedente jurídico como fuente obligatoria del Derecho, al igual que las tesis 
planteadas por H.LA Hart y Dworking, donde se evidencia la tensión doctrinal 
auspiciado por el activismo de la Corte Constitucional Colombiana y por la actividad de 
algunos teóricos del derecho de visión progresista como Manuel Quinche Ramírez, 
Carlos Bernal Pulido y en especial Diego López Medina.  
 
Siendo una realidad jurídica el Precedente judicial como fuente del Derecho, la Corte 
Constitucional ha generado interpretación normativa la cual adquiere carácter de 
ordenamiento jurídico (legislación negativa), pero en los casos en que no  existe 
legislación para un caso en concreto y tampoco observe la situación la Constitución 
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política, en esos casos como en la sentencia de la eutanasia, la Corte Constitucional 
creo nueva interpretación con base en la Constitución es decir creando legislación 
positiva, la cual es una función del órgano Legislativo y no jurisdiccional. 
 
Desde varios sectores jurídicos como el Concejo de Estado y la Corte Suprema de 
Justicia y doctrinantes como Jaime Tamayo e Ignacio Jaramillo se muestran en contra 
del Precedente obligatorio o vinculante ya que consideran que no se ajusta al sistema y 
que solo genera que la interpretación del artículo 230 de la Constitución sea ambigua, 
generando así una afectación a la seguridad jurídica.  
 
Por lo tanto, el presente acápite desarrollara la dialéctica entre las dos teorías, desde 
una perspectiva general teniendo en cuenta no solamente a los doctrinantes 
anteriormente sino del contexto Hispanoamericano.  
   
En primer lugar es necesario relacionar los doctrinantes del área hispano americana 
que defienden la constitucionalización de todas las ramas del Derecho, en 
concordancia con el ideal de defender los derechos humanos y garantías 
constitucionales, bajo la premisa de que existe la necesidad de resolver las 
controversias entre particulares y de estos con el Estado con la aplicación de los 
mandatos constitucionales plasmados directamente en la Carta Política de cada país, 
aludiendo a una transformación de las fuentes del Derecho en el periodo 
contemporáneo.   
 
En el panorama sur americano por ejemplo el brasileño Luis Roberto Barroso202 
resalta el fracaso que tuvo el Derecho positivo a mediados del siglo XX en el marco 
político, para dar paso a una visión del Derecho dirigida a la defensa de los derechos 
humanos y de la dignidad humana, así sucedió en el Brasil, pues a partir de la 
expedición de la Constitución de 1988 todos los grupos socioeconómicos de ese 
país fueron envueltos por las garantías constitucionales y legales, las cuales según 
este autor pueden ser defendidas a través de acciones y recursos extraordinarios 
dirigidos al Supremo Tribunal Federal.  
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Pero de acuerdo a los autores españoles Noguera Fernández y Criado de Diego203, 
de la  Universidad de Extremadura, en  Cáceres, España, Colombia pese a su tardío 
movimiento constitucional constituye uno de los pilares de la neo 
constitucionalización del derecho en América Latina. Los autores realizan una 
enumeración de las características del sistema constitucional colombiano que lo 
individualizan del resto de sistemas de la región. 
 
 
En la línea de Noguera Fernández y Criado de Diego204, las características más 
destacadas se resaltan dos, la primera es que  el poder constituyente no se encuentra 
limitado por principios legales, administrativos o por un poder constitucional anterior, 
por otra parte el poder de reforma de la Constitución es muy diferente puesto que se 
encuentra subordinado a la voluntad de la constituyente, esta establece sus límites y 
hasta donde se puede reformar la Carta Política.  
 
La segunda característica resaltante de acuerdo con los dos  autores hace hincapié 
sobre los límites entre la institucionalidad y el Poder Constituyente,  tal como lo 
exponía en el párrafo anterior la constituyente no se encuentran limitada o 
subordinada a otros poderes incluyendo la institucionalidad existente, como sucedía 
anteriormente, por ejemplo en el año de 1978 cuando la Corte Suprema de Justicia 
en su interpretación determino que la voluntad para convocar una constituyente para 
reformar la constitución  (constitución de 1886) provenía de la voluntad popular, una 
voluntad ajena a la institucionalidad pública.205  
 
Estas exposiciones señalan las cualidades del sistema neo Constitucionalista de forma 
general, ya dentro del ámbito jurídico y académico nacional los autores definen las 
cualidades directas que goza no solamente la interpretación del derecho desde una 
óptica garantista y valorista respaldada principalmente en el principio de igualdad y de 
seguridad jurídica, sino además de la transformación del sistema de fuentes en el 
derecho. 
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3.1.5 Neo constitucionalistas colombianos y el nuevo Derecho 
 
De acuerdo con Quinche Ramírez206  en Colombia el sistema de fuentes del Derecho 
se resignó únicamente a la concepción civilista que concibe a la Ley y al principio de 
legalidad como la única fuente del derecho legitima y eficiente en el ordenamiento 
jurídico nacional, dejando de lado los avances que consigo traen la constitución 
política, los tratados internacionales y de manera general todo el Derecho Público.  
 
De acuerdo con el presente  autor esta situación ha cambiado radicalmente, pues el 
sistema de fuentes concentrado en la Ley sufre en la actualidad una profunda crisis, ya 
que el nuevo eje del orden jurídico es constitucionalismo, citando a Favoreau207, 
Quinche relaciona la Constitución Política como la fuente principal de un sistema 
pluralista, en donde la Constitución concentra los enunciados que legitiman el sistema 
jurídico, siempre privilegiando los derechos fundamentales.  
 
Para el autor208 este fenómeno se ha suscitado rápidamente con el auge de la 
globalización, el debilitamiento del concepto de soberanía nacional y el fenómeno de la 
desregulación han ocasionado el desarrollo de nuevos focos de producción normativa,  
desplazando los focos tradicionales como los Parlamentos o Congresos nacionales, 
repercutiendo en el sistema de fuentes del Derecho. En Colombia por ejemplo los fallos 
de las Altas Cortes gozan cada vez más de carácter vinculante como reglas de 
Derecho, como sucede con  las sentencias condicionadas de la Corte Constitucional. 
 
Todos estos cambios se fortalecieron con la expedición de la Constitución Política de 
1991, por medio de la cual la transformación en el sistema de fuentes se aceleró, como 
sucede en lo que Quinche Ramírez209 denomina un intercambio entre las familias 
jurídicas, la familia Romano Germánica y la familia del Derecho Anglosajón, 
propiciando el ascenso del Precedente Judicial en el sistema jurídico colombiano. ―Esa 
asunción del Precedente Judicial como fuente formal del derecho, implico la adopción 
de un nuevo lenguaje y la toma de decisiones en el plano metodológico, relacionadas 
con la construcción de los fallos judiciales y sobre todo, con su recepción y la adopción 
                                                          
206
 QUINCHE RAMÍREZ, Manuel. El Precedente judicial y sus reglas. Editorial Legis. Bogotá. Edición 2014. P.27.    
207
 Ibíd., p.30. 
208
 Ibíd., p.32. 
209
 Ibíd., P.36. 
91 
 
de un nuevo modelo de análisis jurisprudencial por parte de un auditorio renovado y 
ampliado‖.210  
 
Finalmente, Quinche Ramírez211, considera que el constante uso del Precedente 
Judicial permitiría fortalecer y alcanzar los propósitos de la actividad jurídica en 
Colombia, con el uso del Precedente se puede alcanzar una lingüística jurídica 
uniforme y concentrada. 
 
Compartiendo opinión con otros académicos Quinche Ramírez212 también ve al 
Precedente Judicial como el medio jurídico más idóneo para garantizar el derecho a 
la igualdad previsto por la Constitución Política en su artículo 13°.  Además, con el 
este sistema se propicia una consistencia en la interpretación jurídica por parte de 
jueces y Tribunales, obteniendo una firme seguridad jurídica, con el nuevo panorama 
expuesto por el autor sobre las fuentes del Derecho contemporáneo y la 
obligatoriedad  de los jueces de ejercer sus actividades en los lineamientos de un 
Estado Constitucional de Derecho se cumplen los mandatos del imperio de la Ley, 
ejerciendo también un control sobre la actividad de la Rama judicial. 
 
Sin embargo, este acápite no podía desconocer los postulados emanados por Diego 
López Medina, en su obra el Derecho de los jueces López expone al igual que 
Quinche Ramírez la crisis sobre las fuentes del derecho, no lo realiza directamente 
desde la aparición en la escena jurídica de la Constitución Política de 1991, López 
Medina se remite al siglo XIX y a los principales debates generados en el siglo XX. 
 
Comenzando López analiza la situación dominante sobre la definición de las fuentes 
del Derecho y su impacto desde la llegada de las que él llama ―teorías reformistas 
del Derecho‖, y su repunte dentro de las discusiones entre las dos vertientes en 
tensión: 
 
Es también importante anotar que la teoría del derecho del ―ala reformista‖ de la Corte 
Constitucional colombiana ha sido evidentemente influenciada por una forma u otra de las 
―teorías reformistas‖. Mientras tanto, el ala tradicionalista, aunque no desprovista de teoría, 
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es más profesionalizarte en su enfoque: se preocupa por la resolución de casos 




Los primeros antecedentes se trasladan hacia la mitad del siglo XIX cuando el 
debate entre reformistas europeos se trasladó al país, distintos doctrinantes de esa 
época identificaron introdujeron las teorías provenientes desde Francia y España 
que cuestionaban el legalismo jurídico, debatiendo el papel que debía jugar la 
jurisprudencia dentro del ordenamiento jurídico. 
 
Según López Medina214 las dos vertientes doctrinarias que llamaron la atención de los 
juristas colombianos de esa época fueron la doctrina legal proveniente de España y la 
Jurisprudencia constante de los franceses, para comenzar, los postulados sobre el uso 
del Precedente Judicial en el ordenamiento francés eran  políticamente mal vistos, pues 
la apuesta de los ideales revolucionarios era la defensa del principio de legalidad 
expresado en la codificación, sin embargo los problemas y vacíos legales  abrieron  
espacio a la jurisprudencia en la actividad judicial  de ese país.   
 
Como resultado de estos nuevos conceptos el uso de la jurisprudencia comenzó hacer 
visto como un elemento idóneo para que el juez fuera capaz de resolver los conflictos 
que no estuvieran regulados por la Ley,  en Francia surgen desde 1827  publicaciones 
sobre  colecciones de jurisprudencia de los tribunales, como el recueil de sentencias de 
Armand Dalloz,215  por su parte en el país Ibérico José María Pantoja publicaría entre 
los años 1867 y 1884 el repertorio de la jurisprudencia civil española,216 estas 
publicaciones más adelante tendrían acogida entre académicos y juristas nacionales 
del siglo XIX como Segundino Álvarez.  
 
Segundino Álvarez217 por medio de su escrito Decisiones judiciales o estudios sobre 
derecho patrio defiende el valor de la jurisprudencia en los procesos judiciales, ante los 
vacíos dejados por la codificación, Álvarez considero que un conjunto de decisiones 
judiciales podría ayudar al juez a resolver los procesos vigentes. Las nuevas nociones 
sobre el Precedente Judicial en Colombia iban de la mano con el fortalecimiento de la 
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doctrina legal española, la cual  para finales del siglo XIX ya gozaba de reconocimiento 
y protección normativa. 
 
Sobre el debate alrededor de las fuentes del derecho López Medina218 cita al jurista 
francés Francois Gény, al igual que muchos otros doctrinantes Geny ve a la Ley como 
un instrumento insuficiente, identifica primeramente el lenguaje jurídico del Legislador 
como  limitado en donde el alcance de la norma no resulta ser claro, ocasionando el 
desarrollo de un elevado número de hipótesis. 
 
El segundo argumento de Geny de acuerdo con Diego López es la ineficacia y límites 
que caracterizan la ley civil, pues esta al fin y al cabo esta no es capaz de regular todas 
las relaciones jurídicas de los individuos en la sociedad: ―Por sutil que suponga el 
espíritu del hombre, es incapaz de alcanzar por completo la síntesis del mundo en que 
vive. Y esta irremediable deficiencia nótese más particularmente en el orden jurídico, 
que para apreciarlo en su totalidad supondría el conocimiento previo de todas las 
relaciones que puedan entablar los hombres, de todos los conflictos de aspiraciones o 
intereses‖219  
    
La tercera critica de Francois va dirigida en contra de la  visión liberal del Derecho, la 
cual entiende que los asuntos que no se encuentran regulados o prohibidos  están en 
una posición permitida y aceptada, consiste entonces un desprecio a la clásica frase de 
los juristas que dice que lo que no está prohibido por la Ley se encuentra permitido, 
para el francés esto estropea la oportunidad para que los jueces en su sana decisiones 
puedan resolver de forma oportuna estos vacíos ocasionados por la incompleta 
actividad legislativa: ―Sin embargo, es claro que tal solución equivale a admitir la 
completa falta de regulación legal del caso en cuestión. En breve, entramos en un 
círculo vicioso que consiste en afirmar la plenitud de un sistema el cual sabemos bien 
es incompleto, De esta manera se ignora la libertad que el derecho desea conferir al 
juez.‖220  
  
En este punto Geny221 advierte la importancia que el juez adquiere para confrontar los 
vacíos normativos dejados por el Legislativo atendiendo oportunamente a la libertad 
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decisional, de acuerdo con esta afirmación el derecho en su totalidad dispone de una 
extensa técnica de argumentación con la cual se puede llegar a resolver todos las 
controversias derivadas de las relaciones sociales, llamando a este sistema como un 
método de libre investigación científica. 
 
En el capítulo VII de su obra el derecho de los jueces, este autor destaca la 
connotación política que rodea a las fuentes del Derecho, de acuerdo con López 
Medina las fuentes tradicionales como la Ley en el caso colombiano, están alineadas 
con el estatus quo, beneficiando a los sectores conservadores y tradicionalmente más 
fuertes de la sociedad, con una connotación capitalista, obligando a que las críticas 
desarrolladas por parte de los reformistas contengan argumentos dirigidos a demostrar 
que el derecho en general tiene fuentes abiertas al cambio social, comprobando que la 
fuente imperante no permite el desarrollo de todas las técnicas de las cuales goza el 
derecho.222 ―La legislación, en su función de fuente dominante del derecho, ha 
mantenido así un relativo alineamiento de conjunto con el estatus quo, especialmente 
en lo que toca con reglas de mantenimiento y transferencia de capital‖223.   
 
López Medina224 aborda la relación que debe existir entre el derecho  y la moral, de 
acuerdo con esto, al separarse la Ley de un patrón moral la aplicación directa y 
mecánica de esta conllevaría a una probable  vulneración de  la conciencia practica del 
jurista,  porque  a pesar de que la tesis positivista considera que el Derecho formal no 
regula la vida esto no significa que la administración de justicia no se deba amparar a 
los principios de justicia y equidad. 
 
En ese orden de ideas la complementación entre el Derecho y la moral cumple tres 
propósitos, el primero es el de relativizar los derechos individuales, el segundo se 
concentra en el desarrollo de un Derecho más solidario, el tercero es el desarrollo de 
las políticas públicas a través  del Derecho.225  
 
Conforme a los argumentos expuestos, Diego Eduardo López Medina226,  posiblemente 
el más reconocido defensor de la aplicación de un sistema de Precedentes Judiciales 
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en Colombia, en relación con el debate sobre la transformación o evolución del sistema 
de fuentes del derecho piensa que el sistema jurídico de corte positivista amparado en 
la protección de las libertades individuales ha tomado un giro hacia el enfoque 
humanista, lo que ha conllevado a que la figura de la jurisprudencia juegue un papel 
más sobresaliente en los sistemas jurídicos de corte legalista, encontrándose en un 
escenario donde las Cortes adoptan doctrinas anti formalistas que propician la 
comprensión de la justicia como fin del Derecho.  
 
En esta línea reformista y con respecto a este punto Garro227, habla del sistema de 
pesos y contrapesos afirmando que el Precedente Constitucional es de vital 
importancia, puesto a que permite los contrapesos de las Ramas del poder, además de 
reivindicar los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, concluye 
que es necesario que los países con tradición neo-romanista, deban consagrarse el 
respeto al Precedente en la Carta Política o en la Ley, de suerte que esté no atenta 
contra el principio de separación de poderes. 
 
Otros autores como Carlos Bernal Pulido228 aseguran que es el sistema de 
Precedentes el idóneo para dar fuerza como norma jurídica a la Constitución Política 
colombiana; así como sucede en el caso nacional, en donde la Corte Constitucional a 
través de su función interpretativa ha reconocido el valor como fuente del Derecho 
vinculante, lo que le otorga al país un instrumento capaz de otorgar y defender los 
derechos fundamentales y las garantías propias de un Estado Social de Derecho.  
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 SALINAS ARENAS, Angélica. El Precedente en la doctrina judicial sobre la sustitución constitucional. P.204. 





Jorge Andrés Contreras en su artículo científico presenta la determinación normativa y 
jurisprudencial del precedente Constitucional y Judicial, con ello la obligación de 
acatarlo por parte de los jueces de menor jerarquía.229  
 
Por medio del mismo describe el precedente y su función en sí mismo, describiéndolo 
normativamente como:  
 
―por precedente me refiero a la norma jurídica de carácter general y abstracto 
declarada o creada por los órganos judiciales en ejercicio de su función 
jurisdiccional‖230 
 
Además, describe la diferenciación entre ratio decidendi y obiter dicta, como su 
descripción y alcance en las sentencias de Constitucionalidad como de Tutela.  
Sobre la delimitación entre ratio y dicta, describe como la ratio como los argumentos 
que tienen el carácter obligatorio y guardan una estrecha relación con el decisum lo 
que se convierte en norma para los jueces menor rango, es decir, la regla que tiene un 
carácter general y abstracto. 
Contreras Calderón231,  argumenta que existe una diferencia entre las Sentencias de la 
Corte Constitucional y las de la Corte Suprema de Justicia como las del consejo de 
Estado, puesto que las sentencias de la primera crean precedente con tan solo una 
sentencia mientras que las demás son necesarias tres sentencias que tengan un 
mismo sentido interpretativo. 
El texto presenta al precedente constitucional como norma jurídica de obligatorio 
cumplimiento y para ello hace una descripción teórica de normas primarias y 
secundarias, y son estas últimas en las cuales se clasifica el precedente. Además, 
están tienen por destinatarios las personas que aplican justicia en Colombia, es decir, 
cumplen con funciones jurisdiccionales232. 
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Álvaro Aguilar Ángel a través del artículo titulado el precedente judicial233, considera 
que el precedente judicial será útil para la implementación de los postulados socio 
políticos de la constitución de 1991, con la cual surgió dentro del poder público la 
jurisdicción constitucional, la cual se complementa.  
 
 
Después de citar una serie de definiciones de jurisprudencia, para el autor234, la 
jurisprudencia es la serie de interpretaciones sobre normas existentes para la sana 
aplicación de justicia en la resolución de conflictos. 235 En ese orden de ideas el 
autor relaciona las trasformaciones que sufrió el sistema jurídico colombiano, que en 
los últimos años ha dado paso a la jurisprudencia como fuente obligatoria para la 
actividad judicial, así lo determino la corte en la sentencia C-836 de 2001, con el 
propósito de defender el derecho de igualdad en el trato jurídico hacia los 
ciudadanos.  
 
Además el autor236, se adentra los conceptos de precedente horizontal y vertical, en 
donde el estudio del precedente se debe entender en cuenta para la actividad del 
operador los conceptos de la ratio decidendi, la cual resulta confuso identificar, y los 
modos en que se debe usar, aunque también recuerda que la Corte dio unas pautas 
de razonamiento y argumentación para apartarse del mismo.  
 
 
Ahora Aguilar237, recuerda que bajo las premisas de la corte, la autonomía de los 
jueces no es absoluta, en el respeto por los principios de igualdad, seguridad jurídica 
y confianza legítima, obliga a los jueces acatar los precedentes de la corte.   
 
 
Aguiar238, recuerda que  la Corte Constitucional ha determinado que sus precedente 
no es absoluto, la corte puede cambiar sus precedentes, cuando la situaciones 
políticas, sociales económicas sean cambiantes, existan cambios significativos en el 
ordenamiento jurídico, o cuando el precedente resulte contraproducente contra los 
valores y principios constitucionales. 
 
 
En ese orden de ideas un aspecto que la Corte Constitucional ha resaltado sobre las 
cualidades del Precedente útil para el ordenamiento jurídico colombiano es la unidad 
que se puede obtener de este con el uso apropiado del Precedente Judicial, pues si los 
                                                          
233
 AGUILAR ÁNGEL, Álvaro. El precedente Judicial.  Universidad Libre de Colombia. [Consulta en línea 20/06/2017]. 
Disponible en línea. file:///C:/Users/carlos%20f%20s/Downloads/Dialnet-ElPrecedenteJudicial-3851207%20(1).pdf 
p.2. 
234
 Ibíd., p.5. 
235
 Ibíd., p.3. 
236
 Ibíd., p.6. 
237
 Ibíd., p.8. 
238
 Ibíd., p.9. 
98 
 
jueces dictan sus fallos de manera uniforme las persona conocerán de manera 
previsible las regulaciones del ordenamiento jurídico, conociendo así la situación de los 
derechos que gozan  y de los deberes a su cargo.239 Así lo manifestó en la Sentencia 
C-836 del 2001 MP Rodrigo Escobar Gil: 
 
La certeza que la comunidad jurídica tenga de que los jueces van a decidir los casos 
iguales de la misma forma es una garantía que se relaciona con el principio de la 
seguridad jurídica.  Ahora bien, podría afirmarse que la necesidad de preservar la 
seguridad jurídica no es una finalidad constitucional que por sí misma justifique una 
limitación de la autonomía judicial para interpretar y aplicar el ordenamiento.  En esa 
medida, los jueces tampoco estarían constitucionalmente obligados a seguir formalmente 
la jurisprudencia de la Corte Suprema en virtud de la necesidad de preservar la seguridad 
jurídica. Sin embargo, ésta tiene un valor instrumental indiscutible como garantía general 




Así mismo, especifico la relación del Precedente con la previsibilidad: 
 
La previsibilidad de las decisiones judiciales da certeza sobre el contenido material de los 
derechos y obligaciones de las personas, y la única forma en que se tiene dicha certeza es 
cuando se sabe que, en principio, los jueces han interpretado y van a seguir interpretando el 
ordenamiento de manera estable y consistente.  Esta certeza hace posible a las personas 
actuar libremente, conforme a lo que la práctica judicial les permite inferir que es un 
comportamiento protegido por la ley.
241
    
 
Los doctrinantes, académicos, y los propios magistrados de la Corte Constitucional han 
concluido que, con los fenómenos de la globalización, y la integración de las familias 
jurídicas han ocasionado una distorsión sobre las fuentes del Derecho en Colombia, de 
acuerdo a esto, la Ley es insuficiente para dar desarrollo a una administración de 
justicia equitativa y eficiente, dejando lagunas jurídicas, que alteran la seguridad 
jurídica y la protección de los derechos fundamentales. La solución al parecer surge 
desde los Tribunales constitucionales y judiciales, de acuerdo con los neo 
constitucionalistas, el nuevo Derecho no se debe basar en la fuente legislativa, carente 
de sentido social y humanista,  sino en las decisiones judiciales las cuales son más 
dinámicas y permiten a los jueces resolver los vacíos normativos dejados por el 
legislador, acudiendo a una interpretación del Derecho ya no basada en el principio de 
legalidad, sino en los principios constitucionales primarios, como el Derecho a la 
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igualdad,  permitiendo así el desarrollo de una justicia valorista dirigida a resolver las 
necesidades sociales más inmediatas garantizando el estado de bienestar, objetivo del 
Estado Social de Derecho. 
 
3.1.6 Contra argumentación a la evolución del Precedente como fuente de 
Derecho: el  papel de la doctrina tradicional de fuentes del Derecho 
 
En respuesta a estos postulados desarrollados desde finales de la década de los 
ochenta los doctrinantes y académicos de ala conservadora  como Javier Tamayo 
Jaramillo, Carlos Ignacio Jaramillo, José Luís González Jaramillo, Octavio Macías 
González, profesor Eduardo García Enterria y Jaime Araujo Mejía, desarrollaron una 
serie de críticas amparadas en la defensa del principio de legalidad y de una 
interpretación semántica de la Ley, manteniendo una defensa del sistema de fuentes 
tradicionales del Derecho.   
 
Javier Tamayo Jaramillo242, en su obra ―el Precedente Judicial en Colombia - papel y 
valor asignados a la jurisprudencia‖, plantea el problema de la obligatoriedad del 
Precedente, puesto que según el claramente a los postulados de la Constitución 
(Artículo 230 CP de 1991). Primero para este autor la interpretación del artículo 230 es 
clara y no tiene margen de ambigüedad, puesto que darle la interpretación que le da la 
Corte Constitucional se distancia del núcleo semántico de la norma, generando así una 
flagrante violación de los principios de igualdad ante la Ley y legalidad. 
 
Continuando con la exposición de los cargos que formula el autor contra el Precedente, 
este analiza la sentencia de la Corte Constitucional colombiana C - 836 del 2001 (MP 
Rodrigo Escobar Gil) también los argumentos de Diego Eduardo López Medina y 
Carlos Bernal Pulido, para finalizar también analiza la figura del prevaricato en caso de 
inaplicación del Precedente obligatorio y la aceptación de forma pacífica del 
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Tamayo Jaramillo, afirma que la interpretación del artículo 230 de la Constitución 
Política no es correcta puesto que la norma es clara en establecer las fuentes del 
Derecho, al tenor de la norma constitucional, articulo 230 Constitución Política 
colombiana de 1991: ―Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio 
de la ley, la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial‖243. 
 
Según Tamayo Jaramillo244, los mandatos constitucionales, los métodos de 
interpretación deben ser el semántico y sistemático contextual, teniendo en cuenta que 
Colombia es un Estado Social de Derecho, lo que quiere decir, que es un sistema 
basado en normas y tiene un componente social, con lo cual se entiende, que tiene en 
cuenta y defiende los derechos fundamentales, principalmente el de la dignidad 
humana.  
 
En ese orden de ideas los métodos de interpretación jurídica Semánticos y sistemáticos 
contextuales se pueden definir según Víctor Emilio Anchondo Paredes, en el texto 
métodos de interpretación jurídica de la Universidad nacional autónoma de México, 
interpretación semántica como aquella que, ―se ocupa de las palabras comprendidas 
en el texto, si  las palabras presentan diferentes acepciones, la misión de la 
interpretación es optar por el significado habitual y concreto del vocablo, de los diversos 
que puedan tener, teniendo en cuenta también los usos lingüísticos del término, así 
como de su probable acepción especifica del lenguaje jurídico‖  y el método  
sistemático ― es aquel que busca extraer del texto de  la norma un enunciado que sea 
acorde con el contenido general del ordenamiento al que pertenece‖245 
 
En cuanto a los principios de igualdad (Articulo 13 CP) y legalidad (Articulo 20 CP), el 
autor expresa, que la igualdad es un principio que recoge la norma, es decir, es 
garantizado constitucionalmente y no jurisprudencialmente como lo hace creer la Corte 
Constitucional, si fuese de esta manera no estaría consagrado en la constitución 
política de 1991. Mientras que el principio de legalidad, establece que la conducta 
humana debe sujetare al ordenamiento jurídico y con base en este será juzgado, de lo 
cual, se puede deducir que se juzga al amparo de  la norma jurídica o Ley y no con  
base en  a la jurisprudencia.246 
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Otro punto en contra del autor en contra del Precedente obligatorio es que tal, genera 
un positivismo más rígido, debido a que ya el juez no sería solo la boca de la Ley, sino 
también de la jurisprudencia evitando así que el juez pueda interpretar el ordenamiento 
para aplicarlo a un caso en concreto. Es así que nos enfrentaríamos  a un  positivismo 
más rígido y duro que trata de combatir las ideas del nuevo Derecho.247  
 
De lo anterior, se puede concluir que Colombia es un Estado Social de Derecho, es 
decir, que es un Estado basado en la Ley, la cual, garantiza los derechos 
fundamentales de las personas que se encuentran dentro del territorio. 
 
Tamayo Jaramillo248, en el análisis de la sentencia C-836 de 2001 proferida por la Corte 
Constitucional, afirma que desconoce flagrantemente, el inciso segundo del artículo 
230, con el argumento de realizar la los principios constitucionales y el derecho 
sustancial, lo cual es imposible,  porque los principios son prima facie, debido a esto no 
son realizables del todo, puesto que un principio es un criterio orientador en demasía 
abstracto y general, solo se podría materializar de forma limitada. Por este motivo la 
Corte Constitucional utiliza argumentos axiológicos (valorista)  desbordando el Derecho 
con el fin de desconocer el mandato constitucional del artículo 230 en su inciso 
segundo. 
 
De estas anteriores afirmaciones que hace el autor puede entenderse que este fallo de 
la Corte Constitucional genera que se desplace al legislador como el creador del 
derecho y sea esta corporación por medio de sus fallos de tutela quien crea las reglas o 
normas sobre los derechos de las personas, lo cual no es más que una violación del 
artículo 113 de la separación de poderes. 
 
Tamayo249, afirma que tal decisión, la cual empodera a la jurisprudencia como norma, 
no es una decisión jurídica, sino política en pro de desplazar al Legislador en sus 
funciones encargadas por la Constitución de 1991, este autor hace una crítica a la 
doctrina colombiana que defiende el Precedente obligatorio, ya que el ejercicio 
elaborado por los reformista y la propia Corte Constitucional omite el segundo inciso del 
articulo 230 en procura de materializar el derecho de la igualdad, esto resulta ser un 
equívoco debido a que la voluntad del Constituyente primario es soberana, y sería el 
único facultado según la propia Constitución para reorganizar el sistema de fuentes del 
Derecho.  
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Continuando con la crítica de Tamayo Jaramillo250 hacia la doctrina colombiana 
defensora del Precedente, la cual argumenta que el artículo 230 en el entendido que 
Ley se asemeja al ordenamiento jurídico, para al autor esto sería un total desacierto,  
puesto que el Constituyente primario no asimila Ley igual al Derecho, si esto fuera así, 
los términos doctrina, equidad, jurisprudencia y principios generales del derecho no 
estarían discriminados en la constitución política, y con solo hacer referencia a la 
palabra Ley se entendería por deducción que todos estas incluidos. 
 
Sería una contradicción lógica pensar que la jurisprudencia puede ser fuente obligatoria 
del Derecho a la misma vez que la norma la establezca como criterio auxiliar, a 
continuación el autor expresa como debería interpretarse el artículo 230: 
 
Es evidente y consecuente sistemáticamente, que, si el artículo primero de la carta 
establece que Colombia es un Estado social de derecho, el juez está sometido solo al 
imperio de la ley –las normas en sentido amplio -, como fuente obligatoria, y que la 
jurisprudencia, la equidad y los principios generales del derecho le sirven como criterio de 
interpretación y la integración si hay ambigüedades, vacíos o contradicciones. Ese y no otro, 
es el sentido del artículo 230. Y eso no viola el principio de igualdad de todos frente a la ley, 
y le quita al país su condición de Estado Social de derecho. Esa igualdad desaparecería 
hacia las minorías se les aplicase una legislación menos protectora que la de las mayorías. 
O si a los súbditos se les negase el principio de legalidad, que de hecho lo hace la 




En su análisis el Dr. Tamayo252 hace sobre el nuevo Código general del proceso y el 
Código administrativo y de lo contencioso administrativo, afirma que estas Leyes 
aceptan la interpretación realizada por la Corte Constitucional del artículo 230, 
asegurándose así la obligatoriedad del Precedente por vía legislativa, pero aun así 
contraria a la Constitución. 
   
Como complemento de la obra realizada por Tamayo en su segunda parte trae los 
argumentos de Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo253, el cual reconoce la importancia de 
la jurisprudencia como un criterio ordenado, de armonización y actualización del 
Derecho, pero también reconoce el papel fundamental de la Ley en el ordenamiento 
jurídico colombiano, debido a que el sistema jurídico nacional está fundamentado en la 
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Ley, es decir, que resultaría nefasto desmontar la tradición jurídica para darle paso a un 
sistema anglosajón. Para fundamentar esta idea el autor cita al profesor Eduardo 
García Enterria en los siguientes términos: 
 
―No equivale a proclamar la libre creación judicial del derecho, ni la rebelión del juez contra la 
ley, ni que los juristas alemanes han llamado la interpretación ilimitada de la norma; no es 
verdad que la ley admita una interpretación ilimitada, como tampoco que este abierta a lo que 
los juristas llamaron hace veinte años el uso alternativo del derecho, que pretende justificar 
cualquier interpretación desde criterios ideológicos. Es verdad que la ley no es ya el único 
instrumento para la regulación social, pero la ley sigue siendo insustituible, porque sigue siendo 




El autor255,  hace hincapié en la jerarquía que debe tener la jurisprudencia dentro de las 
fuentes del Derecho, en cuanto no se debe igualar su valor al de la Ley, peros si debe 
ser un criterio fundante y creador de derecho, en cuanto a su función dinamizadora del 
mismo para brindar al ordenamiento jurídico seguridad jurídica.  
 
 
En el texto el nuevo derecho, el escepticismo y ante las normas y el uso alternativo 
del derecho el doctor Tamayo Jaramillo realiza una confrontación a los postulados 
del doctor Diego López Medina256, concentra el presente trabajo en la noción de 
considerar a la Corte Constitucional como motor y eje de las nuevas tendencias en el 
derecho. El primer punto que el autor crítica sobre las teorías de López medina es la 
noción del debate entre formalistas y anti formalistas, para Tamayo la idea es 
errónea, pues en ningún jurista va a sostener la idea de que se debe aplicar la ley de 
forma absoluta y directa para la resolución de caso es arcaica y obsoleta, sin 
embargo en Estado de derecho no se deben desconocer las normas prescritas como 
lo pretenden los reformistas jurídicos, el desconocerlas desnaturaliza al mismo y 




Continuando con su exposición el doctor Tamayo257, se pregunta si en un estado de 
derecho es posible que los jueces se puedan desprender de la normas, para 
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resolver los determinados procesos con los principios generales constitucionales, 




Tamayo Jaramillo258, recuerda las  posiciones de la escuela Norteamérica de la 
década de los años treinta o los fundamentos marxistas los cuales desprestigiaron al 
derecho como un mecanismo de superioridad y arbitrariedad burguesa, para explicar 
sus idea el autor cita al profesor enrique Pérez Luño que en la obra el derecho y la 
justicia describe como las corrientes del  uso alternativo del derecho conciben a la 
jurisprudencia y los principios constitucionales como un medio de defensa de los 
intereses de las clases populares en oposición al sistema jurídico tradicional el cual 
siempre estuvo alienado con las clases dominantes, 
 
Lo anterior para Tamayo259, no es más que una politización absurda de los 
postulados jurídicos que pone en riesgo la seguridad jurídica lo que puede conllevar 
a interpretaciones absurdas del derecho en los estados democráticos y pluralistas.  
 
 
Tras citar un estudio comprado de López Medina, sobre el derecho tradicional y 
derecho nuevo Tamayo Jaramillo260 concluye que este último no tiene una 
convicción jurídica, sino política, en donde se le otorga el poder político al juez con el 
fin de imponer el sistema político y económico con el que simpatiza.  
 
En el caso colombiano para el profesor Tamayo261 el nuevo derecho se entendió 
como aquel que concibe únicamente las interpretaciones de la corte constitucional, a 
la cual se debe revestir con cualidades activistas.  
 
Según Tamayo Jaramillo262, una de las premisas  del nuevo derecho es que la ley es 
violatoria de la constitución, pues la ley proviene del parlamento y congreso, órgano 
que vulnera el derecho de las minorías y los mismos derechos humanos, por eso la 
mejor interpretación es la realizada bajo las premisas y principios de la constitución, 
para el autor esto lo que busca es una interpretación jurídica poco racional del 
sistema jurídico, y en cuanto al primer punto sobre la legitimidad del órgano 
legislativo el doctor Tamayo  recuerda que es precisamente ese poder el que elige 
los magistrados de la corte constitucional, por ende este también sería un triunfo de 
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Otro punto que critica Tamayo Jaramillo.263, de los postulados de López Medina son 
al idea de abrir paso a unas interpretaciones sobre una base de ponderación de 
derechos, separándose de los postulados positivistas, el autor considera que esto 
afectaría gravemente la actividad jurídica, pues la tipificación de  ciertas conductas y 
situaciones permiten al juez tomar una decisión objetiva y más acertada, como por 
ejemplo sucede en el derecho penal en donde la tipificación de las conductas  
cumple con los mandatos del artículo 29 de la constitución política nacional. 
 
 
Ahora para el profesor Tamayo264, la teoría de López Medina es contradictoria, pues 
al dejar de aplicar la norma positiva por el precedente de la corte constitucional se 
estaría incurriendo en una formalidad, la formalidad obligatoria de la ley daría paso a 
la formalidad obligatoria por el precedente, Tamayo recuerda que el nuevo derecho 
no solo se dirige hacia los sistemas de derecho escrito, su esfera recae además en 
los sistemas de tradición anglosajona en donde los reformistas abogan por una 
separación más fuerte del precedente. 
 
 
Continuando con las propuestas que no comparten la obligatoriedad del Precedente, se 
encuentra el texto de los autores José Luís González Jaramillo y Octavio Macías 
González265; ―de la soberanía de la Ley al Precedente judicial: una mirada desde el neo 
constitucionalismo económico‖, los expositores realizan un descripción histórica de las 
fuentes del derecho y su influencia en la economía, comenzando en la codificación 
establecida como normas racionales, previsible, calculable que dotaba de seguridad a 
los actos y negocios jurídicos; posteriormente en el siglo XX debido a las dificultades 
post- segunda guerra mundial los estados se convirtieron en entes intervencionistas 
buscando proteger los derechos fundamentales y sociales, creando así Leyes 
especializadas ampliando el marco jurídico conllevando a una inestabilidad, 
imprevisibilidad en las decisiones frente a los agentes del mercado. Por último, en el 
siglo XXI, es más preponderante  la actividad judicial dentro de las fuentes del derecho, 
inspirada por el nuevo Derecho, donde la falta de objetividad de los jueces en sus fallos 
trae como consecuencia dificultades para el sector empresarial, puesto que estos 
grupos dependen de la seguridad jurídica otorgada por la Ley. 
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La otra crítica contra del sistema de Precedentes impuestos por la Corte Constitucional 
proviene del salvamento de voto del Dr. Jaime Araujo Mejía de la sentencia C-836 de 
2001 (MP Rodrigo Escobar Gil), por medio del cual expresa su desacuerdo con la 
decisión tomada por la Corte Constitucional en relación con dos puntos, el primero es la 
independencia que deben gozar las Altas Cortes para separarse de su propio 
Precedente, y el segundo es el valor que gozan en el ordenamiento nacional. 
 
Sobre la obligatoriedad del Precedente judicial y su respectiva fuerza en el 
ordenamiento jurídico colombiano Araujo Mejía266 sostiene que en Colombia no existe 
un sistema de Precedentes como sucede en los países anglosajones, en especial 
Estados Unidos y Reino Unido, sistema conocido como Common Law, además en este 
tipo de sistema las Altas Cortes no están obligados a seguir su propia línea 
jurisprudencial, por lo tanto para Araujo es impensable e innecesario que las  Cortes 
Colombianas tengan una obligación de estar atadas a sus propios Precedente 
judiciales. 
 
En esa línea el  Dr. Araujo relaciona las formas  en las que opera la jurisprudencia para 
ser tomada por los jueces como fuente obligatoria, de acuerdo con esto, se requiere de 
por lo menos tres decisiones (doctrina probable) para que las decisiones de las Altas 
Cortes sean tomadas como instrumento para resolver procesos análogos, cita además 
el caso mexicano, en ese país se requiere de cinco decisiones adoptadas por mayoría 
absoluta para que sean tomadas como fuente formal del Derecho; además siempre 
está la posibilidad de que una nueva decisión no este alineada con la jurisprudencia 
anterior, como consecuencia el Precedente desaparece, obligando a desarrollar una 
nueva línea jurisprudencial, conforme lo exigen las disposiciones legales previstas por 
la Ley 169 de 1896.267 
 
El punto más destacado de este salvamento de voto radica sobre el peso de la 
jurisprudencia en el sistema de fuentes del Derecho en Colombia,  para Araujo Mejía, la 
Constitución Política y el Legislador  le otorgaron a la jurisprudencia un valor auxiliar y 
nunca obligatorio, las razones son desde el punto funcional, mientras en la rama 
ejecutiva persiste un sistema de subordinación jerárquico, donde el de mayor grado 
ordena al de menor escala, en la rama judicial sucede todo lo contrario, las Altas Cortes 
no pueden exigir a los jueces y tribunales de menor rango que fallen sus procesos de 
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cierta forma (independencia judicial), pues la Constitución Política  expresa que los 
jueces únicamente están sometidos al imperio de la Ley.268 
 
Para el doctor Araujo269,  el sistema de libre jurisprudencia no vulnera el Principio de 
Igualdad, ni tampoco propicia una inseguridad jurídica dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, pues lo más sencillo para un juez es decidir cuál es el Precedente 
adecuado para aplicar en el caso bajo estudio, muy distinto a tener que formular 
argumentos para apartarse de este mecanismo, además la rama judicial dispone de 
instancias donde procede el recurso de apelación, buscando revocar el fallo violatorio 
del Precedente y  ajustarlo a este, y finalmente en Colombia existe el recurso de 
casación, por medio del cual se pretende obtener la unificación de la jurisprudencia.  
 
Continuando esta misma línea argumentativa, a través del salvamento de voto la 
magistrada Clara Inés Vargas Hernández discrepa con  la decisión tomada por la Corte 
Constitucional en la sentencia C- 836 de 2001 MP Rodrigo Escobar Gil, de acuerdo con 
la doctora Vargas los enunciados demandados no lesionan en ningún momento los 
mandatos del artículo 230 de la constitución política que concibe a la jurisprudencia  
como elemento auxiliar para la actividad judicial, en segundo la decisión es innecesaria 
ya que bajo los mandatos del principio de legalidad (artículo 20 CP) todos los jueces 
tienen la obligación de argumentar jurídicamente sus decisiones en derecho,  en tercer 
medida la magistrada aquí citada considera que con la decisión tomada en la sentencia 
C-836 del 2001 se lesiono el principio de autonomía judicial en favor o so pretexto de 
materializar el principio de igualdad,  olvidando los anteriores pronunciamientos donde 
la Corte Constitucional se pronunció sobre la necesidad y obligación del juez para 
argumentar porque se está apartando de una decisión emitida por el tribunal 
constitucional,   finalmente  la magistrada no entiende porque a los jueces de menor 
jerarquía se les exige desarrollar una carga argumentativa mayor al momento de 
apartarse de las decisiones de la Corte Suprema de Justicia mientras que a la Corte 
Suprema de Justicia no se le obliga a sustentar con una sustentación en derecho solida 
cuando esta decida realizar cambios jurisprudenciales, tanto el jueces y tribunales de 
menor jerarquía así como los magistrados del órgano de cierre de la jurisdicción 
ordinaria deben soportar sus fallos bajo una premisa jurídica fuerte y bastante 
amplia.270   
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Por otra parte y para cerrar los salvamentos de voto de la Sentencia C- 836 de 2001, 
con ponencia de Rodrigo Escobar Gil,  el grupo de trabajo expone los principales 
argumentos del salvamento de voto de los magistrados  Alfredo Beltrán Sierra  y Álvaro 
Tafur Galvis;  en un primer momento y al igual que la magistrada Clara Inés Vargas los 
magistrados consideran que la regla de derecho del artículo 4° de la Ley 169 de 1896 
mantiene una relación jurídica con el artículo 230 de la Constitución que otorga un 
criterio a la auxiliar a la  jurisprudencia, de acuerdo con Beltrán Sierra y  Tafur Galvis  
aunque la jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia goza de un plus mayor ala de 
un juez o tribunal ordinario esta se entine como una guía para los jueces de la 
Republica ante la presencia de casos análogos,  sirviendo como el criterio adecuado en 
la interpretación de la Ley,  para los magistrados lo estipulado por esta Ley se entiende 
con la visión jurídica de la jurisprudencia dentro de la familia jurídica romano 
germánica,  donde la Ley opera como la fuente principal del derecho, distinto al sistema 
jurídico anglosajón  donde es la jurisprudencia emanada por los tribunales judiciales  la 
fuente principal del derecho.  
Es así que para estos magistrados alterar el orden de las fuentes de derecho en 
Colombia dejaría  los derechos ciudadanos a merced  de los fallos jurisprudenciales y 
no de las reglas de derecho emitidas por el órgano legislativo, finalmente para Beltrán 
Sierra y Tafur Galvis la sentencia C-836 del 2001 no trae consigo ninguna innovación 
jurídica, pues se sobre entiende que la regla que obliga a la Corte Suprema de Justicia 
a desarrollar una argumentación jurídica en sus cambios jurisprudenciales siempre ha 
existido.271  
 
Salvamento de voto Jaime Araujo Mejía Sentencia C-335 de 2008 
 
En esta ocasión la y ante la decisión tomada por la Corte Constitucional nuevamente el 
Magistrado Jaime Araujo Mejía  muestra su discrepancia con la línea reformista en el 
seno del órgano de cierre, recordemos que a través de esta sentencia la ponencia 
asemejo Ley igual al derecho y considero que el tipo penal de prevaricato se 
configuraba cuando un juez o tribunal tomara una decisión en derecho en contravía del 
precedente de las latas cortes,  para Araujo Mejía en Colombia no se aplica un sistema 
de precedentes, sino un sistema de reglas de derecho, fijadas en la Ley, por lo tanto los 
jueces no tienen la obligación de seguir de forma estricta las decisiones judiciales 
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emitidas por los órganos de cierre, por lo que configurar el delito de prevaricato va en 
contravía de lo estipulado por la el artículo 230 el cual le da  la jurisprudencia un criterio 
auxiliar,  en segundo lugar en un ejercicio de derecho comparado Araujo Mejía 
compara los sistemas jurídicos de americano y  británico, en el primero y con una 
constitución de más de 2200 años se permite la diversidad de criterios e 
interpretaciones jurídicas por otra parte la Cámara de los Lores no se encuentra 
obligada por la jurisprudencia, en síntesis para Araujo Mejía no existe una verdad 
absoluta y establecer un sistema jurídico con una interpretación única y correcta pues 
la autonomía entro de la rama judicial es total hacia afuera y hacia adentro, los jueces 
solo deben estar sometidos  a la Ley y las pruebas.  
 
Para finalizar el magistrado Jaime Araujo Mejía  describe que en Colombia el primer 
interprete es el constituyente, en segundo lugar el legislador y finalmente los jueces, 
por lo tanto construir un sistema jurídico con un único interprete no es conveniente  en 
el derecho, en otro punto el magistrado a través de su salvamento de voto considera 
que identificar el precedente representa un problema, para el en Colombia solo existe 
un sistema de doctrina probable,  para terminar el magistrado diverge con la decisión 
de la sentencia C-335 de 2008 (MP Humberto Sierra Porto) en relación con la carga 
argumentativa que se le exige a los jueces de menor jerarquía para apartarse de las 
decisiones emitidas por la Corte, Araujo Mejía es firme al mantener su crítica pues 
mientras que a esta última se le exige una carga argumentativa menor y más leve,  a 
los jueces se les exige una argumentación extensa y más sólida, para el magistrado no 
es lógico que la corte se aparte de su línea jurisprudencial y de la cosa juzga cuando 
varíe el contexto mientras que el juez o tribunal al apartarse de las decisiones de la 
corte este configurando prevaricato.272  
 
Fonseca Ramos en su texto fuentes del Derecho a partir de la nueva Constitución273, 
describe las fuentes del derecho colombiano en un contexto de transición entre la 
constitución de 1886 y de 1991. Mientras la primera guardaba silencio sobre las 
fuentes del derecho tanto formales como materiales; la segunda, si abordo el tema 
diferenciando entre fuentes formales y criterios auxiliares. 
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Define como fuentes formales procesos o hechos de creación de la norma en un 
sistema jurídico.274 Afirma también el texto que para la creación de este derecho es 
necesaria la creación de reglas y el reconocimientos de las misma por el ordenamiento 
jurídico. 
El cambio relevante frente a las fuentes del derecho con la Constitución de 1991, fue 
sin duda elevarlas al rango constitucional, debido a que anteriormente su desarrollo fue 
legal y tenían una textura más abierta, debido a que, si bien la ley era el criterio 
fundante para la toma de decisiones de los jueces, tenía un repertorio amplio para 
acomodar la norma a la realidad y realizar de esta manera la justicia material.275 
 
La Constitución de 1991 trajo consigo un cambio en la determinación de las fuentes 
formales del derecho, ponderando por encima de los demás criterios (auxiliares) en su 
artículo 230, dejando de esta manera la ley esta entendida como la totalidad del 
ordenamiento jurídico (constitución, leyes, decretos) como criterio principal y los demás 
criterios como auxiliares en caso de no existir normas aplicables, o que su 
interpretación se ambigua para así lograr la aplicación del derecho en los casos.276 
 
Siguiendo en esta misma línea argumentativa el autor Santiago LEGARRE, en su  
artículo Stare decisis y derecho judicial: a propósito de las enseñanzas del profesor 
Bidart Campos, se dispuso a realizar una reflexión sobre la tesis planteada por el 
Profesor Bidart Campos, quien como lo describe el autor sobresale en la publicación 
de textos sobre Constitucionalismo en Argentina, proponiendo como eje central de su 
tesis la ―Stare Decisis‖ la cual es descrita como: 
 
Stare Decisis es el nombre abreviado de la doctrina que constituye la esencia del 
sistema jurídico imperante en los países anglosajones. El nombre completo de la 
doctrina es stare decisis et quieta non moveré, que significa, en traducción flexible, 
estar a lo decidido y no perturbar lo ya establecido, lo que está quieto277 
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LEGARRE278, continúa haciendo una reflexión teórica del precedente, evidenciando 
que en el sistema del Common Law opera de manera distinta al del civil law, mientras 
que en el primero un solo precedente es obligatorio; en el segundo, solo es persuasivo 
de manera científica. Además, que tan solo una decisión es vinculante en sistema de 
derecho ingles ―in point‖. 
 
En el texto se cita al profesor Bidart Campos en su libro ―tratado elemental de derecho 
constitucional‖279, para hacer la distinción entre la Sentencia y el derecho judicial, los 
cuales son definidos como: 
 
Norma individual de carácter escrito que resuelve una controversia; el derecho 
judicial, en cambio, es una norma general no escrita que surge, a la manera de lo 
que él llama el derecho espontaneo por proyección de una sentencia, cuando esta 
adquiere ejemplaridad. 
 
LEGARRE280, analiza la afirmación de Bidart, en la cual dice, que ―la Constitución es lo 
que dice la Corte que es‖ lo que considera como una exageración además de una 
imprecisión conceptual, debido a que si bien la función de interpretar la Constitución no 
se puede considerar la Constitución, puesto a que esa interpretación no es una norma 
de carácter legislativo emanada del constituyente solo es interpretación de la norma, lo 
que podría desembocar en que se haga decir a la constitución algo que no dice. 
Además, que esas interpretaciones no están al rango de la constitución. 
 
Teniendo en cuenta la teoría de Hart, de las reglas del reconocimiento, en el derecho 
argentino, no es una fuente del derecho o regla de reconocimiento a diferencia del 
sistema jurídico de Estados Unidos o Inglaterra. 
 
Según LEGARRE281, sobre las decisiones que toma la Corte encargada de interpretar 
la Constitución, sobre el tema de las decisiones inconstitucionales, es decir que están 
en contra de la Carta, pero fueron tomadas por el órgano de cierre, en tal caso los 
jueces de menor jerarquía están obligados a acatar esa sentencia inconstitucional, la 
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única que podría corregir ese yerro seria el mismo órgano de cierre conocido esto 
como ―overrruling‖. 
 
Para concluir para LEGARRE282, la obligatoriedad de cumplir con la sentencia en el 
derecho argentino no obedece a la figura del precedente ―stare decisis‖ sino a la cosa 
juzgada ―res iudicata‖, puesto a que la sentencia tiene a vincular a las partes en pleito 
y en caso de las sentencias de inconstitucionalidad recae sobre la norma demandada 
que es reconocida esta regla en los dos sistemas como en el Common law y el Civil 
law. 
 
En el texto del académico italiano Michele Taruffo el precedente judicial en los sistemas 
de Civil Law, realiza un análisis crítico del precedente en los sistemas jurídicos que 
componen la familia jurídica roano germánica, partiendo de la base que el Precedente 
en el sistema anglosajón si bien es una la fuente del derecho no opera de manera 
vinculante como lo entiende la teoría clásica del Derecho europea.  Puesto que el 
Precedente no vincula de manera directa a los jueces debido a que no es aplicado si el 
juez no considera que dicha regla no le permita tomar una decisión justa en 
consideración con los hechos del caso en particular. 
 
Taruffo continua elaborando un ejercicio de derecho comparado el Precedente en los 
sistemas pertenecientes a la familia del civil law, como Francia, país en donde no existe 
esta figura jurídica, es así como se pregunta si el Precedente en realidad es vinculante 
en dichos sistemas y como esta herramienta en realidad es utilizada como medio para 
lograr una mayor economía procesal, siendo contrario al fin último del Precedente e 
cual es la materialización del principio de igualdad generando así en la ciudadanía una 
previsibilidad de las decisiones de los jueces.  
 
De los anteriores autores y académicos se puede afirmar,  que su postura frente al 
Precedente se ha desarrollado sobre tres pilares, el primero, es un  rechazo a la 
postura de la transmutación jurídica que pretende integrar los sistemas jurídicos 
anglosajón y romano germánico, en el sentido de que los dos sistemas amparan su 
ordenamiento en dos elementos totalmente opuestos (Ley y Jurisprudencia); segundo, 
en una férrea defensa del Principio de Legalidad, el cual consideran como el elemento 
normativo y jurídico más idóneo para regular las relacione jurídicas entre particulares y 
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de estos con el Estado; y tercero, un rechazo a la nación de que la Corte Constitucional 
opere como en órgano mixto con facultades jurídicas y legislativas; pue esto atenta 
contra la naturaleza de la propia Corte Constitucional y la Constitución misma. 
 
Sin embargo, los mismos reconocen el valor y practicidad que ofrece el Precedente 
judicial al ordenamiento jurídico, convirtiéndose en una herramienta que facultad a los 
jueces colombianos a resolver las ambigüedades y vacíos que dejan algunas Leyes, 
pues en algunas situaciones los órganos legislativos no responden de una manera 
eficiente a  las necesidades  sociales del contexto jurídico actual.  
 
Finalmente, se puede evidenciar la tensión teórica entre las teorías tradicionales y las 
doctrinas del nuevo Derecho, estos últimos han desarrollado un nuevo concepto de 
Derecho en amparo a lo que han titulado ―la evolución de las fuentes del Derecho‖, 
otorgándole el papel de regla de Derecho a la jurisprudencia, en contraposición de los 
doctrinantes conservadores, los cuales se apegan al principio de legalidad y separación 
de poderes desarrollados por Montesquieu283;  los cuales según ellos otorgan unas 
reglas de Derecho claras, previsibles y  jerárquicas. 
 
De lo anterior se puede constatar que en la realidad jurídica y política se evidencia esa 
tensión, puesto que el nuevo Derecho se presenta en contraposición de la Democracia 
representativa, es decir existe un choque entre Democracia y Doctrina Constitucional. 
Por un lado el proceso democrático de creación de la Ley y por otro los límites 
constitucionales a través de los principios y derechos fundamentales, lo cual conlleva a 
un enfrentamiento directo entre legislación y jurisprudencia.284 
 
Lo recomendable es que a través de los medios idóneos que consagra la Constitución 
para su modificación como lo establece el artículo 374, que a su tenor dice:  
 
Artículo 374. La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, por una Asamblea 
Constituyente o por el pueblo mediante referendo.
285   
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Para que, de esta manera, se le otorgue plena fuerza vinculante al Precedente 
constitucional, así como al Precedente judicial, con ello darle el valor que debería tener 
la jurisprudencia en el ordenamiento jurídico, como criterio que dinamiza, actualiza y 
aterriza en casos prácticos a la norma que tiene un carácter general y abstracto, con 
ello nutrir al Derecho, de reglas específicas y concretas.  Haciendo la observación que 
a esta figura se le debe dotar de una jerarquía que desplace la tensión entre Ley y 
jurisprudencia.  
 
Capítulo IV –. Alcance y uso del Precedente en Colombia como fuente obligatoria 
del derecho en tensión con un sistema tradicional de fuentes 
 
Finalizado la exposición de la parte dogmática y teórica del Precedente judicial es 
preciso determinar el alcance del uso del Precedente constitucional en Colombia como 
fuente obligatoria del Derecho en tensión con un sistema tradicional de fuentes, 
demostrando que el Precedente constitucional ha adquirido mayor fuerza dentro del 
sistema de fuentes gracias al desarrollo jurisprudencial elaborado por la Corte 
Constitucional. 
 
Para lograr este objetivo el presente pretende desarrollar los siguientes puntos de 
referencia, una breve historia del desarrollo del Precedente en Colombia,  el estado 
actual de esta figura en el ordenamiento colombiano, una descripción general de las 
posiciones académicas frente a la figura del Precedente y por último la propuesta del 
presente trabajo de grado  para armonizar la figura del Precedente en el ordenamiento 
jurídico colombiano.  
 
Como se ha visto el desarrollo del Precedente Constitucional se remite desde las 
reformas judiciales adelantadas durante el periodo de la Regeneración; etapa en la cual 
se concentraron  nuevamente las funciones judiciales en un único órgano Legislativo y 
un único Órgano de cierre; esta concentración del sistema judicial conllevo al desarrollo 
de  la doctrina legal reformada más adelante en la doctrina probable,  por medio de la 
cual se habilito la jurisprudencia como un elemento auxiliar de las fuentes del Derecho; 
este  sistema impero en el país durante la vigencia de la Constitución de 1886, para ser 





Fue precisamente durante esa época cuando el debate sobre el modo en que debían 
operar las providencias judiciales dentro del sistema de fuentes del Derecho en 
Colombia derivo en una serie de pronunciamientos por parte de la Corte Constitucional   
cimentando la transformación del sistema jurídico; los pronunciamientos más 
destacables fueron las Sentencias C-113 de 1993 MP  Jorge Arango Mejía, C-131 1993 
MP Alejandro Martínez Caballero; y en especial la Sentencia C-083 de 1995 MP Carlos 
Gaviria Díaz; que introdujo los parámetros de la Doctrina Constitucional integradora y la 
Doctrina Constitucional interpretativa; siendo está la más rescatable de un numero de 
providencias proferidas desde 1995 hasta 1999, periodo que se caracterizó por la 
apertura al interior de la Corte Constitucional a los planteamientos neo constitucionales.    
 
A principios de siglo la Corte Constitucional profirió la sentencia C-836 de 2001 MP 
Rodrigo Escobar Gil,  por medio de la cual redefinió los parámetros de la doctrina 
probable regulados por la Ley 4 de 1896; adentrando el deber de seguir y estudiar  las 
decisiones de la Corte Suprema de Justicia  para  jueces y Tribunales nacionales; con 
el propósito de obtener una uniformidad en la jurisprudencia, procurando garantizar los 
principios de buena fe y de Igualdad. 
 
4.1 Estado actual del Precedente Judicial en el Ordenamiento colombiano 
 
En los últimos años y como resultado del desarrollo de  los lineamientos de la sentencia 
C- 836 del 2001 el alcance del Precedente Judicial se ha extendido a la administración 
pública; por medio de Ley 1437 de 2011 Código de procedimiento administrativo y de lo 
contencioso administrativo, el Legislativo le otorgo fuerza  a las sentencias de 
unificación emitidas por el Consejo de Estado, posicionando así el  Precedente como 
componente dl sistema de fuentes del Derecho en Colombia.  
 
Sobre el tema  ha sido la propia Corte Constitucional a través de sus sentencias la que 
ha fijado el alcance del Precedente Constitucional y judicial en el ordenamiento jurídico 
colombiano, como se evidencio en el segundo capítulo, en donde se plasmó la 
reconstrucción jurisprudencial sobre el alcance del Precedente, por ejemplo en la 
sentencia C-836 del 2001(MP Rodrigo Escobar Gil) la Corte Constitucional determino el 
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modo en el que los jueces deben utilizar este instrumento en sus fallos,  en donde es la 
ratio decidendi la que tiene carácter vinculante siendo la creadora de derecho.286  
  
En este mismo sentido, la Corte Constitucional así como los doctrinantes 
constitucionales abogan que la llamada transformación en las fuentes del Derecho es 
necesaria para el ejercicio de la actividad judicial en Colombia, conllevando la 
implementación del Precedente judicial como regla de Derecho obligatoria.287  
 
Como resultado, la Corte Constitucional realizo el llamado para que la Corte Suprema 
de Justicia y el Consejo de Estado  desarrollen sus funciones respetando el Precedente 
horizontal, Conforme a las sentencias C-836 de 2001 y la SU 120 de 2003.288  El uso 
del Precedente constitucional está fundamentado en la materialización del Principio de 
igualdad por parte de las autoridades públicas, según esta máxima y de acuerdo con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional la materialización de este principio  permite 
darle sentido a los mandatos previstos por la Ley: 
―La comprensión integrada de estas dos garantías resulta indispensable para darle sentido a 
la expresión ―imperio de la ley‖, al cual están sometidos los jueces, según el artículo 230 de la 
Constitución.  En efecto, cualquier sistema jurídico, ético, moral y, en fin, cualquier sistema de 
regulación que pretenda ordenar la conducta social humana necesita reducir la multiplicidad 
de comportamientos y situaciones a categorías más o menos generales.  Sólo de esta forma 





Es importante reconocer la labor de la Corte Constitucional por ejercer control sobre las 
sentencias para lograr la materialización de los Principios de Igualdad y seguridad 
jurídica por medio de la figura de la Tutela por vía de hecho por violación del 
Precedente, de esta manera por medio de la sentencia C- 590 del 2005 MP Jaime 
Córdoba Triviño fijo las reglas para la procedencia de la Tutela de acuerdo con el 
considerando 24 en el literal f, ―Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto 
los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse 
de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a 
un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las 
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sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan 
definitivas.‖290 
 
Además fijo los criterios para incoar la acción de Tutela por vía de hecho debido a la 
violación del Precedente:  
25.  Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una 
acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de 
requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente 
demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una 
tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o 
defectos que adelante se explican. 
a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 
providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 
margen del procedimiento establecido. 
c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en 
normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera 
contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta 
derechos fundamentales. 
g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de 
dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 
precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 
h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la 
Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 
aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 
como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 
vinculante del derecho fundamental vulnerado. 
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La  importancia  del Precedente se verifica en la obligatoriedad que tiene este y el 
poder coercitivo que tiene este sobre los jueces y la interpretación adelantado por 
estos, evidencia de esto es la posibilidad de que un juez que se parte del Precedente 
sin un argumentación valida y lo suficientemente fuerte podrá ser sancionado por 
prevaricato por acción Articulo 413 de la Ley 599 del 2000 (Código Penal) , así quedó 
establecido en  la sentencia C-335 de 2008 MP Humberto Antonio Sierra Porto, donde 
la Corte Constitucional fijo la obligatoriedad  de este instrumento en la actividad judicial 
so pena de configurar este delito, por proferir fallos en contravía de la constitución, la 
Ley y la jurisprudencia constitucional.292  
―cuando los servidores públicos se apartan de la jurisprudencia sentada por las altas Cortes 
en casos en los cuales se presenta una simple subsunción, puede estar incursos en un 
delito de prevaricato por acción, no por violar la jurisprudencia, sino la Constitución o la Ley 
directamente. La anterior afirmación se ajusta a los dictados del artículo 230 C.P. superior, 
según el cual los jueces en sus sentencias están sometidos ―‖al imperio de la ley‖.293  
 
Por vía jurisprudencial el Precedente constitucional limita la autonomía judicial, para 
favorecer la armonización y la unificación de la interpretación del derecho en Colombia: 
Finalmente, debe esta Sala reiterar la prevalencia de la parte dogmática de la Constitución, 
(...) respecto de aquella que determina la organización estatal, pues son éstos [principios y 
valores, en conjunto con los derechos fundamentales] los que orientan y legitiman la 
actividad del Estado.    
En virtud de esta jerarquía, (...) la autonomía judicial y la libertad que tienen los jueces de 
interpretar y aplicar la ley no puede llegar al extremo de implicar un desconocimiento de los 
derechos fundamentales de las personas, ni un incumplimiento del deber de proteger 
especialmente a aquellas que se encuentren en situaciones de debilidad manifiesta, 
reduciendo el ámbito de aplicación y por ende la eficacia de los mecanismos legales que 
desarrollen el objetivo constitucional de la igualdad.‖ (Resaltado fuera de texto) Sentencia T-




Como consecuencia de la implementación del Precedente la Corte Suprema de Justicia 
por medio de la sala de casación civil en  sentencia 17 de octubre de 2008, fijo la regla, 
por medio de la cual las sentencias que se encuentren en segunda instancia y no se 
aplique el Precedente jurisprudencial podrán acceder a la acción de tutela para que 
sean reconocidos sus derechos dejando así la brecha abierta sobre la aplicación del 
recurso extraordinario de casación, puesto que procesalmente le resultara más 
económico al litigante saltarse el procedimiento para hacer así efectiva sus 
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pretensiones por vía de tutela, evidenciando  la obligatoriedad que adquiere el 
Precedente judicial al igual que el Precedente constitucional.295   
 
Para evidenciar también el alcance en el ámbito legislativo del Precedente por medio 
de las Leyes 1395 del 2010 y la 1437 del 2011 (CPACA); que pretende que las 
autoridades administrativas en ejercicio de sus  funciones utilicen las disposiciones del 
Consejo de Estado para darle un trato igualitario a los ciudadanos, garantizando los 
mandamientos constitucionales y legales, en su artículo 102 y 110, establece la 
obligatoriedad de la sentencia por unificación dejando así sentado la aplicación del 
Precedente.296     
 
Ley 1431 de 2010, Artículo 10: Al resolver los asuntos de su competencia, las 
autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de 
manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. 
Con este propósito, al adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en 
cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se 




Continuando con esta línea argumentativa se puede decir que por vía legal se ha 
establecido la obligatoriedad del Precedente como lo evidencia en las normas 
anteriormente citadas, por ejemplo, de la 1395 de 2010, en sus artículos 114 y 115, 
evidencian la obligatoriedad del Precedente. 
 
En resumidas cuentas el actual estado del Precedente dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano, ha encontrado un desarrollo tanto jurisprudencial como legal 
desde el desarrollo de los nuevas Leyes de procedimiento judicial en lo contenciosos 
administrativo y en el ámbito civil.  Como se evidencio en este capítulo su primer 
desarrollo fue netamente jurisprudencial el cual fue realizado en primera medida por 
la Corte Constitucional para después ser adoptado por parte de la Corte Suprema de 
Justicia y Consejo de Estado, que en un principio se oponían a este desarrollo 
jurídico, para que después la figura del Precedente fuera desarrollada por el Órgano 
Legislativo colombiano; dotando de herramientas jurídicas como en la parte 
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sustancial (Jurisprudencia carácter erga omnes) como en lo procesal (Leyes 
ordinarias)      
 
4.2 Posiciones doctrinales sobre el Precedente 
 
Continuando con el hilo argumentativo de este trabajo, en la actualidad se sigue 
presentando una pugna doctrinal frente a la figura del Precedente, en donde se 
puede evidenciar que existen dos tesis contrarias sobre este tema. La primera que 
defiende el Precedente y su utilización dentro del ordenamiento jurídico colombiano, 
la cual es denominada como el nuevo Derecho o Neo constitucionalismo, la cual se 
caracteriza por una estructura dentro del ordenamiento de las fuentes del Derecho 
lata o abierta; la segunda plantea que es imposible e ilógica la utilización del 
Precedente dentro del ordenamiento pues se encuentra en oposición al sistema 
legalista, el cual, se encuentra dentro de la cultura jurídica colombiana, se 
caracteriza por la defensa del inciso segundo del artículo 230 de la Constitución 
política de 1991, que posiciona a la Ley como fuente primaria del Derecho, 
excluyendo a la Jurisprudencia, Costumbre y equidad a meros criterios auxiliares 
para la actividad judicial, es de ahí que esté presente segmento hará una breve 
descripción de estas dos posiciones diametralmente opuestas frente a la figura del 
Precedente.    
 
En cuanto al neo constitucionalismo que se desarrolló tanto de manera doctrinal 
como jurisprudencial y tuvo gran acogida  dentro del ámbito académico  colombiano, 
cuyo movimiento permitió el ingreso del Precedente dentro del ordenamiento jurídico 
debido a que encontró argumentos válidos para una actualización del derecho  que 
permitiría darle mayor dinamismo a la actividad jurídica para optimizar el derecho 
sustancial  el principio de igualdad , ya que el Precedente, unifica criterios y 
armoniza el Derecho en desarrollo de los mandatos constitucionales, de tal manera 
que el Precedente se presenta como una herramienta más eficiente y dinámica para 
la materialización de  derechos de forma uniforme, dotándola así de seguridad 
jurídica. 
 
De este modo se aplica el Derecho a la igualdad en todos los órganos encargados 
de la administración de justicia para generar en los ciudadanos confianza en que las 




En contraposición a este planteamiento doctrinal y jurídico se encuentra el sector 
tradicional, el cual está en defensa del sistema legalista y de la democracia 
representativa, ya que argumenta que la inclusión del Precedente dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano generará inseguridad jurídica, debido a la 
diversidad de criterios de las altas Cortes, además encuentran que es contraria esta 
figura a los postulados constitucionales de la Carta Política de 1991, debido a que 
esta  posiciona a la Ley como fuente primaria del Derecho, excluyendo a las demás 
fuentes como el Precedente a mero criterio auxiliar de la actividad judicial. Según 
este planteamiento seria la Corte Constitucional la primera en vulnerar la 
Constitución ya que en la Sentencia C- 836 del 2001 MP Rodrigo Escobar Gil,  
suplanta lo estipulado en el inciso segundo del artículo 230; puesto a que es 
necesario omitirlo para que entre en funcionamiento la figura del Precedente.  
 
Es así como el ―decisionismo  judicial‖ llamado de esta manera por esta porción 
doctrinal vulnera la voluntad popular representada por el Constituyente primario,  
puesto que fue este quien quiso que la Jurisprudencia fuera criterio auxiliar en 
concreción al Principio de separación de poderes. Para habilitar según este sector 
doctrinal debe realizarse por medio de los mecanismos constitucionales para 
modificar la constitución y no por vía Jurisprudencial como se ha efectuado en los 
últimos años.    
  
Para obtener una armonización teórica y práctica sobre el Precedente en el 
ordenamiento jurídico colombiano es necesario desarrollar un ejercicio de análisis 
sobre la teoría de las reglas primarias y secundarias desarrolladas por Hart como 
también por la jerarquía de las mismas planteada por Kelsen,  que fundamenten la 
figura de Precedente en relación con el contexto nacional, como también realizar los 
cambios por las vías institucionales las cuales le permitan  adecuarse a la 
Constitución Política nacional. 
 
Para armonizar el Precedente con el Ordenamiento jurídico colombiano incluyendo 
dentro de esta misma afirmación la Constitución y Ley, es fundamental entender que 
el Precedente se puede entender  como una regla secundaria según el 
planteamiento de Hart en una categoría de regla de cambio, puesto que el 
Precedente significa una herramienta útil para la actualización del Derecho ya que 
en sí mismo es un ejercicio hermenéutico por parte de las altas Cortes para 
interpretar la norma jurídica y aplicarla en un caso en concreto, con lo cual deja 
sentado una sub regla de Derecho, es decir materializa el Derecho a la realidad de 
las relaciones jurídicas, por lo cual resulta más sencillo para los jueces de menor 
jerarquía aplicar dicha norma y fallar de manera uniforme brindando seguridad 




Continuando con esta línea teórica de armonización del Precedente es importante 
traer a colación la teoría de la pirámide Kelseniana que logra una jerarquización de 
las reglas de Derecho, en este entendido puede decirse que el Precedente es el 
desarrollo hermenéutico que realizan las Altas Cortes, de cierta manera es la 
reglamentación de la norma abstracta al caso en concreto, es de ahí que no puede 
dársele la misma jerarquía de una norma jurídica abstracta como lo es la 
Constitución y la Ley,  con lo cual para aplicar el Precedente debe estar sustentado 
en una norma abstracta, en otras palabras el Precedente debe tener una jerarquía 
menor  a la norma jurídica, para un análisis preciso es necesario hacer ciertas 
aclaraciones teóricas y lógicas sobre los tipos de sentencia, ya que una sentencia 
que ejerce control constitucional sobre una Ley en aplicación directa de la 
Constitución este Precedente que se desprende de dicha sentencia de este tipo 
tendría mayor jerarquía que la Ley, en cambio cuando una sentencia  realiza una 
interpretación de una Ley para un caso en concreto el Precedente generado en esta 
tendría menor jerarquía que la Ley.  En otras palabras el Precedente Constitucional 
tiene una mayor  jerarquía que el de la Ley,  mientras el Precedente judicial tiene 
menor jerarquía que esta.  
 
En conclusión la jerarquía del Precedente puede variar dependiendo de la situación 
jurídica que se presente;  sin embargo es necesario para garantizar una verdadera  
armonización no solo frente a los casos particulares sino en general frente a todo el 
sistema jurídico colombiano realizar una reforma al artículo 230 de la Constitución 
Política de 1991, ya que como se ha reiterado en este documento plantea lo 
siguiente: ―Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la 
ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial‖297, es decir que aunque el Precedente 
no esté en contra de la constitución colombiana, es necesario que dicha figura este 
en concordancia con los mandatos y principios constitucionales, por lo tanto su 
introducción al ordenamiento jurídico no se realizó de manera correcta, debido a que 
se introdujo de forma jurisprudencial, dejando un conflicto jurídico entre el artículo 
230, 241 el cual determina las competencias de la  Corte Constitucional y por último 
el artículo 274 que consagra las formas constitucionalmente idóneas para modificar 
lo propuesto por el artículo 230 en su inciso segundo.   
 
Con el fin de lograr la armonización pretendida es importante realizar la introducción 
del Precedente por vía de reforma constitucional como lo establece el artículo 274 de 
la Constitución nacional, así dotaría a esta figura del respaldo Constitucional al cual 
hacen los reparos los académicos de postura legalista.      
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Como se evidencio en este documento, se realizó una descripción teórica, histórica y 
jurídica de la construcción del concepto de obligatoriedad de la figura del precedente en 
Colombia en tensión con un sistema tradicional de fuentes del derecho, de esta 
investigación se obtuvieron los siguientes hallazgos desarrollados a través de los 
cuatro capítulos que materializar los objetivos inicialmente planteados 
Hallazgos  
a. El precedente judicial no es una fuente del derecho originaria y principal de la 
familia jurídica romano germánica, por el contrario su génesis y aplicación proviene el 
Common Law, no obstante, el proceso de globalización y el viaje teórico 
neoconstitucional europeo, entendido en términos de  López Medina como TTD (Teoría 
Transnacional del derecho), lo cual hace posible su trasplante  y posterior 
transmutación elaborando una adecuación al contexto, necesidades y prácticas 
jurídicas nacionales que desembocan en la constitucionalizarían del Derecho en 
Colombia, evento que supone: i) La aparición de una Corte Constitucional, ii) El 
desarrollo de una hermenéutica constitucional, iii) Otorgando Peso y fuerza vinculante a 
la Constitución ; iv) Una novísima interpretación a través de principios, valores y reglas 
que dan lugar al desarrollo de la resignificación de la Doctrina Constitucional que hace 
posible una interpretación constitucional integradora, en la cual las decisiones del juez 
constitucional superan las limitaciones del tradicionalismo de fuentes del derecho y 
proponen un salto renovado que le da al Derecho la posibilidad de crear reglas 
jurídicas, otorgado una forma flexible, dinámica y dúctil en la decisión de los fallos que 
buscan dar solución a problemas jurídicos difíciles o zonas de penumbra o ambiguas 
en la ley.  
 
b. En Colombia, el precedente se entiende como el conjunto de decisiones emitidas 
por los órganos de cierre de la rama judicial como lo son las altas Cortes colombianas, 
es decir, que se considera al precedente como la regla jurídica establecida por estas 
decisiones que por su semejanza fáctica resolvería el problema jurídico en cuestión. 
 
c. El desarrollo del precedente constitucional y judicial en Colombia, hoy día es 
vinculante, gracias al trabajo realizado por la Corte Constitucional que lo impulso a 
través de sus propios fallos, no obstante, ha sido un proceso lento que ha pasado por 
tres (3) etapas con características y avances que se sintetizan de la siguiente manera. 
 
i. Primera etapa – tensión del sistema de fuentes que supone  para los 
tradicionalistas un desquiciamiento del sistema jurídico colombiano, aparente 
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disputa que logra superarse a través de la misma reinterpretación de la 
Doctrina constitucional 
Continuando con el desarrollo del segundo objetivo específico, el cual es, identificar los 
hitos jurídicos y jurisprudenciales alrededor de la vinculatoriedad de la figura del 
precedente en tensión con un sistema tradicional de fuentes del derecho en Colombia, 
hallando los siguientes hitos jurídicos y jurisprudenciales como lo son las leyes 61 de 
1886, 57 de 1887, 153 de 1887, 169 de 1896, constitución política de 1991, sentencias 
c-083 de 1995, c-836 de 2001, c-535 de 2008, entre otras.   
 
Debido a que el sistema  jurídico colombiano pertenece a la familia jurídica del Civil 
law, la figura del Precedente ha tenido gran relevancia en el contexto jurídico nacional, 
para esta labor se revisaron los hitos jurisprudenciales y legislativos colombianos en la 
construcción del concepto de precedente en Colombia en tensión con un sistema 
tradicional de fuentes, es así que en el siglo XIX y posterior al desarrollo de la 
constitución de 1886 el legislador introdujo la figura de la doctrina legal a través de la 
ley 61 de 1886, la cual, otorgaba  obligatoriedad a tres decisiones uniformes proferidas 
por la Corte Suprema de Justicia, siendo motivo para interponer el recurso de casación 
la vulneración que hicieran de esta los jueces de la república, sin embargo esta figura 
seria modificada posteriormente por la doctrina probable introducida por la ley 169 de 
1896, la cual despojaba de obligatoriedad  a la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, que consistía en tres decisiones uniformes sobre un mismo punto de derecho, 
creando en Colombia un sistema de libre jurisprudencia. 
 
En 1991 con el nacimiento de una nueva constitución política se crearía un nuevo 
órgano jurisdiccional de cierre, como lo es la Corte Constitucional, la cual tendría la 
función de guardar e interpretar la carta política y excluir el ordenamiento jurídico toda 
norma que contrarié los principios constitucionales.  A partir de 1993 con el desarrollo 
de este nuevo hito jurídico se generaría una jurisprudencia dirigida a determinar el 
alcance de sus decisiones para ello interpretando el artículo 241 en la sentencia C-113 
de 1993, donde la Corte Constitucional determinó que el único órgano que puede fijar 
el alcance de sus fallos es la propia Corte, además determino el efecto de sus fallos, 
otorgando los efectos erga omnes para las sentencias de control de constitucionalidad 
abstracto de las leyes, y el efecto inter partes a los fallos proferidos por tutela.  
 
A partir de 1995  por medio de la sentencia C-083 de 1995 Magistrado ponente Carlos 
Gaviria Díaz, la Corte Constitucional fijo los alcances de la doctrina constitucional 
125 
 
integradora e interpretativa, fijando a la primera como obligatoria, pues esta se centra 
en la aplicación directa de la constitución a las  situaciones no reguladas por la ley, por 
su parte la doctrina interpretativa gozaría de un carácter auxiliar, pues su propósito era 
el de orientar a todos los jueces y tribunales en la toma de decisiones,  en ese mismo 
año por medio de la sentencia T-123 de 1995  Magistrado ponente Eduardo Cifuentes 
Muñoz, la Corte Constitucional se expresó afirmando que la aplicación de la doctrina 
constitucional representaba el medio para alcanzar el principio de igualdad, por lo tanto 
un juez al apartarse de esta tenía el deber de argumentar sólidamente sus decisión de 
lo contrario etaria lesionando el principio de igualdad.  
 
ii. Segunda etapa. Precedente judicial. Superada la disputa sobre el 
sistema de fuentes del derecho, el precedente en Colombia ganaría un nuevo espacio 
a través de la sentencia C-836 de 2001 pronunciamiento liderado por el Magistrado 
ponente Rodrigo Escobar Gil, en el cual los ideales neo constitucionalistas alcanzarían 
un grado de madurez resultado del análisis de constitucionalidad del artículo 4° de la 
Ley 169 de 1896 que regulaba la doctrina probable. Por medio de esta sentencia la 
ponencia reviviría la figura de la doctrina probable e introduciría al ordenamiento 
jurídico la figura del precedente judicial, fijando los propósitos, como lo es la realización 
de los principios de igualdad y seguridad jurídica, unificación y modernización del 
derecho en Colombia, haciendo vinculante sus decisiones para las altas Cortes y 
demás jueces de la República, es decir implementado los conceptos de Precedente 
vertical y precedente horizontal.  
 
En este mismo periodo la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-590 de 
2005, la cual desarrollo la figura de la tutela por vía de hecho contra sentencias 
judiciales por violación al precedente, fijo los criterios que para que tal figura 
procediera, los cuales son, que no existieran otros medios judiciales para proteger los 
derechos fundamentales, como también evitar un daño irremediable además que no 
procede contra sentencias de tutela.  También es importante reconocer que dicha 
figura como lo afirma la Corte Constitucional procede por la violación directa del 
derecho sustantivo y la Constitución, es decir, que se entiende que la interpretación por 
las altas Cortes goza de vinculatoriedad puesto a que se considera como la 
interpretación directa de la norma.  
    
Gracias a la sentencia C-836 de 2001 la cual afirmaba que el juez que desconozca la 
doctrina probable y el precedente judicial deberá hacerlo fundamentando sus 
argumentos de manera jurídica  exponiendo la razón del porque se ha apartado del 
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precedente, en el desarrollo de esta hipótesis la Corte Constitucional por medio de la 
sentencia C-335 de 2008,  reafirma la vinculatoriedad del precedente para los jueces 
de menor jerarquía puesto que si es desconocido, estaría vulnerando  los principios de 
igualdad y seguridad jurídica por lo cual se encontrará incurso en el delito de 
prevaricato por acción.     
 
iii. Tercera etapa. Aceptación y regulación legislativa el precedente Aunque el 
precedente fue resistido por parte del Congreso de Colombia, finalmente gozaría de 
una aceptación pacífica del órgano legislativo, es así que por medio de las leyes 1395 
del año 2010, 1437 del año 2011 (Código De Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo) y  Ley 1564 de 2012 (Código General del  Proceso), que 
modifican el procedimiento judicial en gran parte de las ramas del derecho como lo es 
la administrativa y la civil siendo hitos jurídicos  que le dan el respaldo legal al 
precedente, figura que  se convirtió en un elemento de obligatorio cumplimiento por 
parte de las autoridades administrativas y judiciales, que pueden aplicar de manera 
directa el precedente, extendiendo la figura no solamente del precedente constitucional 
sino la figura del precedente judicial, aplicando los fallos del Consejo de Estado de tal 
modo que el precedente no solamente se debe entender como una herramienta de la 
jurisdicción constitucional sino como un nuevo elemento del derecho colombiano en 
general, es decir hace parte de las fuentes del derecho desvirtuando el imaginario de 
ser un criterio auxiliar de interpretación judicial, que además se convierte en una 
herramienta para favorecer la aplicación del principio de economía procesal cuyo efecto 
cercano impacta de manera notoria en la descongestión judicial.  
 
 
d. En campo de la doctrina en Colombia, los estudios académicos en su gran 
mayoría apoyan la implementación del sistema de precedentes en las 
funciones judiciales y administrativas, no obstante, existe un sector 
minoritario de la academia que amparados en el principio de legalidad y 
separación de poderes niegan la obligatoriedad del precedente. 
Es de conocer que la resistencia al precedente no ha sido solamente por parte de las 
distintas ramas del poder, sino también dentro de la doctrina colombina, debido al 
cambio o a la ruptura del paradigma del legis-centrismo, afianzado en el principio de 
legalidad, reconocido no solo por el código civil de Andrés bello como también por    la 
constitución política de 1991 en los artículos 29 y 230;  de tal manera desarrollando el 
tercer objetivo el cual fue realizar el dialogo critico entre las posiciones progresistas y 
tradicional del derecho en Colombia y sus posiciones ius filosóficas sobre la figura del 
precedente, presentándose en el contexto colombiano una concentración entre los 
doctrinantes diego Eduardo López medina y Javier Tamayo Jaramillo, en donde 
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además de ello se identificó que existe un desbalance doctrinal debido al mayor 
desarrollo por parte del neo constitucionalismo en cuanto al material encontrado. 
Ahora para construir un diálogo crítico entre las dos vertientes doctrinales, tanto  
tradicional y progresista alrededor del concepto del precedente se describió el debate 
sobre esta figura al interior de la academia colombiana e iberoamericana que en 
general se ha concentrado en la evolución alrededor de la teoría del derecho, como lo 
expuso el presente trabajo de grado las discusiones sobre el precedente giran 
alrededor de su validez al interior de los ordenamientos y las posibles consecuencias 
jurídicas que puede traer su implementación. Aquellos que defienden la 
implementación del precedente son llamados neo constitucionalistas, quienes formulan 
que el precedente no es solo una figura de gran utilidad dentro del ordenamiento sino 
que se convierte en una herramienta dinamizadora y unificadora del derecho, 
permitiendo la actualización del mismo al contexto contemporáneo y globalizado, 
logrando así la realización del derecho sustancial y del principio de igualdad.  
 
Al otro extremo unos pocos doctrinantes y académicos están en contra del precedente 
y a favor de un sistema de libre jurisprudencia, argumentando que el uso del 
precedente generaría jueces autómatas sin libertad de interpretación e incapaces de 
tener un criterio jurídico, aunado a ello en el contexto colombiano esta figura es 
violatoria de la autonomía judicial consagrada en el artículo 230 de la constitución 
política, esta facción conservadora considera que con este nuevo sistema está 
vulnerando los principios de legalidad y de separación de poderes.  
 
Como se evidencio anteriormente existe un mayor desarrollo teórico por parte del 
sector neo constitucionalista, puesto que los doctrinantes del sector tradicional en su 
gran parte no se han manifestado académicamente sobre el tema, exceptuando 
algunos pocos autores, por lo cual existe mayor dogmática alrededor de la validez del 
precedente.  
 
Pasando ahora al contexto actual del precedente dentro del sistema de fuentes del 
derecho colombiano el presente documento identifico la repercusión que ha tenido la 
figura del precedente dentro del ordenamiento interno y su funcionamiento en la 
administración de justicia, teniendo en cuenta el cuarto objetivo el cual fue determinar 
el alcance del precedente en tensión con el sistema tradicional de fuentes en el 




Discusión y respuesta al problema jurídico e hipótesis 
 
Para determinar el alcance y uso del precedente en Colombia como fuente obligatoria 
del Derecho en tensión con un sistema tradicional de fuentes, como se evidencio, se 
establece en Colombia de modo obligatorio, siendo ella una figura jurídica foránea 
proveniente de la familia del common law, la cual entro al ordenamiento por vía 
jurisprudencial en aplicación a la teoría de la transmutación, con lo cual se entiende 
que su ingreso al ordenamiento jurídico no fue en sentido puro, sino por lo contrario se 
hicieron modificaciones a la figura para poder aplicarla en el contexto colombiano. 
 
La estructura del Precedente fue desarrollada vía jurisprudencial por la Corte 
Constitucional en especial desde su sentencia hito la C-836 en el año 2001, y se ha 
reglamentado nutriéndola de dogmática y teoría desde la doctrina constitucional, así 
como desde los postulados de los doctrinantes nacionales, permitiendo así que se 
ajuste al ordenamiento jurídico.  
No obstante, existe un sector o segmento disidente de la doctrina que manifiesta 
apartarse de la pretensión neoconstitucional de la Corte, por considerar que va en 
contravía de los postulados normativos del artículo 230 de la constitución política, ya 
que siendo un artículo claro, el cual no contiene ninguna ambigüedad en su sentido 
semántico y teleológico fue desconocido y condicionado por la jurisprudencia emitida 
por la Corte Constitucional.     
 
Esto debido también a una lucha política y no jurídica por el poder de creación del 
Derecho entre los órganos de cierre y en especial la Corte Constitucional en contra del 
Legislador, que aunque es el ente representativo de la voluntad popular, su tardía 
actividad legislativa lo ha llevado a perder poder alrededor de las fuentes del Derecho 
ya que se ha mostrado omnímodo y carente de técnica legislativa; en los argumentos 
de los doctrinantes que están a favor del Precedente, se lo logro constatar que califican 
la interpretación elaborada por la Corte Constitucional como la Constitución misma, 
siendo un desafortunado análisis de la jurisprudencia, ya que si bien la Constitución es 
un mandato de carácter general y abstracto, la interpretación, es decir la doctrina 
constitucional es la concreción de tal mandato a casos específicos, con lo cual no se 
puede calificar de igual sino de un complemento  a dicha norma.  
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En un primer punto interpreta y asemeja el termino Ley con ordenamiento jurídico en 
sentido amplio y laxo dejando una brecha interpretativa muy amplia, que no tiene la 
norma en su sentido semántico, y en un segundo término omitiendo lo establecido por 
el inciso segundo el cual le da el papel a la jurisprudencia de criterio auxiliar. 
Aunque la doctrina constitucional ha establecido el sistema de precedentes dentro del 
ordenamiento jurídico reglamentando desde su propia jurisprudencia, aun deja abierto 
el debate, desde un punto de vista doctrinal debido a que si bien la Corte Constitucional 
ha elaborado un detallado trabajo sobre la vinculatoriedad y necesidad del precedente 
para garantizar los principios de igualdad, buena fe y la materialización del derecho 
sustancial en la aplicación de justicia, pero al no estar el precedente fijado por la 
Constitución, genera en el ideario formalista un rechazo por el desplazamiento de la ley 
por el precedente. 
 
Cuestiones abiertas o nuevas reflexiones  
El precedente se presenta como un elemento jurídico capaz de dinamizar y 
actualizar el derecho, ya que le otorga uniformidad a las decisiones judiciales, 
generando así previsibilidad en la administración de justicia, garantizando así el 
principio de igualdad. Pero el precedente a su vez no goza de una aceptación 
académica plena debido a que varios doctrinantes lo encuentran contrario al inciso 
segundo del artículo 230 de la constitución política de 1991, el cual guarda silencio 
sobre la aplicación del precedente, en cuanto a la doctrina constitucional y la 
doctrina probable, la primera desarrollada por vía jurisprudencial, mientras que la 
segunda tuvo un desarrollo legal. Es el precedente obligatorio puesto que su 
desconocimiento puede generar prevaricato no solo en su aplicación judicial sino 
también en el ámbito administrativo por parte de las entidades gubernamentales.  
Es así como el precedente debe aplicarse puesto que de esta manera garantiza el 
principio de igualdad, seguridad jurídica y el derecho sustantivo por encima del 
procedimiento, materializando así la justicia.   
Aunque la vinculatoriedad del Precedente está fijada no solo por las decisiones de la 
Corte y la doctrina constitucional sino también por la misma ley, el debate doctrinal 
sigue abierto puesto a como lo expuso el presente trabajo en la realidad de la familia 
jurídica Romano-germánica el desplazamiento de la ley como única fuente formal del 
derecho genera varios reparos por los sectores más conservadores de la academia 





Recomendaciones o sugerencias 
Aunque la vinculatoriedad del precedente es innegable gracias a la labor hecha por la 
Corte Constitucional con la Doctrina Constitucional realizada durante un ejercicio 
hermenéutico realizado en diferentes etapas a partir de la Sentencia C – 083 de 1995, 
las dudas sobre el Precedente podrían superarse con una modificación constitucional 
del artículo 230, el cual continua en sentido semántico fijando a la Ley como única 
fuente de derecho dejando un papel auxiliar a las decisiones judiciales, dicha 
modificación no dejaría inocua la doctrina constitucional sino que la armonizaría en 
sentido semántico, cerrando el debate de manera definitiva en el ámbito académico. 
Ahora bien, para tal modificación constitucional se hace necesario los mecanismos 
para efectuar este procedimiento, en lo establecido en la constitución en su artículo 
241, la cual le otorga a la Corte Constitucional la función de guardiana de la carta, no 
puede ser la misma quien modifique de forma integral el sentido normativo e 
interpretativo que tiene el 230 haciendo la aclaración que este documento no tiene 
como objetivo desvirtuar la figura del precedente, sino que se realicen los ajustes 
constitucionales necesarios para su real aplicación, ya que en el escenario actual dicha 
jurisprudencia atenta contra el principio de democracia representativa, que entra en 
tensión con la constitucionalización del derecho 
 
Lo recomendable es que a través de los medios idóneos que consagra la constitución 
para su modificación como lo establece el artículo 374, que a su tenor dice:  
 
Artículo 374. La constitución política podrá ser reformada por el congreso, por 
una asamblea constituyente o por el pueblo mediante referendo.298 
 
Aunque se evidencio que en la academia su mayoría pertenecen al pensamiento neo 
constitucional, es necesario estudiar la figura del precedente a fondo puesto que si bien 
en la realidad colombiana es vinculante para la realización de los principios 
constitucionales y la economía procesal en el caso estadounidense e inglés, el 
Precedente no es del todo vinculante sino persuasivo pues el juez no se siente 
obligado con este si este no ofrece una solución justa para el caso en concreto, por tal 
motivo apartarse del mismo no le acarrea una sanción penal debido a que no existen 
en realidad los casos iguales sino similares en sus hechos, de ahí que el Precedente 
perdería su esencia como una herramienta de concreción de justicia sino más bien 
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 Constituían Política colombiana. TITULO XIII. DE LA REFORMA DE LA CONSTITUCION. Artículo.374.  
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parece estar encaminado a generar economía procesal como lo afirmo Michelle Taruffo 
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